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INICIATIVAS Y PROPOSICIONES CON PUNTO DE
ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del miércoles 18 de marzo de 2015, de con-
formidad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral
3, del Reglamento de la Cámara de Diputados (*)

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 18
de marzo de 2015 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Julio César Moreno Rivera (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Sociedades Mercantiles, suscrita por los dipu-
tados Mario Sánchez Ruíz, Juan Bueno Torio, Erick Marte
Villanueva y José Arturo Salinas Garza, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

2. Que expide la Ley de Zonas Económicas Especiales, a
cargo de la diputada María de Lourdes Medina Valdes, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Economía y de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión. 

3. Que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, suscrita por diputados in-
tegrantes de la Comisión Especial de Programas Sociales. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

4. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Educación y de la Ley General de Turismo, a
cargo del diputado Danner González Rodríguez, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisiones Unidas de Educación Pública y Servi-
cios Educativos y de Turismo, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la SEP y a sus homologas estales y del DF, para imple-
mentar un Programa Especial en el ciclo escolar 2015-2016
de protección civil, con motivo del 30 aniversario de los
sismos de 1985, a cargo del diputado Samuel Gurrión Ma-
tias, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. 

Turno: Comisión de Protección Civil, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CNBV,
a la SHCP, al SAT, a la PGR, a la ASF y al Congreso del
estado de Chihuahua, para que en el ámbito de sus faculta-
des y competencias inicien una investigación sobre el ma-
nejo de recursos públicos federales y estatales, por parte
del Gobernador de Chihuahua, a cargo de la diputada Ro-
cío Esmeralda Reza Gallegos, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
co, para que publique en su sitio oficial, la información re-
lacionada con las sanciones a permisionarios de estaciones
de servicio, por la venta incompleta de combustible, gaso-
lina o diésel, y gas L.P., a cargo del diputado Mario Ale-
jandro Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Economía, para dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades de los tres niveles de Gobierno, a seguir desempe-
ñando un papel activo en la lucha contra el racismo y adop-
tar medidas concretas para promover la solidaridad, la
tolerancia y el respeto en nuestra sociedad, a cargo del
diputado Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 
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(*) El Apéndice corresponde a lo mencionado por la Presidencia, en
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5. Con punto de acuerdo, a fin de incrementar las campa-
ñas de prevención y concientización, así como las vacunas
contra el Virus del Papiloma Humano y el Cáncer Cérvico
Uterino, a cargo del diputado Danner González Rodríguez,
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
para que a través del SAT, se realice un censo para identi-
ficar los vehículos ilegales de procedencia extranjera que
circulan en los estados de Baja California, Chihuahua, Co-
ahuila, Nuevo León, Sonora y Tamaulipas, e implemente
un plan para regularizarlos, a cargo de la diputada Lilia
Aguilar Gil, del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular
de la Secretaría de Salud, para que difunda la información
sobre la conveniencia de implementar un esquema de vales
de medicamentos, a cargo de la diputada María Sanjuana
Cerda Franco, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IFT, pa-
ra que adopte medidas con el objeto de garantizar el dere-
cho de las audiencias con la empresa Noticias MVS, a car-
go del diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara,
de la Agrupación Movimiento Regeneración Nacional. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
federal y a las entidades federativas, para que emprendan
acciones para la inclusión de personas con alguna discapa-
cidad, a cargo del diputado Samuel Gurrión Matias, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para
dictamen. 

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades federales, a fin de investigar sobre presuntos
casos de desvíos de recursos en Chihuahua y en la campa-
ña del PRI a la gubernatura de Sonora, a cargo del diputado

Heberto Neblina Vega, y suscrito por diputados del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Cona-
pred, para que tome las medidas pertinentes contra del go-
bernador del estado de Baja California, por los dichos dis-
criminatorios mencionados el día 9 de marzo del presente
año, a cargo del diputado Abraham Correa Acevedo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SCT,
a fin de mejorar la infraestructura de los aeropuertos, a car-
go de la diputada Rosa Elba Pérez Hernández, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Transportes, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular
de la Secretaría de Salud, para que diseñe un Programa fe-
deral que permita que todas las personas que padecen al-
guna discapacidad, reciban un apoyo económico, a cargo
de la diputada Cristina Olvera Barrios, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las Co-
misiones Unidas de Agua Potable y Saneamiento, y de Re-
cursos Hidráulicos, para que acuerden y publiquen el ca-
lendario de foros y audiencias para especialistas y
organizaciones de la sociedad civil, relativo al tema de la
Ley General de Aguas, a cargo del diputado Manuel Rafael
Huerta Ladrón de Guevara, de la Agrupación Movimiento
Regeneración Nacional. 

Turno: Comisiones Unidas de Agua Potable y Saneamien-
to y de Recursos Hidráulicos, para su atención. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular
del DIF, para que lleve a cabo acciones tendientes a la dis-
minución del maltrato infantil, a cargo del diputado Jaime
Chris López Alvarado, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez, para dictamen. 



16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGJ y
a la CDH del estado de Puebla, para que investiguen el ca-
so de violación sexual de una menor indígena en Xochitlán
de Vicente Suárez, estado de Puebla, suscrito por los dipu-
tados Roberto Cabrera Solís y Roxana Luna Porquillo, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. 

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de la SE, de la Semarnat y de la Sedesol, a fin de que
se instale una mesa de trabajo para el seguimiento de la
problemática por la que atraviesan los productores de leche
en el país, a cargo del diputado Salvador Barajas del Toro,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional. 

Turno: Comisión de Ganadería, para dictamen. 

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al GDF y
a la CNDH, en relación al adiestramiento y habilidades de
los operadores de los vehículos del Metrobús, a cargo de la
diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión del Distrito Federal, para dictamen. 

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la PGR,
a la CNDH y a la Comisión Nacional de Seguridad, a fin
de investigar el caso de maestras y maestros desalojados el
24 de febrero de 2015 por la policía federal y la gendarme-
ría nacional, en Acapulco, Guerrero, a cargo del diputado
Roberto Cabrera Solís, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Derechos Humanos, para dictamen. 

20. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
pa y a la Semarnat, a vigilar y proteger a los animales pro-
piedad de los circos que se encuentren en condiciones vul-
nerables y en peligro, a cargo de la diputada Roxana Luna
Porquillo, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen. 

21. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al IFT, a la
STPS y a la CNDH, para que investiguen las presuntas vio-

laciones de los derechos humanos de la C. Carmen Ariste-
gui y su equipo de investigación, suscrito por los diputados
Roxana Luna Porquillo, Margarita Elena Tapia Fonllem, y
Víctor Reymundo Nájera Medina, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen. 

22. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Cá-
mara de Diputados a manifestarse en defensa de las liber-
tades de expresión, de información y de las audiencias a
recibir información de interés público que fueron violenta-
dos en el caso de la periodista Carmen Aristegui y su equi-
po, a cargo de la diputada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Radio y Televisión, para dictamen.»

INICIATIVAS

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

«Iniciativas que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Sociedades Mercantiles, suscrita por
los diputados Mario Sánchez Ruiz, Juan Bueno Torio,
Érick Marte Villanueva y José Arturo Salinas Garza, del
Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, Mario Sánchez Ruiz, Juan Bueno Torio,
Érick Marte Rivera Villanueva y José Arturo Salinas Gar-
za, integrantes de las LXII Legislatura, en ejercicio de la
facultad conferida en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, 76, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley General de Sociedades Mercantiles.

Exposición de Motivos

Con objeto de que México pueda cumplir los estándares in-
ternacionales recomendados por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y de la
cual forma parte desde el 18 de mayo de 1994, se propone
realizar una serie de modificaciones a la Ley General de
Sociedades Mercantiles para crear un marco regulatorio
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eficaz que prevea la implementación por parte de la socie-
dad anónima de los principios y mejores prácticas de go-
bierno corporativo.

En mayo de 1999, la OCDE publicó los Principios de go-
bierno corporativo de la OCDE, los cuales fueron revisa-
dos en 2004 y cuya revisión fue fundamentada en un ex-
tenso estudio sobre cómo los países miembros afrontaban
los distintos desafíos que se les plateaban en materia de go-
bierno corporativo y además en experiencias adquiridas en
economías no integradas en la OCDE. Estos principios re-
presentan un importante instrumento que ofrece normas no
vinculantes y buenas prácticas, así como una guía para su
implantación, susceptible de ser adaptada a las circunstan-
cias particulares de cada país o región.

Igualmente, esta propuesta de reforma también se inspira
en los principios de Gobierno Corporativo contenidos en el
Código de Mejores Prácticas Corporativas, emitido por el
Consejo Coordinador Empresarial (CCE) originalmente en
1999, los cuales posteriormente fueron revisados en no-
viembre 2006 y que hoy están previstos en su última ver-
sión revisada de abril de 2010. El código adecua los Prin-
cipios y Mejores Prácticas recomendados por la OCDE a la
cultura y forma de hacer negocios en México. La Ley del
Mercado de Valores, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 30 de diciembre de 2005, considera también
los Principios de Gobierno Corporativo recomendados por
la OCDE como una respuesta a los compromisos asumidos
por México en materia de Gobierno Corporativo, entendi-
do éste como “El sistema bajo el cual las sociedades son di-
rigidas y controladas”.1

En 2001, con las modificaciones de la Ley del Mercado de
Valores se inició una etapa gradual de adopción de los Prin-
cipios y Mejores Prácticas Corporativas al ser obligatorias
para las empresas cotizadas en el mercado de valores. A
partir de 2003, las “Disposiciones de carácter general apli-
cables a las emisoras de valores y a otros participantes del
mercado de valores (circular única de emisoras)”, previe-
ron en el anexo J el “Cuestionario del grado de adhesión
con los principios y mejores prácticas contenidos en el có-
digo”, el cual tenía que ser presentado con el informe anual
al mercado de valores.

Considerando las ventajas que para los accionistas y terce-
ros interesados generaban las disposiciones aplicables a las
empresas cotizadas en el mercado de valores, la segunda
versión revisada del Código y que fue publicada en 2006,
consideró que sus recomendaciones ya eran dirigidas y

aplicables a todas las sociedades, fuesen de carácter mer-
cantil, civil o asistencial, sin distinguir su tamaño o si coti-
zaban o no en el mercado de valores. Esta característica
distinguió desde entonces al código entre la mayoría de los
que hay en el mundo.

En el código se tomaron en cuenta las necesidades y carac-
terísticas de las sociedades mexicanas, su origen, su es-
tructura accionaria y la importancia que pueden tener cier-
tos grupos de accionistas en su administración y en donde
se buscó ayudarles a ser institucionales, competitivas y
permanentes en el tiempo; que pudieran acceder a diversas
fuentes de financiamiento en condiciones favorables y
ofrecieran confianza a los inversionistas nacionales e inter-
nacionales.

Visto el tiempo transcurrido de la emisión de la última ver-
sión del código y el número de empresas no cotizadas que
se han adherido a sus principios y mejores prácticas, se
considera la pertinencia de avanzar no sólo en mantener di-
chas normas en su carácter auto regulatorio, sino de gene-
rar un régimen de observancia general y obligatoria. Sin
perjuicio de lo anterior y en esta ocasión tomando en cuen-
ta que la tradición jurídica relativa a la organización y fun-
cionamiento de la sociedad anónima mexicana, admite en
su modelo social como más adelante se señala, a la micro,
pequeña, mediana y grande empresa, en la adopción de las
referidas prácticas de buen gobierno corporativo.

El gobierno corporativo es un concepto de socios o accio-
nistas y que es amplio en el contexto económico en el que
las empresas desarrollan su actividad y en el que intervie-
nen, entre otras, las políticas macroeconómicas y el grado
de competencia. El grado de observancia de principios bá-
sicos en materia de buen gobierno corporativo por parte de
las sociedades, es un factor determinante en la toma de de-
cisiones sobre inversión y adquiere una trascendencia rele-
vante para el funcionamiento efectivo de las sociedades,
que les permite atender nuevas demandas y aprovechar
nuevas oportunidades.

La necesidad de prevenir el abuso de los accionistas de
control o de los administradores de las emisoras de accio-
nes cotizadas en bolsas de valores, fenómeno comúnmente
conocido como “Costo de Agencia”, dio origen al desarro-
llo de estudios de suma importancia para dicho mercado a
nivel internacional, dentro de los cuales, entre otros tópi-
cos, se encuentran los vinculados con el análisis de la or-
ganización y estructura societaria de dichas empresas.



Las conclusiones de tales estudios han arrojado recomen-
daciones para la adopción de determinadas prácticas que se
denominan como de “buen gobierno corporativo” así como
para la revisión integral de las estructuras societarias.

Incluso, se ha llego a considerar que el inicio de dichos tra-
bajos, pudiera haber gestado una nueva disciplina del dere-
cho mercantil, cuyo título actualmente se difunde bajo el
término “gobierno corporativo de las empresas” y que pue-
de verse reflejada fundamentalmente en el desarrollo de in-
formes o estudios sobre las mejores prácticas corporativas
reconocidas o recomendadas, las cuales se integran en los
conocidos como “códigos de principios y mejores prácticas
de gobierno corporativo”.2

Asimismo, los resultados arrojados en los informes y estu-
dios en materia de gobierno corporativo, constituyen, al
menos hasta ahora, la forma más eficiente conocida, para
prevenir la problemática relacionada con el fenómeno del
costo de agencia antes citado, cuando algún accionista o
administrador, pretenda extraer indebidamente recursos de
la propia empresa, pero también para crear incentivos que
permitan generar valor al interior de la misma, desde lue-
go, bajo la premisa que será en beneficio de todos los ac-
cionistas y no de unos cuantos; lo anterior, adicionado y
fortalecido con postulados que determinan la conveniencia
de adoptar nuevas esquemas de administración, en donde
la recomendación fundamental y en primerísima instancia,
consiste en determinar la estrategia general de los negocios
sociales, asignando el desempeño de dichas funciones a
una instancia diversa de aquélla que desarrolla el giro ordi-
nario de los negocios, instancia esta última que habrá de
ajustarse para tal efecto a las definiciones que se contengan
en dichas estrategias.

En los informes o estudios en materia de gobierno corpo-
rativo, adicionalmente suele postularse, cada vez con ma-
yor fuerza, la protección de los bienes de la empresa, me-
jorando para ello los derechos económicos y corporativos
de los inversionistas, en particular los relativos a los accio-
nistas minoritarios, así como recomendando un nuevo es-
quema de vigilancia y auditoría interna para las empresas,
todo lo anterior, acompañado de un nuevo marco de res-
ponsabilidades equilibradas e inherentes a las funciones
que se desempeñen quienes administren la empresa, en
donde por cierto, se propone abandonar el tradicional tra-
tamiento uniforme que actualmente existe en materia res-
ponsabilidades, para ahora, poder distinguir para efectos
indemnizatorios derivados del daño que se causen a la em-
presa, entre la conducta diligente pero infortunada del ad-

ministrador, de aquella que es desleal o ilícita, ya que de no
efectuarse tal distinción, podría incurrirse en exceso para el
primer caso y de defecto en el segundo.

Respecto al gobierno corporativo, si bien ciertas empresas
voluntariamente adoptan tales prácticas de gobierno corpo-
rativo, otras no lo hacen, lo cual en principio pudiera no
presentar problemas cuando se está en presencia de socie-
dades absolutamente controladas por una sola persona, pe-
ro no es el caso de empresas tengan dos o más accionistas
y mucho menos para las que integran el mercado de valo-
res, hablando en particular de las sociedades anónimas bur-
sátiles, dado que en tales supuestos, la empresa debiera ser
plenamente transparente y operar bajo el principio de ma-
ximizar el rendimiento de sus recursos de capital, en favor
de todos sus accionistas, dada su naturaleza intrínseca de
sociedad de capitales, en donde la calidad de socio y la en-
comienda de administración del patrimonio social, no se ri-
ge por elementos personales de quienes integran la socie-
dad, sino por la explotación del capital en beneficio de sus
socios, formen o no parte de un mercado de valores orga-
nizado y con independencia de la dimensión patrimonial de
las mismas.

El tipo de escándalos financieros asociados con abusos de
accionistas y administradores de las emisoras de acciones
cotizadas en bolsas de valores, como los sucedidos en 2001
y 2008 alrededor del mundo, solían suceder más frecuente-
mente en empresas que no tenían buenas prácticas de go-
bierno corporativo o bien, cuando las estructuras o forma
en que se integraba el capital social de las mismas, las co-
locaban en circunstancias de mayor propensión al abuso
por parte de grupos de personas determinados, dada su fal-
ta de transparencia. Tales hechos indujeron a algunos paí-
ses3 a visualizar lo inconveniente que era para los intereses
del público inversionista, dejar a la autonomía de la volun-
tad o a las “reglas del mercado” la adopción de un buen go-
bierno corporativo por parte de las sociedades emisoras de
acciones cotizadas en bolsa, lo cual situó el tema del go-
bierno corporativo en una posición preponderante en la
agenda financiera global, y en ese sentido en nuestro país,
se llegó a la conclusión de que dicho asunto debería tratar-
se en las leyes, motivados fundamentalmente por el hecho
de que las características de nuestro mercado de capitales
–en particular por las estructuras de capital social de nues-
tras emisoras, pudieran ser fuente de eventuales abusos y
en consecuencia, hacía recomendable el adoptar un mar-
co mínimo general de buenas prácticas de gobierno cor-
porativo que contribuyera al equilibrio societario de las
empresas.
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Tales hechos y potenciales problemas, también pueden ser
parte de las empresas de todo tipo de dimensiones patri-
moniales, en donde, la composición del capital social sea
tal que existiendo 2 o más socios y, en donde uno o algu-
nos de ellos soporte en su bolsillo el abuso del otro, que se
estima se apoya como fuente real, la pertinencia de incor-
porar en la Ley General de Sociedades Mercantiles, las me-
jores prácticas de gobierno corporativo hasta hoy conoci-
das, dado que con ello, habrá de brindarse un mayor grado
de seguridad jurídica a la inversiones de capital que se
efectúen en las sociedades anónimas.

Esta iniciativa tiene como objeto introducir un sistema mo-
derno de gobierno corporativo en la parte relativa a la ad-
ministración y vigilancia de la sociedad anónima, inspira-
do en las mejores prácticas internacionales recomendadas
por la OCDE, en donde se señala la conveniencia de que
existan consejeros independientes, que la vigilancia esté a
cargo del propio consejo de administración, que pueda ser
delegada en un comité de auditoría que sea creado para di-
chos fines. De esta manera la gestión cotidiana, conducción
y ejecución de los negocios de la sociedad sea responsabi-
lidad de un director general.

Como se observa, para la función de vigilancia, se elimina
la figura del comisario, tendencia que ha sido adoptada por
la gran mayoría de los países cuya legislación societaria es-
tá basada en la tradición del derecho continental europeo.

Para estos efectos la iniciativa contempla para la adminis-
tración y vigilancia de la sociedad anónima, con base en la
estratificación establecida en la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, que las empresas medianas y grandes en conjunto,
deben tener el mismo tratamiento jurídico para su gobierno
corporativo y que las empresas micro y pequeñas también
en conjunto, tengan un mismo tratamiento jurídico para su
gobierno corporativo.

Estos principios y mejores prácticas corporativas han sido
incorporados en la legislación mercantil de países en desa-
rrollo, entre los que se encuentran Colombia, Chile, Filipi-
nas y Perú.

La iniciativa propone reformar el artículo 142 vigente en el
cual se establece la existencia del consejo de administra-
ción y que será el responsable exclusivamente de estable-
cer las estrategias generales para la conducción de los ne-
gocios de la sociedad, así como también de la supervisión,
vigilancia y aprobación de la gestión de la misma y el de-

sempeño del director general. Atento a lo anterior se asig-
na la función de desarrollar el objeto social y negocios so-
ciales al director general quien asimismo será responsable
de elaborar, preparar y suscribir la información administra-
tiva, contable, económica, financiera y jurídica de la em-
presa.

Por tanto, se incluye un nuevo artículo 142 Bis en donde se
prevé que el consejo de administración se integrará con un
mínimo de 3 y un máximo de 15 consejeros, entre los que
también necesariamente deberá haber consejeros con la ca-
tegoría de independientes. Cuando la sociedad opte por in-
tegrar un comité de auditoría éste deberá necesariamente
estar integrado por mayoría de consejeros independientes
designados por el consejo de administración, a propuesta
del presidente de dicho órgano social.

La reforma señala en el artículo 143 reformado y 144 Bis
1, siguiendo las mejores prácticas internacionales, la posi-
bilidad de prever en los estatutos sociales, que el Consejo
de Administración sesione por los menos trimestralmente o
con mayor periodicidad si las condiciones de la empresa lo
requieren ya sea personalmente o por teleconferencia o
cualquier otro medio que acredite la participación, interac-
ción e intercomunicación entre sus miembros siempre que
sus resoluciones se confirmen por escrito mediante firma
autógrafa por todos los concurrentes.

Dentro de unos de los conceptos más importantes que se
introducen en esta iniciativa es el de los deberes fiducia-
rios, donde se incluyen los conceptos utilizados ya en otros
países siguiendo las recomendaciones de la OCDE y con-
tenido ya en la Ley del Mercado de Valores, como son el
deber de lealtad y el deber de diligencia, los cuales aplican
a los miembros del consejo de administración, al director
general y a los directores relevantes para el ejercicio de sus
facultades y que se desarrollan en un nuevo artículo 156-
Bis-1.

La iniciativa prevé y regula en un nuevo artículo 156 Bis2,
157 Bis y en el artículo 160 reformado, la responsabilidad
de los miembros del consejo de administración de la socie-
dad, las causales de exclusión de su responsabilidad y la
obligación de que los mismos informen al presidente del
consejo de administración, de todas las irregularidades que
durante el ejercicio de su cargo, tengan conocimiento y que
se relacionen con la sociedad.

Respecto a la vigilancia de la sociedad anónima se estable-
ce en el artículo 164 que estará a cargo del consejo de ad-



ministración o del comité de auditoría que para tal efecto
se haya creado, y en donde además el artículo 166 refor-
mado, se amplían sus facultades, obligaciones y responsa-
bilidades, y se incorpora el tema de los servicios de audi-
toría externa.

Igualmente se incorpora un capítulo a la Ley General de
Sociedades Mercantiles, denominado “Sociedades anóni-
mas simplificadas”, donde se considera lo siguiente:

Actualmente, en la legislación mexicana hay diversos tipos
de sociedades mercantiles, mismas en las que invariable-
mente deben concurrir dos o más personas físicas o mora-
les para que se puedan constituir como tales.

La constitución de una sociedad mercantil implica cumplir
con una serie de requerimientos y requisitos de carácter le-
gal tanto para su constitución como para su operación, lo
cual implica responsabilidades de carácter administrativo
para sus socios o accionistas y cuyo incumplimiento puede
generar problemas de inexistencia o invalidez de los actos
jurídicos que realicen.

Hoy, la estructura económica de los países muestra que las
micro, pequeñas y medianas empresas (Mipyme) son la co-
lumna vertebral y el motor de las economías, por su con-
tribución al empleo, como su aportación al producto inter-
no bruto (PIB).

En el caso de México, éste cuenta con una estructura em-
presarial fundada casi principalmente en Mipyme y que re-
presentan más de 4 millones de empresas, de las cuales
99.8 por ciento son Mipyme que generan 52 por ciento del
PIB y 72 por ciento del empleo en el país.

En otros países en desarrollo existe la tendencia de separar
la regulación de las micro y pequeñas empresas, de la re-
gulación de las medianas y grandes. Esto se debe princi-
palmente, a que el tiempo y medida de su proceso de insti-
tucionalización es diferente, pues en el primer caso sus
necesidades de transparencia y revelación de información
son menores que en las empresas medianas y grandes.

Se busca que las sociedades micro y pequeñas tengan un
proceso de institucionalización gradual, que les permita ser
sostenibles en el tiempo y que su regulación promueva la
creación de este tipo de empresas y el desarrollo de em-
prendedores en el país.

Algunos de los problemas que con los que comúnmente se
enfrentan este tipo de empresas son: insuficiente acceso al
financiamiento, bajos niveles de capacitación, compleja re-
gulación, escasos incentivos a la innovación y obstáculos
para el uso de las tecnologías de la comunicación e infor-
mación, incapacidad para retener capital humano de cali-
dad, competencia limitada en algunos niveles de la cadena
productiva, entre otros.

Gran parte de estas sociedades micro y pequeñas (“socie-
dad anónima simplificada”) opera con el esquema de per-
sonas físicas con actividad empresarial, esquema que, co-
mo se ha mencionado anteriormente, limita su acceso a
beneficios como el financiamiento, genera incertidumbre
en su continuidad en el tiempo y expone al emprendedor o
empresario a una pérdida patrimonial.

El gobierno federal ha realizado diversas acciones entre
ellas a través de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa y ha veni-
do promoviendo el desarrollo económico nacional a través
del fomento a la creación de la micro, pequeñas y media-
nas empresas y el apoyo para su viabilidad, productividad,
competitividad y sustentabilidad.

La presente iniciativa considera que el proceso legislativo
debe estar dirigido a la constitución y formalización de la
operación de las sociedades anónimas simplificadas, a tra-
vés de una regulación mercantil que incentive y facilite la
formalización de nuevas empresas, para simplificar su con-
formación y lograr una operación eficaz, que genere certi-
dumbre jurídica y que contribuya a resolver las dificultades
que actualmente enfrentan este tipos de empresas. Además
con todo ello se espera detonar e incentivar la inversión, el
empleo y el desarrollo económico del país.

Éste es un esquema que está alineado a los principios y me-
jores prácticas de gobierno corporativo, donde se establece
un balance y contrapeso efectivo entra las funciones de ad-
ministración y dirección y vigilancia y también en concor-
dancia con los preceptos tradicionalmente contenidos en
nuestra legislación mercantil.

En la legislación societaria moderna, cada vez más países
han incorporado el tipo societario de sociedades uniperso-
nales, muchas veces bajo el nombre de empresas unimem-
bres. En estos países se ha manejado este esquema como
un régimen simplificado en donde se establecen y contie-
nen menores requisitos que las sociedades mercantiles or-
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dinarias a fin de facilitar su manejo operativo, dándoles un
tratamiento de figuras jurídicas diferentes y no como parte
de las sociedades ordinarias como es en el caso de México,
el de las sociedades anónimas o de responsabilidad limitada.

Igualmente se pueden identificar legislaciones que en dife-
rentes grados reconocen la existencia de este tipo de figu-
ras societarias simplificadas, y donde destacan países como
Alemania, Colombia, Chile, España, Estados Unidos y
Francia.

Diversos antecedentes de proyectos legislativos han repre-
sentado esfuerzos encomiables para establecer en el país
una regulación a un nuevo tipo de sociedad mercantil uni-
personal.

Dichas iniciativas reflejan un avance frente al estado actual
del marco regulatorio en México, sin embargo considera-
mos que no es suficiente sino que es necesario crear un
nuevo tipo societario, denominado “sociedades anónimas
simplificadas” y que sea incluido en la Ley General de So-
ciedades Mercantiles, en un capítulo aparte, detallando los
aspectos relativos a la constitución, derechos, obligaciones
y responsabilidades del accionista único o accionistas, ad-
ministración, su vigilancia, transformación y disolución y
liquidación de las “sociedades anónimas simplificadas”.

Esta propuesta considera que por la importancia económi-
ca de las sociedades anónimas simplificadas se requiere un
marco jurídico propio, que se ajuste a su naturaleza de mo-
do tal que incentive su formalización. De esta manera se
podrá evitar la existencia de sociedades de facto, que no
cumplen un mínimo de requisitos legales en virtud de re-
presentar una fuerte carga administrativa para sus socios,
accionistas y administradores. En otras palabras, se pro-
mueve la legalidad y cumplimiento contra la evasión y si-
mulación jurídica.

La iniciativa regula la constitución de las sociedades anó-
nimas simplificadas la cuales se forman por una o varias
personas físicas o morales, la constituida por una o más
personas físicas, como micro o pequeñas empresas, con ba-
se en la estratificación establecida en la Ley para el Desa-
rrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Media-
na Empresa, artículo 3, fracción III, y la sociedad anónima
que de conformidad con lo previsto en la presente ley, se
transforme en una sociedad anónima simplificada si se
cumple lo previsto en las reglas de estratificación estable-
cida en la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa.

Respecto a la vigilancia, se prevé en el artículo 279, que el
accionista único o los accionistas serán responsables de la
vigilancia de los negocios de la sociedad. Sin embargo, el
accionista único o los accionistas podrán optar, si así lo de-
sean, por nombrar a un comisario, quien tendrá obligacio-
nes simplificadas.

También se establece un caso importante de excepción, re-
lativo a la vigilancia de la sociedades anónimas simplifica-
das, que cuando sean parte de un grupo empresarial y que
a su vez sean controladas directa o indirectamente por al-
guna sociedad regulada en la Ley del Mercado de Valores
o por una sociedad anónima, en términos de esta ley, la vi-
gilancia de la sociedad corresponderá al consejo de admi-
nistración o en su defecto por el comité de auditoría, de la
sociedad que tenga el control de la sociedad anónima sim-
plificada.

Por lo expuesto se somete a consideración de la Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforman la fracción VI del artículo 1, las frac-
ciones IV y IX del artículo 6o., segundo y cuarto párrafo
del artículo 9o., numeral 3 del inciso c de la fracción VII
del artículo 91, primer párrafo del artículo 92, el artículo
134,primer párrafo del artículo 142, los artículos o 143,
144,145,146, 174, 149, 150,151, 152, 154,155,156,157,
primer párrafo del artículo 158, artículo 159, artículo 160,
artículo 161, primer y segundo párrafo del artículo 162,
primer párrafo y fracción segunda del artículo 163, primer
párrafo del artículo 164, primer párrafo y fracciones II y III
del artículo 165, artículo 166, artículo 167, primer y se-
gundo párrafo del artículo 168, artículo 169, artículo 170,
artículo 171, primer párrafo e inciso a y último párrafo del
artículo 172, artículo 173, artículo 176, artículo 177, pri-
mer párrafo de artículo 178, las fracciones I II y III del ar-
tículo 18, artículo 183, primer y segundo párrafo del ar-
tículo 184, segundo párrafo del artículo 185, artículo 186,
artículo 187, segundo párrafo del artículo 192, artículo
193, primer párrafo del artículo 194, primer párrafo del ar-
tículo 198, último párrafo del artículo 201 y el artículo 227;
Se adicionan una fracción VII al artículo 1, un párrafo ter-
cero al artículo noveno recorriéndose el actual tercero al
cuarto y el cuarto al quinto, un segundo y tercer párrafo al
artículo 142, los artículos 142 Bis, 142- Bis-1, 142- Bis-2,
143- Bis, 143-Bis 1, 143 Bis 2, 144 Bis , 144 Bis 1,144 Bis
2, 146 Bis, 156 Bis, 156 Bis 1, 156 Bis 2, 157 Bis, un se-
gundo párrafo al artículo 160, los artículos 614 Bis, 164



Bis 1, 164 Bis 2, 170 Bis, una fracción IV al artículo 165,
el capítulo XV, “De las sociedades simplificadas”; una
fracción I al artículo 198 recorriendo las subsecuentes frac-
ciones de la II a la VI. Se derogan la fracción V del ar-
tículo 91, el artículo 153, el tercer párrafo del artículo 168
y el artículo 197, todos estos de la Ley General de Socie-
dades Mercantiles.

Artículo 1o. …

I. a V. …

VI. Sociedad cooperativa; y

VII. Sociedad anónima simplificada.

Artículo 6o. …

I. a III. …

IV. Su duración.

V. a VIII. …

IX. El nombramiento del administrador único y de los
miembros del consejo de administración;

X. a XIII. …
…

Artículo 9o. …

La reducción del capital social, en la parte fija, efectuada
mediante reembolso a los socios o liberación concedida a
éstos de exhibiciones no realizadas, se publicará en el sis-
tema electrónico establecido por la Secretaría de Econo-
mía.

La anterior publicación no será necesaria en caso de
que la reducción se haga en la parte variable del capital
de sociedades mercantiles que estén constituidas o ha-
yan adoptado la modalidad de capital variable.

Los acreedores de la sociedad, separada o conjuntamente,
podrán oponerse ante la autoridad judicial a dicha reduc-
ción, desde el día en que se haya tomado la decisión por la
sociedad, hasta cinco diez días después de la publicación
señalada en el segundo párrafo del presente artículo.

…

Artículo 91. …

I. a IV. …

V. (Se deroga)

VI. y VII. …

a) a c) …

1. y 2. …

3. Limiten o amplíen el reparto de utilidades u
otros derechos económicos, en excepción a lo dis-
puesto en el artículo 17 de esta ley.

…

d) a f) …

Artículo 92. Cuando la sociedad anónima haya de consti-
tuirse por suscripción pública, los fundadores redactarán y
depositarán en el Registro Público de Comercio un progra-
ma que deberá contener el proyecto de los estatutos, con
los requisitos del artículo 6o., excepción hecha de los esta-
blecidos por las fracciones I y VI, primer párrafo, y con los
del artículo 91.

Artículo 142. La administración de la sociedad anónima
estará a cargo de un consejo de administración y de un
director general. El consejo de administración será res-
ponsable de establecer las estrategias generales de los
negocios de la sociedad, así como la supervisión, vigi-
lancia y aprobación de la gestión de la sociedad y el de-
sempeño del director general.

Para el desempeño de su función de vigilancia, el con-
sejo de administración podrá optar por crear un comi-
té de auditoría.

La gestión, conducción y ejecución diaria de los nego-
cios de la sociedad serán responsabilidad del director
general, sujetándose este último, a las estrategias, polí-
ticas y lineamientos que sean aprobados por el consejo
de administración.

Artículo 142-Bis. El consejo de administración se inte-
grará con un mínimo de tres y un máximo de quince
consejeros. Para la integración del consejo de adminis-
tración necesariamente se deberán nombrar consejeros
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independientes, de los cuales, cuando menos, el veinti-
cinco por ciento deberán ser independientes. Cuando la
sociedad opte por integrar un comité de auditoría, éste
deberá necesariamente estar integrado por mayoría de
consejeros independientes seleccionados por el propio
consejo, a propuesta del presidente de dicho órgano so-
cial.

Por cada consejero propietario podrá designarse un
consejero suplente. Los consejeros suplentes de los con-
sejeros propietarios independientes, deberán tener la
misma calidad de independientes.

Artículo 142-Bis-1. Para efectos de esta ley, se entende-
rá por consejeros independientes a las personas selec-
cionadas por su experiencia, capacidad y prestigio pro-
fesional, que estén libres de conflictos de interés y que
no se encuentren al momento de su designación bajo
cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Ser o haber sido director general, directivo o eje-
cutivo con injerencia en las operaciones de la socie-
dad o de las personas morales que integren el grupo
empresarial o consorcio a que aquélla pertenezca, así
como los comisarios de estas últimas. La referida li-
mitación será aplicable a las personas físicas que hu-
bieren ocupado dichos cargos durante los doce meses
inmediatos anteriores a la fecha de designación.

II. Las personas físicas que tengan influencia signifi-
cativa o poder de mando en la sociedad o en alguna de
las personas morales que integran el grupo empresa-
rial o consorcio al que dicha sociedad pertenezca.

III. Los accionistas que sean parte del grupo de per-
sonas que mantenga el control de la sociedad.

IV. Los clientes, prestadores de servicios, proveedo-
res, deudores, acreedores, socios, consejeros o emple-
ados de una persona moral que sea cliente, prestador
de servicios, proveedor, deudor o acreedor impor-
tante.

V. Los directivos o miembros del patronato, órganos
de administración o sus equivalentes de una funda-
ción, universidad, asociación civil o sociedad civil
que reciban donativos importantes de la sociedad.

VI. Las que tengan parentesco por consanguinidad,
afinidad o civil hasta el cuarto grado, así como los

cónyuges, la concubina y el concubinario, de cual-
quiera de las personas físicas referidas en las frac-
ciones I a IV de este artículo.

Artículo 142-Bis-2. Para efectos de esta ley debe enten-
derse por

a) Control: la capacidad de una persona o grupo de
personas, de llevar a cabo cualquiera de los actos si-
guientes:

i. Imponer, directa o indirectamente, decisiones en
las asambleas generales de accionistas, de socios u
órganos equivalentes, o nombrar o destituir a la ma-
yoría de los consejeros, o sus equivalentes, de una
persona moral.

ii. Mantener la titularidad de derechos que permi-
tan, directa o indirectamente, ejercer el voto respec-
to de más del cincuenta por ciento del capital social
de una persona moral.

iii. Dirigir, directa o indirectamente, la administra-
ción, la estrategia o las principales políticas de una
persona moral, ya sea a través de la propiedad de va-
lores, por contrato o de cualquier otra forma.

b) Consorcio: el conjunto de personas morales vin-
culadas entre sí por una o más personas físicas que
integrando un grupo de personas, tengan el control
de las primeras.

c) Directivos relevantes: el director general de la so-
ciedad y así como las personas físicas que ocupando
un empleo, cargo o comisión en ésta o en las perso-
nas morales que controle dicha sociedad o que la
controlen, adopten decisiones que trasciendan de
forma significativa en la situación administrativa,
financiera, operacional o jurídica de la propia so-
ciedad o del grupo empresarial al que ésta perte-
nezca.

d) Grupo empresarial: El conjunto de personas mo-
rales organizadas bajo esquemas de participación
directa o indirecta del capital social, en las que una
misma sociedad mantiene el control de dichas perso-
nas morales.

e) Influencia significativa: la titularidad de derechos
que permitan, directa o indirectamente, ejercer el



voto respecto de cuando menos el veinte por ciento
del capital social de una persona moral.

f) Poder de mando: la capacidad de hecho de influir
de manera decisiva en los acuerdos adoptados en las
asambleas de accionistas o sesiones del consejo de
administración o en la gestión, conducción y ejecu-
ción de los negocios de una emisora o personas mo-
rales que ésta controle o en las que tenga una in-
fluencia significativa. Se presume que tienen poder
de mando en una persona moral, salvo prueba en
contrario, las personas que se ubiquen en cualquiera
de los supuestos siguientes:

i. Los accionistas que tengan el control.

ii. Los individuos que tengan vínculos con una socie-
dad o con las personas morales que integran el gru-
po empresarial o consorcio al que aquélla pertenez-
ca, a través de cargos vitalicios, honoríficos o con
cualquier otro título análogo o semejante a los ante-
riores.

iii. Las personas que hayan transmitido el control de
la persona moral bajo cualquier título y de manera
gratuita o a un valor inferior al de mercado o conta-
ble, en favor de individuos con los que tengan paren-
tesco por consanguinidad, afinidad o civil hasta el
cuarto grado, el cónyuge, la concubina o el concubi-
nario.

iv. Quienes instruyan a consejeros o directivos rele-
vantes de la persona moral, la toma de decisiones o
la ejecución de operaciones en una sociedad o en las
personas morales que ésta controle.

g) En relación con las fracciones IV y V del artículo
142-Bis

i. Se considera que es un cliente, prestador de servi-
cios o proveedor importante, cuando las ventas de la
sociedad representen más de diez por ciento de las
ventas totales del cliente, del prestador de servicios o
del proveedor, durante los doce meses anteriores a la
fecha del nombramiento.

ii. Asimismo, se considera que un deudor o acreedor
es importante, cuando el importe del crédito es ma-
yor de quince por ciento de los activos de la propia
sociedad o de su contraparte.

iii. Se consideran donativos importantes los que re-
presenten más de 15 por ciento de los donativos reci-
bidos por la institución.

Artículo 143. El presidente del consejo será nombrado
por la asamblea de accionistas de la sociedad.

Para que el consejo de administración funcione legal-
mente deberá asistir, por lo menos, la mitad de sus
miembros, y sus resoluciones serán válidas cuando sean
tomadas por la mayoría de los presentes. En caso de
empate, el presidente del consejo decidirá con voto de
calidad.

En los estatutos se podrá prever que las resoluciones to-
madas fuera de sesión de consejo, por unanimidad de
sus miembros tendrán, para todos los efectos legales, la
misma validez como si hubieren sido adoptadas en se-
sión de consejo, siempre que se confirmen por escrito.

Igualmente se podrá prever en los estatutos la posibili-
dad de que el consejo de administración sesione válida-
mente por teleconferencia o cualquier otro medio que
acredite la participación, interacción e intercomunica-
ción entre los miembros del consejo siempre que sus re-
soluciones se confirmen por escrito mediante firma au-
tógrafa por todos los asistentes.

Artículo 143-Bis. La sociedad deberá proporcionar a
cada consejero la información necesaria, respecto a las
obligaciones, responsabilidades, deberes y facultades
que implica ser miembro del consejo de administración
de la sociedad.

Artículo 143-Bis-1. Los consejeros independientes que
durante su encargo dejen de tener tal característica o
porque tengan algún conflicto de interés o su lealtad se
vea comprometida, deberán hacerlo del conocimiento
del consejo de administración a más tardar en la si-
guiente sesión de dicho órgano.

Artículo 143-Bis-2. El informe anual presentado por el
consejo de administración deberá indicar quiénes son
los consejeros independientes y describir su perfil pro-
fesional a la fecha del informe.

Artículo 144. Cuando el número de los miembros del con-
sejo de administración sean tres o más, el contrato social
determinará los derechos que correspondan a la minoría en
la designación, pero en todo caso la minoría que represen-
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te veinte por ciento del capital social nombrará cuando me-
nos un consejero. Este porcentaje será de diez por ciento,
cuando se trate de las sociedades que tengan inscritas sus
acciones en la bolsa de valores.

Artículo 144-Bis. El consejo de administración designa-
rá a un secretario que no formará parte de dicho órga-
no social, quien quedará sujeto a las obligaciones y res-
ponsabilidades que este ordenamiento establece.

Artículo 144-Bis-1. El consejo de administración debe-
rá reunirse cuando menos trimestralmente o con mayor
periodicidad si las condiciones de la empresa lo requie-
ren.

Artículo 144-Bis-2. El consejo de administración debe-
rá cumplir las siguientes funciones:

I. Establecer las estrategias generales para la con-
ducción del negocio de la sociedad.

II. Vigilar y, en su caso, aprobar la gestión y conduc-
ción de la sociedad y el desempeño del director gene-
ral.

III. Aprobar lo siguiente:

a) Las operaciones, cada una en lo individual, con
personas relacionadas, que pretenda celebrar la
sociedad o las personas morales que ésta contro-
le.

b) El nombramiento, elección y, en su caso, desti-
tución del director general de la sociedad y su re-
tribución integral, así como las políticas para la
designación.

c) Los lineamientos en materia de control interno
y auditoría interna de la sociedad y de las perso-
nas morales que ésta controle.

d) Las políticas contables de la sociedad.

e) Los estados financieros de la sociedad.

f) La contratación de la persona moral que pro-
porcione los servicios de auditoría externa y, en
su caso, de servicios adicionales o complementa-
rios a los de auditoría externa.

IV. Presentar a la asamblea general de accionistas
que se celebre con motivo del cierre del ejercicio so-
cial:

a) El informe que el director general elabore con-
forme a lo señalado en el artículo 146, fracción
VII, de esta ley, acompañado del dictamen del au-
ditor externo.

b) La opinión del consejo de administración, so-
bre el contenido del informe del director general
a que se refiere el inciso anterior.

c) El informe sobre las actividades o en su caso,
las operaciones en las que hubiere intervenido
conforme a lo previsto en esta ley.

V. Dar seguimiento a los principales riesgos a los que
está expuesta la sociedad, identificados con base en
la información presentada, por la dirección general.

VI. Determinar las acciones que correspondan a fin
de subsanar las irregularidades que sean de su cono-
cimiento e implantar las medidas correctivas corres-
pondientes.

VII. Asegurar el manejo transparente de la adminis-
tración de la sociedad, así como la emisión responsa-
ble y detallada de su información.

VIII. Promover que la sociedad cuente con un códi-
go de ética de negocios, que incluya el mecanismo de
denuncias por incumplimientos al mismo.

IX. Asegurarse que la sociedad cuente con los meca-
nismos necesarios que permitan comprobar que
cumple con las diferentes disposiciones legales que le
son aplicables.

X. Aprobar los criterios y lineamientos para la con-
ducción honesta y responsable de los negocios de la
sociedad.

XI. Tomar las acciones necesarias para prevenir ope-
raciones ilícitas y evitar conflictos de interés.

XII. Dar cumplimiento a los acuerdos de la asamblea
de accionistas.



XIII. Las demás que esta ley establezca o se prevean
en los estatutos sociales de la sociedad, acordes con el
presente ordenamiento.

El consejo de administración será responsable de vigi-
lar el cumplimiento de los acuerdos de las asambleas de
accionistas, lo cual podrá llevar a cabo a través del co-
mité que ejerza las funciones de auditoría a que se re-
fiere esta ley.

Artículo 145. La asamblea general de accionistas o el con-
sejo de administración podrán nombrar a un director ge-
neral que deberá cumplir con las funciones que prevé
esta ley. Además, cualquiera de dichos órganos sociales
podrá nombrar a los demás funcionarios de la sociedad.
Los nombramientos del director general y demás funcio-
narios de la sociedad serán revocables en cualquier
tiempo por el consejo de administración o por la asam-
blea general de accionistas.

Artículo 146. Las funciones de gestión, conducción y
ejecución de los negocios de la sociedad, serán respon-
sabilidad del director general, conforme a lo estableci-
do en este artículo, sujetándose para ello a las estrate-
gias, políticas y lineamientos aprobados por el consejo
de administración.

El director general tendrá las facultades que expresa-
mente se les confieran para los actos que ejecuten y go-
zarán, dentro de la órbita de las atribuciones que se le
hayan asignado, de las más amplias facultades de re-
presentación y ejecución.

Para el ejercicio de todos los poderes generales y espe-
ciales deberá ajustarse a las políticas establecidas por el
propio consejo de administración.

El director general, sin perjuicio de lo señalado con an-
terioridad, deberá

I. Someter a la aprobación del consejo de adminis-
tración las estrategias de negocio de la sociedad y, en
su caso, de las personas morales que ésta controle,
con base en la información que estas últimas le pro-
porcionen.

II. Dar cumplimiento a los acuerdos de las asamble-
as de accionistas y del consejo de administración,
conforme a las instrucciones que, en su caso, dicte la
propia asamblea o el referido consejo.

III. Dar cumplimiento a los requisitos legales y esta-
tutarios establecidos respecto a los dividendos que se
paguen a los accionistas.

IV. Asegurar que se mantengan los sistemas de con-
tabilidad, registro, archivo o e información de la so-
ciedad.

V. Establecer mecanismos y controles internos que
permitan verificar que los actos y operaciones de la
sociedad, se hayan ajustado a la normativa aplicable.

VI. Ejercer las acciones de responsabilidad a que es-
ta ley se refiere, en contra de personas relacionadas
o terceros que presumiblemente hubieren ocasiona-
do un daño a la sociedad, salvo que por determina-
ción del consejo de administración de la sociedad y,
en su caso, previa opinión del comité encargado de
las funciones de auditoría, el daño causado no sea re-
levante.

VII. Rendir un informe en cada una de las sesiones
del consejo de administración referente a la situación
que guarden los riesgos identificados en la operación
de la sociedad.

VIII. Las demás que esta ley establezca o se prevean
en los estatutos sociales de la sociedad, acordes con
las funciones que el presente ordenamiento legal le
asigna.

Artículo 146-Bis. El director general, para el ejercicio
de sus funciones y actividades, así como para el debido
cumplimiento de las obligaciones que ésta u otras leyes
le establecen, se auxiliará de los directivos relevantes
designados para tal efecto y de cualquier empleado de
la sociedad o de las personas morales que ésta controle.

Los directivos relevantes, designados por el consejo de
administración, tendrán las facultades que expresa-
mente se les confieran; no necesitarán de autorización
especial del consejo de administración para los actos
que ejecuten y gozarán, dentro de la órbita de las atri-
buciones que se les hayan asignado, de las más amplias
facultades de representación y ejecución.

Artículo 147. Los cargos de consejero y de director ge-
neral son personales y no podrán desempeñarse por medio
de representante.
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Artículo 149. Salvo que los estatutos dispongan lo con-
trario, el consejo de administración y el director gene-
ral, podrán conferir poderes en nombre de la sociedad,
los cuales serán revocables en cualquier tiempo.

Artículo 150. La delegación de facultades y los poderes
otorgados por el consejo de administración y por el di-
rector general no restringen sus facultades.

La delegación de facultades y los poderes otorgados por
el consejo de administración y por el director general
no se extinguirán hasta en tanto no hayan sido revoca-
dos, siguiendo las formalidades correspondientes.

Artículo 151. No podrán ser consejeros, director gene-
ral o directivos relevantes de la sociedad, los que con-
forme a la ley estén inhabilitados para ejercer el co-
mercio.

Artículo 152. Los estatutos o la asamblea general de accio-
nistas, podrán establecer la obligación para los consejeros,
el director general y directivos relevantes de la sociedad
de prestar garantía para asegurar las responsabilidades que
pudieran contraer en el desempeño de sus encargos.

Artículo 153. (Se deroga)

Artículo 154. Los consejeros continuarán en el desempe-
ño de sus funciones aun cuando hubiere concluido el plazo
para el que hayan sido designados. En el evento de que un
consejero renuncie a su cargo continuará en funciones
hasta por un plazo de treinta días naturales solo si falta
la designación del sustituto o cuando éste no tome pose-
sión de su cargo dentro de dicho periodo.

Artículo 155. El consejo de administración podrá desig-
nar consejeros provisionales, sin intervención de la
asamblea de accionistas, cuando alguno de ellos renun-
cie a su cargo, o se revoque un número tal de consejeros
que los restantes no reúnan el quórum estatutario. La
asamblea de accionistas de la sociedad ratificará dichos
nombramientos o designará a los consejeros sustitutos
en la reunión siguiente a que ocurra tal evento.

En los casos de falta de algún consejero ocasionada por
muerte, impedimento u otra causa se observarán las re-
glas señaladas en el artículo 155.

Artículo 156. El consejero que en cualquiera operación
tenga un interés opuesto al de la sociedad, deberá manifes-

tarlo a los demás consejeros y abstenerse de toda delibera-
ción y resolución. El consejero que contravenga esta dis-
posición, será responsable de los daños y perjuicios que se
causen a la sociedad.

Artículo 156-Bis. Para efectos de esta ley se establecen
dos tipos de deberes fiduciarios: deber de lealtad y de-
ber de diligencia.

I. Se entiende por deber de lealtad la obligación de
los miembros del consejo de administración, del di-
rector general y de los directores relevantes, de bus-
car maximizar la riqueza de todos los accionistas por
igual e incluyendo a los accionistas minoritarios. De
esta forma, las decisiones que se tomen dentro de
una sociedad deben realizarse en el mejor interés de
la sociedad.

II. Se entiende por deber de diligencia la obligación
de los miembros del consejo de administración, del
director general, y de los directores relevantes de ac-
tuar con cuidado y de manera prudente en el proce-
so de toma de decisiones, actuando siempre de buena
fe y en el mejor interés de la sociedad y de las socie-
dades que ésta controle.

Artículo 156-Bis-1. Para el mejor cumplimiento de los
deberes fiduciarios y responsabilidades previstas en el
artículo 156-Bis-2, se deberá atender a lo siguiente:

I. Comunicar al presidente y a los demás miembros
del consejo de administración cualquier situación en
la que exista o pueda derivarse en un conflicto de in-
terés, absteniéndose de participar en la deliberación
correspondiente.

II. Utilizar los activos o servicios de la sociedad sola-
mente para el cumplimiento del objeto social y en de-
sempeño de sus funciones.

III. Mantener absoluta confidencialidad sobre toda
la información que reciban con motivo del desempe-
ño de sus funciones y, en especial, sobre su propia
participación y la de otros consejeros, en las delibe-
raciones que se lleven a cabo en las sesiones del con-
sejo de administración.

IV. Los consejeros propietarios y, en su caso, sus res-
pectivos suplentes, deberán mantenerse mutuamente



informados acerca de los asuntos tratados en las se-
siones del consejo de administración a que asistan.

V. Apoyar al consejo de administración con opinio-
nes y recomendaciones que se deriven del análisis del
desempeño de la sociedad, con objeto de que las de-
cisiones que adopte se encuentren debidamente sus-
tentadas.

Artículo 156-Bis-2. La responsabilidad que derive de
los actos de los consejeros de la sociedad será exclusiva-
mente en favor de esta última, o de la sociedad o socie-
dades que ésta controle que sufra el daño patrimonial.

La acción de responsabilidad podrá ser ejercida

I. Por la sociedad perjudicada; o

II. Por los accionistas de la sociedad que, en lo indi-
vidual o en su conjunto, representen quince por cien-
to o más del capital social de la sociedad.

En todo caso, la acción de responsabilidad deberá com-
prender el monto total de las responsabilidades en fa-
vor de la sociedad o de la sociedad o sociedades que és-
ta controle.

Las acciones que tengan por objeto exigir responsabili-
dad en términos de este artículo, prescribirán en cinco
años contados a partir del día en que se hubiere reali-
zado el acto o hecho que haya causado el daño patri-
monial correspondiente.

Artículo 157. Los consejeros tendrán la responsabilidad
inherente a su mandato y la derivada de las obligaciones
que la ley y los estatutos les imponen. Dichos consejeros
deberán guardar confidencialidad respecto de la informa-
ción y los asuntos que tengan conocimiento con motivo de
su cargo en la sociedad, cuando dicha información o asun-
tos no sean de carácter público, excepto en los casos en que
la información sea solicitada por autoridades judiciales o
administrativas. Dicha obligación de confidencialidad esta-
rá vigente durante el tiempo de su encargo y hasta un año
posterior a la terminación del mismo.

Artículo 157-Bis. Los miembros del consejo de admi-
nistración no incurrirán, individualmente o en su con-
junto, en responsabilidad por los daños o perjuicios que
ocasionen a la sociedad o a las personas morales que és-
ta controle, derivados de los actos que ejecuten o las de-

cisiones que adopten, cuando actuando de buena fe, se
actualice cualquiera de las excluyentes de responsabili-
dad siguientes:

I. Hayan manifestado su inconformidad en el mo-
mento de la deliberación y resolución del acto de que
se trate y quien este presidiendo la reunión del con-
sejo deberá asegurarse que haya quedado asentada
la inconformidad en el acta respectiva de la sesión.

II. Tomen decisiones o voten en las sesiones del con-
sejo de administración o, comité a que pertenezcan,
con base en información proporcionada por el direc-
tor general, directivos relevantes, y en su caso, la
persona moral que brinde los servicios de auditoría
externa, o los expertos independientes, cuya capaci-
dad y credibilidad no ofrezcan motivo de duda razo-
nable.

III. Actúen en cumplimiento de los acuerdos de la
asamblea de accionistas, siempre y cuando éstos no
sean violatorios de la ley.

Artículo 158. Los miembros del consejo de administra-
ción son solidariamente responsables para con la sociedad:

I. a IV. …

Artículo 159. No será responsable el consejero que estan-
do exento de culpa, haya manifestado su inconformidad en
el momento de la deliberación y resolución del acto de que
se trate.

Artículo 160. Los consejeros serán solidariamente res-
ponsables con los que les hayan precedido en el cargo, por
las irregularidades en que éstos hubieren incurrido, si, co-
nociéndolas, no las denunciaren por escrito al presidente
del consejo de administración. Asimismo, dichos conse-
jeros estarán obligados a informar al presidente del
consejo de administración de todas las irregularidades
que durante el ejercicio de su cargo, tengan conoci-
miento y que se relacionen con la sociedad.

Cada consejero deberá informarse respecto a las obli-
gaciones, responsabilidades, deberes fiduciarios y facul-
tades que le corresponden como miembro del consejo
de administración de la sociedad.

Artículo 161. La responsabilidad de los consejeros sólo
podrá ser exigida por acuerdo de la asamblea general de ac-
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cionistas, la que designará la persona que haya de ejercitar
la acción correspondiente, salvo lo dispuesto en el artículo
163.

Artículo 162. Los consejeros removidos por causa de res-
ponsabilidad sólo podrán ser nombrados nuevamente en el
caso de que la autoridad judicial declare infundada la ac-
ción ejercitada en su contra.

Los consejeros cesarán en el desempeño de su encargo in-
mediatamente que la asamblea general de accionistas pro-
nuncie resolución en el sentido de que se les exija la res-
ponsabilidad en que hayan incurrido.

Artículo 163. Los accionistas que representen quince por
ciento del capital social, por lo menos, incluso limitado o
restringido, o sin derecho a voto, podrán ejercitar direc-
tamente la acción de responsabilidad civil contra el conse-
jo de administración, siempre que se satisfagan los requi-
sitos siguientes:

I. …

II. Que, en su caso, los actores no hayan aprobado la re-
solución tomada por la asamblea general de accionistas
sobre no haber lugar a proceder contra los consejeros
demandados.

…

Artículo 164. La vigilancia de la sociedad anónima estará
a cargo del consejo de administración o del comité de
auditoría que para tal efecto se haya creado, cuyos in-
tegrantes pueden ser socios o personas externas a la so-
ciedad, en términos de lo señalado del artículo 142 Bis,
según se establezca en los estatutos sociales y por el
acuerdo de la asamblea de accionistas.

Artículo 164-Bis. El presidente del comité de auditoría
será designado o removido de su cargo exclusivamente
por la asamblea general de accionistas.

Artículo 164-Bis-1. Los miembros del comité de audito-
ría serán designados o removidos de su cargo exclusi-
vamente por el consejo de administración.

Artículo 164-Bis 2. Los miembros del comité de audito-
ría deberán tener los conocimientos y experiencia pro-
fesionales que les permitan desempeñar sus cargos.

Artículo 165. No podrán ser miembros del comité de au-
ditoría

I. …

II. Los directivos relevantes y demás empleados de la
sociedad de las sociedades que sean accionistas de la
sociedad en cuestión en más de un veinticinco por cien-
to del capital social, ni de aquellas sociedades que con-
trole la sociedad.

III. Los parientes consanguíneos de los Administrado-
res miembros del consejo, en línea recta sin limitación
de grado, los colaterales dentro del cuarto y los afines
dentro del segundo.

IV. El auditor externo de la sociedad.

Artículo 166. Son facultades y obligaciones del comité de
auditoría, en apoyo del consejo de administración

I. Someter a consideración del consejo de adminis-
tración las políticas y los criterios contables utiliza-
dos para la elaboración de la información financiera
de la sociedad;

II. Someter a la aprobación del consejo los linea-
mientos generales de control interno, y en su caso,
del área de auditoría interna;

III. Recomendar al consejo de administración cuan-
do se requiera los candidatos para realizar la audito-
ría externa de la sociedad, las condiciones de contra-
tación y el alcance de los trabajos profesionales, y
supervisar el cumplimiento de los mismos;

IV. Revisar el programa de trabajo, las cartas de ob-
servaciones y los reportes de auditoría externa e in-
terna en su caso, e informar al consejo de adminis-
tración sobre los resultados;

V. Exigir al auditor externo y en su caso al auditor in-
terno, que evalúen conforme a su programa de tra-
bajo, la efectividad del control interno así como la
calidad y transparencia del proceso de información
financiera;

VI. Evaluar los mecanismos que permitan la identi-
ficación, análisis, administración y control de los
riesgos a que está sujeta la sociedad;



VII. Coordinar las labores del auditor externo e in-
terno, en su caso;

VIII. Analizar y evaluar las operaciones con partes
relacionadas, para recomendar su aprobación al
consejo de administración;

IX. Verificar que cuente con los mecanismos necesa-
rios que permitan asegurar que la sociedad cumple
con las diferentes disposiciones legales que le son
aplicables;

X. Elaborar una opinión sobre el contenido del in-
forme del director general a que se refiere el artícu-
lo 172 de esta ley y que se someterá a la considera-
ción del consejo de administración para su posterior
presentación a la asamblea de accionistas;

XI. Vigilar que el director general dé cumplimiento a
los acuerdos de la asamblea de accionistas y del con-
sejo de administración de la sociedad, conforme a las
instrucciones que en su caso, dicte la propia asam-
blea o el referido consejo;

XII. Elaborar una opinión a la que se refiere el ar-
tículo 172 y presentarla a la consideración de la
asamblea de accionistas, apoyándose entre otros ele-
mentos en el dictamen del auditor externo. Dicha
opinión deberá señalar por lo menos

1. Si las políticas y criterios contables y de infor-
mación seguidas por la sociedad son adecuados y
suficientes tomando en consideración las circuns-
tancias particulares de la misma.

2. Si dichas políticas y criterios han sido aplica-
dos consistentemente en la información presenta-
da por el director general.

3. Si como consecuencia de los numerales 1 y 2
anteriores, la información presentada por el di-
rector general refleja en forma razonable la si-
tuación financiera y los resultados de la sociedad.

XIII. Recibir observaciones formuladas por accio-
nistas, consejeros, directivos relevantes, empleados y,
en general, de cualquier tercero;

XIV. Verificar el cumplimiento del código de ética de
negocios de la sociedad, que incluya el mecanismo de

denuncias por incumplimientos al mismo y protec-
ción de informantes;

XV. Asistir a todas las sesiones del consejo de admi-
nistración, a las cuales deberán ser citados;

XVI. Asistir a las asambleas de accionistas, a las cua-
les deberán ser citados;

XVII. Informar al consejo de administración de las
irregularidades detectadas con motivo del ejercicio
de sus funciones y en su caso, de las acciones correc-
tivas adoptadas o, proponer las que deban aplicarse;
y

XVIII. En general, vigilar en cualquier tiempo las
operaciones de la sociedad.

Artículo 167. Cualquier accionista podrá denunciar por es-
crito al comité de auditoría los hechos que estime irregu-
lares en la administración, y éstos deberán mencionar las
denuncias en sus informes al consejo de administración,
quien a su vez deberá presentarlo a la asamblea general
de accionistas y formular acerca de ellas las consideracio-
nes y proposiciones que estimen pertinentes.

Artículo 168. Cuando por cualquier causa faltare algún
integrante del comité de auditoría, el consejo de admi-
nistración deberá nombrarlo y en caso de imposibilidad
de designarlo deberá convocar a asamblea.

Cualquier accionista, podrá solicitar al presidente del
consejo de administración convocar en el término de
tres días naturales, a asamblea general de accionistas
para que ésta haga la designación correspondiente. Si
no se hiciera la convocatoria en el plazo señalado, cual-
quier accionista podrá ocurrir a la autoridad judicial
del domicilio de la sociedad, para que ésta haga la con-
vocatoria. En el caso de que no se reuniera la asamblea
o de que reunida no se hiciera la designación, la autori-
dad judicial del domicilio de la sociedad, a solicitud y
propuesta de cualquier accionista, nombrará a los
miembros del comité de auditoría que correspondan,
quienes funcionarán hasta que sesione el consejo de ad-
ministración y quien hará el nombramiento definitivo.

Se deroga.

Artículo 169. Los miembros del comité de auditoría se-
rán individualmente responsables para con la sociedad por
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el cumplimiento de las obligaciones que la ley y los estatu-
tos les imponen. Podrán, sin embargo, auxiliarse y apoyar-
se en el trabajo de personal que actúe bajo su dirección y
dependencia o en los servicios de técnicos o profesionistas
independientes cuya contratación y designación dependa
del comité de auditoría.

Artículo 170. Los miembros del consejo de administra-
ción y los integrantes del comité de auditoría, que en
cualquiera operación tuvieren un interés opuesto al de la
sociedad, deberán abstenerse de toda intervención, bajo la
sanción establecida en el artículo 156-Bis 2.

Al efecto, los miembros del comité de auditoría deberán
notificar por escrito al consejo de administración, dentro de
un plazo que no deberá exceder de quince días naturales
contados a partir de que tomen conocimiento de la opera-
ción correspondiente, los términos y condiciones de la ope-
ración de que se trate, así como cualquier información re-
lacionada con la naturaleza y el beneficio que obtendrían
las partes involucradas en la misma.

Artículo 170-Bis. Cuando la función de vigilancia de la
sociedad sea llevada a cabo a través de un comité de au-
ditoría nombrado por el consejo de administración con-
forme a lo dispuesto en el artículo 164 de esta ley, dicho
comité tendrá, además de las señaladas en el artículo
166 del propio ordenamiento, las siguientes atribucio-
nes:

I. Dar opinión al consejo de administración sobre los
asuntos que éste le requiera en el desarrollo de su
función de vigilancia.

II. Evaluar el desempeño del auditor externo, así co-
mo analizar el dictamen, opiniones, reportes o infor-
mes que elabore y suscriba el auditor externo. Para
tal efecto, el comité podrá requerir la presencia del
citado auditor cuando lo estime conveniente.

III. Investigar los posibles incumplimientos de los
que tenga conocimiento relacionados con el sistema
de control interno y auditoría interna y registro con-
table, ya sea de la propia sociedad o de las personas
morales que ésta controle, para lo cual deberá reali-
zar un examen de la documentación, registros y de-
más evidencias comprobatorias, en el grado y exten-
sión que sean necesarios para efectuar dicha
vigilancia.

IV. Vigilar que se establezcan mecanismos y contro-
les internos que permitan verificar que los actos y
operaciones de la sociedad y de las sociedades que és-
ta controle, se apeguen a la normativa aplicable.

V. Las demás que esta ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales de la sociedad, acordes con las
funciones que el presente ordenamiento legal le asig-
na.

Artículo 171. Son aplicables a los miembros del comité
de auditoría las disposiciones contenidas en los artículos
144, 147, 151, 152, 154, 157, 160, 161, 162 y 163.

Sección Quinta
De la Información Financiera

Artículo 172. El director general presentará anualmen-
te al consejo de administración, quien a su vez lo pre-
sentará a la asamblea de accionistas, un informe que in-
cluya por lo menos

A) Un informe sobre la marcha de la sociedad en el
ejercicio, sobre las políticas seguidas, sobre las prin-
cipales actividades que haya realizado y sobre los
principales proyectos existentes.

B) a G) …

A la información anterior se agregará el informe del audi-
tor externo.

Artículo 173. El informe del que habla el enunciado gene-
ral del artículo anterior, deberá quedar terminado y poner-
se a disposición de los accionistas por lo menos quince dí-
as antes de la fecha de la asamblea que haya de discutirlo.
Los accionistas tendrán derecho a que se les entregue una
copia del informe correspondiente.

Artículo 176. La falta de presentación oportuna del infor-
me a que se refiere el enunciado general del artículo 172,
será motivo para que la asamblea general de accionistas
acuerde la remoción director general, sin perjuicio de que
se les exijan las responsabilidades en que hubieren incurri-
do.

Artículo 177. Quince días después de la fecha en que la
asamblea general de accionistas haya aprobado el informe
a que se refiere el enunciado general del artículo 172, los
accionistas podrán solicitar que se publiquen en el sistema



electrónico establecido por la Secretaría de Economía los
estados financieros, junto con sus notas y el informe del
comité de auditoría.

Artículo 178. La asamblea general de accionistas es el ór-
gano supremo de la sociedad; podrá acordar y ratificar to-
dos los actos y operaciones de ésta y sus resoluciones se-
rán cumplidas por la persona que ella misma designe, o a
falta de designación, por el consejo de administración.

…

Artículo 181. …

I. Discutir, aprobar o modificar el informe del consejo
de administración, tomando en cuenta el informe del
comité de auditoría, y tomar las medidas que juzgue
oportunas.

II. En su caso, nombrar a los miembros del consejo de
administración y al presidente del comité de audito-
ría;

III. Determinar los emolumentos correspondientes a los
miembros del consejo de administración y a los inte-
grantes del comité de auditoría, cuando no hayan sido
fijados en los estatutos.

Artículo 183. La convocatoria para las asambleas deberá
hacerse por el presidente del consejo de administración,
el secretario cuando se haya designado, o por el presi-
dente del comité de auditoría, salvo lo dispuesto en los
artículos 168, 184 y 185.

Artículo 184. Los accionistas que representen por lo me-
nos veinticinco por ciento por ciento del capital social,
podrán pedir por escrito, en cualquier tiempo, al presiden-
te del consejo de administración, comisario, comisarios
o al presidente del comité de auditoría que se convoque
a una asamblea general de accionistas, para tratar de los
asuntos que indiquen en su petición.

Si el presidente del consejo de administración, o el pre-
sidente del comité de auditoría, se rehusaren a hacer la
convocatoria, o no lo hicieren dentro del término de quin-
ce días desde que hayan recibido la solicitud, la convoca-
toria podrá ser hecha por la autoridad judicial del domici-
lio de la sociedad, a solicitud de quienes representen
cuando menos veinticinco por ciento del capital social.

Artículo 185. …

I. y II. …

Si el presidente del consejo de administración o el
presidente del comité de auditoría se rehusaren a ha-
cer la convocatoria, o no la hicieren dentro del término
de quince días desde que hayan recibido la solicitud, és-
ta se formulará ante el juez competente para que haga la
convocatoria, previo traslado de la petición al presiden-
te del consejo de administración o al presidente del
comité de auditoría. El punto se decidirá siguiéndose
la tramitación establecida para los incidentes de los jui-
cios mercantiles.

Artículo 186. La convocatoria para las asambleas genera-
les deberá hacerse por medio de la publicación de un aviso
en el sistema electrónico establecido por la Secretaría de
Economía o en el periódico de mayor circulación del do-
micilio de la sociedad, con la anticipación que fijen los es-
tatutos, o en su defecto, quince días antes de la fecha seña-
lada para la reunión. Durante todo este tiempo estará a
disposición de los accionistas, en las oficinas de la socie-
dad, el informe a que se refiere el enunciado general del ar-
tículo 172.

Artículo 187. La convocatoria para las asambleas deberá
contener el orden del día y será firmada por quien lo haga.
No podrán agruparse temas diferentes bajo un mismo
punto del orden del día, ni incluirse bajo el rubro de ge-
nerales o equivalentes.

Artículo 192. …

No podrán ser mandatarios los miembros del consejo de
administración ni los miembros del comité de auditoría
de la sociedad.

Artículo 193. Salvo estipulación contraria de los estatutos,
las asambleas generales de accionistas serán presididas por
la persona designada como presidente del consejo de ad-
ministración, y a falta de este, por quien fuere designado
por los accionistas presentes en la asamblea.

Artículo 194. Las actas de las asambleas generales de ac-
cionistas se asentarán en el libro respectivo y deberán ser
firmadas por el presidente y por el secretario de la asam-
blea, así como por el presidente del comité de auditoría
que concurran. Se agregarán a las actas los documentos
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que justifiquen que las convocatorias se hicieron en los tér-
minos que esta ley establece.

…

…

Artículo 197. Se deroga.

Artículo 198. Sin perjuicio de lo que dispongan las leyes
especiales, los accionistas de las sociedades anónimas, ten-
drán derecho a convenir entre ellos:

I. Obligación de no desarrollar giros comerciales que
compitan con la sociedad, limitadas en el tiempo,
materia y cobertura geográfica, sin perjuicio de lo
establecido en otras leyes que resulten aplicables.

II. a VI. …

Artículo 201. …

I. a III. …

No podrá formularse oposición judicial contra las reso-
luciones relativas a la responsabilidad de los miembros
del consejo de administración o de los integrantes del
comité de auditoría.

Artículo 227. Las sociedades constituidas en alguna de las
formas que establecen las fracciones I a VII del artículo
1o., podrán adoptar cualquier otro tipo legal. Asimismo,
podrán transformarse en sociedad de capital variable.

Capítulo XV
De las Sociedades Anónimas Simplificadas

Sección Primera
De la Constitución y Acciones de la Sociedad

Artículo 265. Para efectos de esta ley se entiende por so-
ciedad anónima simplificada

I. La constituida por una sola persona, ya sea física o
moral;

II. La constituida por una o más personas físicas o mo-
rales como micro o pequeñas empresas, con base en la
estratificación establecida en la Ley para el Desarrollo

de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, artículo 3, fracción III; o

Igualmente se establece para el caso de que la sociedad
anónima, de conformidad con lo previsto en la presente ley,
se transforme en una sociedad anónima simplificada, debe-
rá cumplir lo previsto en la estratificación establecida en la
Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro,
Pequeña y Mediana Empresa, artículo 3, fracción III, y que
sea aplicable para la micro y pequeña empresa.

El accionista o accionistas serán responsables hasta por el
monto de sus respectivas aportaciones.

Artículo 266. La denominación se formará libremente y al
emplearse irá siempre seguida de las palabras “Sociedad
Anónima Simplificada (“SAS”)” o Sociedad Anónima
Simplificada de Capital Variable.

Artículo 267. La constitución de una sociedad anónima
simplificada deberá ser ante notario o corredor público por
medio de escritura o póliza, la cual deberá de ser inscrita en
el Registro Público de Comercio y que contendrá por lo
menos

I. El nombre, nacionalidad y domicilio de la persona fí-
sica o moral que constituya la sociedad;

II. El objeto de la sociedad;

III. Su razón social o denominación;

IV. Su duración;

V. El importe del capital social;

VI. El importe de la aportación en dinero o en otros bie-
nes que hagan el socio o socios; el valor atribuido a és-
tos y el criterio seguido para su valorización, así como
la forma y términos en que deba pagarse la parte inso-
luta de las acciones;

VII. El domicilio de la sociedad;

VIII. La manera conforme a la cual haya de adminis-
trarse la sociedad y las facultades del administrador úni-
co;

IX. El nombramiento del administrador único;



X. Los casos en que la sociedad haya de disolverse o li-
quidarse; y

XI. Las bases para practicar la liquidación de la socie-
dad y el modo de proceder a la elección de los liquida-
dores, cuando no hayan sido designados anticipada-
mente.

Todos los requisitos a que se refiere este artículo y las de-
más reglas que se establezcan en la escritura o póliza cons-
titutiva sobre organización y funcionamiento de la socie-
dad constituirán los estatutos de la misma.

El accionista único o accionistas serán solidariamente res-
ponsables con la sociedad por la comisión de actos y deli-
tos llevados a cabo con dolo o mala fe.

En los estatutos se determinará libremente la estructura or-
gánica de la sociedad y demás normas que rijan su funcio-
namiento.

Artículo 268. Las acciones deberán de ser suscritas y pa-
gadas dentro del término de un año, contado a partir de la
fecha de constitución, salvo disposición expresa en los es-
tatutos o por resolución tomada por el accionista o accio-
nistas de la sociedad.

Respecto de las acciones pagaderas en numerario se debe-
rá exhibir en dinero efectivo, cuando menos veinte por
ciento del valor de cada acción y respecto de las acciones
hayan de pagarse, en todo o en parte, con bienes distintos
del numerario, deberá exhibirse íntegramente el valor de
cada acción.

En todo lo relativo a las acciones de las sociedades anóni-
mas simplificadas, se entenderán aplicables las disposicio-
nes del capítulo quinto, sección segunda de la presente ley.

Sección Segunda
Del Accionista Único o Accionistas

Artículo 269. Todas las resoluciones del accionista único o
accionistas deberán constar por escrito y contener su firma
autógrafa, las cuales además deberán transcribirse en un li-
bro de resoluciones o actas. Dichos actos deberán de ser
cumplidos por la persona que él o ellos designen, o a falta
de designación, por el administrador único.

Artículo 270. El accionista único o accionistas serán res-
ponsables frente a terceros por las ventajas que directa o

indirectamente hayan obtenido cuando hayan actuado con
dolo o mala fe.

Sección Tercera
De la Administración de la Sociedad

Artículo 271. La administración de las sociedades anóni-
mas simplificadas estará a cargo de un administrador úni-
co. Dicho nombramiento será realizado por el accionista
único o accionistas, el cual siempre deberá constar por es-
crito y asentarse en un libro de resoluciones o actas.

Artículo 272. El cargo de administrador único es personal
y no podrá desempeñarse por medio de representante.

Artículo 273. El administrador único, además de lo seña-
lado en el artículo 269, será responsable de

I. Establecer las estrategias generales para la conduc-
ción de los negocios de la sociedad;

II. Vigilar, y en su caso aprobar, la gestión y conducción
de la sociedad;

III. Asegurarse que la sociedad cuente con los mecanis-
mos necesarios que permitan comprobar que cumple las
disposiciones legales que le son aplicables.

IV. Dar seguimiento a los principales riesgos a los que
está expuesta la sociedad;

V. Asegurar el manejo transparente de la administración
de la sociedad;

VI. Tomar medidas para asegurar la conducción hones-
ta y responsable de los negocios de la sociedad;

VII. Tomar las acciones necesarias para prevenir opera-
ciones ilícitas y evitar conflictos de interés; y

VIII. Las demás que esta ley establezca o se prevean en
los estatutos sociales de la sociedad, acordes con el pre-
sente ordenamiento.

Artículo 274. El administrador único tiene los más am-
plios poderes para pleitos y cobranzas, actos de adminis-
tración y de dominio en los términos del artículo 2554 del
Código Civil Federal y para títulos de crédito con funda-
mento en el artículo 9o. de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito. Salvo que los estatutos dispongan
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lo contrario, el administrador único tendrá la facultad de
conferir poderes en nombre de la sociedad, los cuales serán
revocables en cualquier tiempo.

Artículo 275. El administrador único estará obligado a de-
nunciar al accionista o accionistas las irregularidades de las
que tenga conocimiento y que se relacionen con la socie-
dad.

Asimismo, será solidariamente responsable con el que le
haya precedido, por las irregularidades en que este hubiere
incurrido, si conociéndolas, no las denunciare por escrito al
accionista o accionistas.

Artículo 276. El administrador único será responsable
frente al accionista único o los accionistas por la comisión
de delitos y actos fraudulentos o dolosos contra la socie-
dad.

Artículo 277. El accionista único o los accionistas que re-
presenten el veinticinco por ciento del capital social, inclu-
so limitado o restringido o sin derecho a voto, podrán ejer-
citar directamente la acción de responsabilidad civil contra
el administrador único, siempre que se satisfagan los re-
quisitos siguientes:

I. Que la demanda comprenda el monto total de las res-
ponsabilidades en favor de la sociedad y no únicamente
el interés personal del o los promoventes; y

II. Que, en su caso, el actor o los actores no hayan re-
suelto sobre no haber lugar a proceder contra el admi-
nistrador único demandado.

Los bienes que se obtengan como resultado de la reclama-
ción serán percibidos por la sociedad.

Para los efectos señalados en este artículo, los accionistas
de voto limitado podrán ejercer su derecho de voto.

Artículo 278. Adicionalmente, será aplicable al adminis-
trador único lo dispuesto en los artículos 150, 151, 152,
154, 156, 157, 158 y 160 de esta ley.

Sección Cuarta
De la Vigilancia de la Sociedad

Artículo 279. El accionista único o los accionistas serán res-
ponsables de la vigilancia de los negocios de la sociedad.

Sin embargo, el accionista único o los accionistas podrán
optar, si así lo desean, por nombrar a un comisario, tempo-
ral y revocable, para que desempeñe la función de vigilan-
cia de la sociedad.

Tratándose de sociedades anónimas simplificadas que sean
parte de un grupo empresarial y que a su vez sean contro-
ladas directa o indirectamente por alguna sociedad regula-
da en la Ley del Mercado de Valores o por una sociedad
anónima, en términos de esta ley, la vigilancia de la socie-
dad corresponderá al consejo de administración o en su de-
fecto, al comité de auditoría, de la sociedad que tenga el
control y en este caso, siempre que el consejo de adminis-
tración haya optado por crear un comité de auditoría.

Artículo 280. En su caso, serán facultades y obligaciones
del comisario

I. Cerciorarse de la constitución y subsistencia de la ga-
rantía que exige el artículo 152, dando cuenta sin demo-
ra de cualquiera irregularidad al accionista único o ac-
cionistas;

II. Exigir al administrador único información mensual
que incluya por lo menos, el estado de posición finan-
ciera y el estado de resultados.

III. Realizar un examen de las operaciones, documenta-
ción, registros y demás evidencias comprobatorias, en el
grado y extensión que sean necesarios para efectuar la
vigilancia de las operaciones que la ley les impone y pa-
ra poder rendir con fundamento, el dictamen que se
menciona en el siguiente inciso.

IV. Rendir anualmente al accionista único o accionistas
un informe respecto a la veracidad, suficiencia y razo-
nabilidad de la información presentada por el adminis-
trador único, al accionista único o accionistas. Este in-
forme deberá incluir por lo menos

A) La opinión del comisario sobre si las políticas y
criterios contables y de información seguidos por la
sociedad son adecuados y suficientes y han sido
aplicados consistentemente en la información pre-
sentada por el administrador único.

B) La opinión del comisario sobre si, como conse-
cuencia de lo anterior, la información presentada por
el administrador único refleja en forma veraz y sufi-



ciente la situación financiera y los resultados de la
sociedad.

Artículo 281. Son aplicables a los comisarios de las socie-
dades anónimas simplificadas las disposiciones contenidas
en los artículos 152, 154, 160, 165, 167, 169 y 170 de la
presente ley.

Sección Quinta
De la Transformación de la Sociedad

Artículo 282. La sociedad anónima podrá transformarse en
sociedad anónima simplificada siempre que así se resuelva
mediante asamblea general extraordinaria de accionistas,
por el voto de las acciones que representen la mitad del ca-
pital social, en términos de lo previsto en el artículo 190 de
la presente ley y siempre y cuando se cumpla lo previsto en
la estratificación establecida en la Ley para el Desarrollo
de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, artículo 3, fracción III, y que sea aplicable para la
micro y pequeña empresa.

El acta o las resoluciones de dicha asamblea general ex-
traordinaria deberán protocolizarse ante notario o corredor
público y constar en escritura pública o póliza e inscribirse
en el Registro Público de Comercio.

De igual manera, la sociedad anónima simplificada podrá
transformarse en una sociedad anónima siempre que la re-
solución respectiva sea adoptada por escrito por el accio-
nista único o accionistas y que conste ante notario o corre-
dor público en escritura pública o póliza debidamente
inscrita en el Registro Público de Comercio.

Artículo 283. La sociedad anónima deberá aprobar me-
diante asamblea general extraordinaria de accionistas, por
el voto de las acciones que representen la mitad del capital
social, en términos de lo previsto en el artículo 190 de la
presente ley, la fusión o escisión por la que se acuerde la
transformación a una sociedad anónima simplificada. El
acta o las resoluciones de dicha asamblea general extraor-
dinaria deberán protocolizarse ante notario o corredor pú-
blico y constar en escritura pública o póliza e inscribirse en
el Registro Público de Comercio.

Sección Sexta
De la Disolución y Liquidación de la Sociedad

Artículo 284. La sociedad anónima simplificada se disol-
verá

I. Por expiración del término fijado en el contrato so-
cial;

II. Por imposibilidad de seguir realizando el objeto prin-
cipal de la sociedad o por quedar éste consumado;

III. Por voluntad del accionista único o accionistas, la
cual deberá constar por escrito;

IV. Por las causales previstas en los estatutos; y

V. Por orden de autoridad competente.

Comprobadas las causales, se inscribirá la escritura públi-
ca o póliza de disolución en el Registro Público de Comer-
cio.

Artículo 285. Al procedimiento de disolución y liquida-
ción de las sociedades anónimas simplificadas les serán
aplicables las disposiciones relativas de los capítulos X y
XI de la presente ley.

Sección Séptima
De las Disposiciones Supletorias Aplicables

Artículo 286. En lo no previsto en el presente capítulo se-
rán aplicables de manera supletoria y en lo conducente las
disposiciones previstas en el capítulo V de la presente ley.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor a los ciento
ochenta días naturales siguientes de su publicación en el
Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las sociedades anónimas contarán además con
un plazo de ciento ochenta días naturales, a partir del día en
que entre en vigor esta ley, para ajustar su estructura socie-
taria y estatutos sociales, conforme a las disposiciones de
la presente ley.

Notas:

1 Código de mejores prácticas corporativas, Consejo Coordinador Em-
presarial, 2010, página 9.

2 México: Código de Mejores Prácticas Corporativas (2006); España:
Olivencia (1998), Aldama (2003) Conthe 2006 (Cubg); Francia: Infor-
me Vienot (1995), Gobierno Corporativo de las Sociedades Cotizadas
(2003); Reino Unido (UK): Informe Cadbury (1992). Informe Green-
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bury (1995) Informe Hampel (1998) y Código Combinado (2006 y
2008); EUA: Principios de Gobierno Corporativo-American Law Ins-
titute (1994), Ley Sabanes-Oxley (2001), Reglas de Gobierno Corpo-
rativo NYSE (2003), National Assocciation of Corprate Director
(2010), Ley Dodd Frank (2010) Alemania: Código de Gobierno Cor-
porativo Alemán (2006, 2007 y 2008); Holanda: Código Tabaksbalt
(2003) y Código 2009, OCDE: Principios de Gobierno Corporativo
(2004); European Association of Securities Dealers (EASD) Principios
y recomendaciones de Gobierno Corporativo (2000).

3 Ejemplo de ello son los gobiernos europeos que, a través del Parla-
mento Europeo, han emitido una serie de directivas para regular las
mejores prácticas corporativas de las sociedades anónimas europeas.
Asimismo, los países miembros de la OCDE han suscrito principios de
gobierno corporativo.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de
2015.— Diputados: Mario Sánchez Ruiz, Juan Bueno Torio, José Ar-
turo Salinas Garza, Érick Marte Rivera Villanueva, Carlos García Gon-
zález, Rubén Acosta Montoya, Elvia María Pérez Escalante, Eloy
Cantú Segovia, Ana Lilia Garza Cadena, Jesús Antonio Valdés Pala-
zuelos (rúbricas).»

Se remite a la Comisión de Economía, para dictamen.

EXPIDE LA LEY DE ZONAS ECONOMICAS ESPE-
CIALES

«Iniciativas que expide la Ley de Zonas Económicas Espe-
ciales, a cargo de la diputada María de Lourdes Medina
Valdés, del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, Lourdes Medina Valdés, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, en ejercicio de la fa-
cultad que confiere el artículo 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 6o., fracción I,
del numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a consideración de esta honorable asam-
blea la iniciativa con proyecto de decreto por el que se ex-
pide la Ley de Zonas Económicas Especiales, con base en
la siguiente

Exposición de Motivos

En el marco de la globalización, está demostrado que los
países que han abierto su economía de manera estratégica
y elevando su competitividad, han encontrado en esta eta-
pa de la historia del comercio mundial, una zona de opor-
tunidad para transitar como países subdesarrollados a
emergentes, tal como es el caso de China y de la India. El
desafío de fusionar la nueva economía digital y el desarro-
llo de políticas públicas destinadas a desarrollar ventajas
competitivas, es el desafío de los diseñadores de políticas
económicas del Estado Mexicano.

El pasado 27 de noviembre de 2014, el presidente Enrique
Peña Nieto propuso crear tres Zonas Económicas Especia-
les para los estados más rezagados del país - Corredor in-
dustrial interoceánico (el istmo), Puerto Chiapas, y los
municipios colindantes al puerto de Lázaro Cárdenas, en
Michoacán- como parte de una nueva política industrial y
de desarrollo social, emulando el modelo de China al ini-
cio del fenómeno de la globalización, de acuerdo al pro-
nunciamiento del Ejecutivo, una Zona Económica Especial
es:

“Es un área en la que se ofrece un marco regulatorio e in-
centivos para atraer empresas y generar empleos de cali-
dad. Deberán tener infraestructura moderna, condiciones
de seguridad, financiamiento, facilidades para el comercio
exterior, así como importantes descuentos en los impuestos
y contribuciones al IMSS y al Infonavit”.

A dos meses del anuncio del Ejecutivo, el Congreso de la
Unión debe iniciar un proceso de discusión de una nueva
política industrial, que retome las mejores experiencias de
estas figuras jurídicas en América Latina, Asia, específica-
mente el caso de China, quien emula el modelo maquilador
implementado en México de los años setentas. 

Adicionalmente, hay que ubicar que este proyecto de Zo-
nas Económicas Especiales, debe ubicarse dentro del nue-
vo papel de México en comercio internacional y de un nue-
vo proceso de integración económica con el mercado de
Asia-Pacífico, que desde el punto de vista comercial y de
procesos industriales, permite construir un andamiaje insti-
tucional sobre las bases jurídicas del TLCAN, para des-
arrollar una competitividad regional frente a los nuevos
desafíos globales.



El actual modelo económico de apertura comercial, como
boleto al club de los países desarrollados, está muy lejos de
las promesas originales, el crecimiento económico se man-
tuvo en promedio de 2.6% anual, más de la mitad de la po-
blación se mantiene en la pobreza, se disparó la migración
indocumentada,1 y aumentó nuestra dependencia comer-
cial. Entre otras causas, del fracaso del actual modelo de
apertura comercial se debe a: 

a) La falta de una política industrial condujo a la desar-
ticulación de cadenas productivas en detrimento de la
planta productiva nacional

b) Se asumió como principal elemento de la competiti-
vidad, la diferencia en el costo de mano de obra, que si-
gue siendo un factor fundamental para la instalación de
empresa manufactureras norteamericanas, pero que pa-
ra la economía del conocimiento del siglo XXI, este fac-
tor es insuficiente en el largo plazo.

c) La carencia de una planificación ordenada del desa-
rrollo regional, transporte, logística, que permitiera des-
arrollar capacidades competitivas, frente a la emergen-
cia de agresivos competidores como lo fueron los tigres
asiáticos o actualmente China, el comercio de los Esta-
dos Unidos con China y otros países asiáticos ha creci-
do en una magnitud superior en el mismo periodo de
veinte años.

A partir de la entrada en vigor del Acuerdo Transpacífico
(TPP), o cualquier otra figura comercial, abrirá la compe-
tencia de nuestra economía a la oferta productiva de países
del Sudeste asiático que puede afectar seriamente algunas
ramas de la producción nacional, donde se ha especializa-
do México en la vida del TLCAN como el sector tecnoló-
gico intensivo en mano de obra.

Por estas razones, la LXII legislatura ha invertido un im-
portante capital político para sentar las bases de un nuevo
modelo de economía, centrando sus esfuerzos en generar
condiciones para fortalecer un modelo de economía de
mercado con presencia reguladora del Estado que combata
los monopolios y oligopolios del sector privado y público
que restan competitividad a nuestra economía. En este úl-
timo punto, el relacionado con la agenda de productividad
y competitividad, el Congreso de la Unión camina en la di-
rección correcta, hemos elevado a nivel constitucional el
concepto de competitividad como un elemento rector del
desarrollo nacional, específicamente para el sector indus-
trial y de comercio.2 En el artículo 25 constitucional, se de-

fine la competitividad como “el conjunto de condiciones
necesarias para generar un mayor crecimiento económico,
promoviendo la inversión y la generación de empleo”. Así
como, la obligación del Estado de “promover la competiti-
vidad e implementar una política nacional para el desarro-
llo industrial que incluya vertientes sectoriales y regiona-
les”, como mecanismos para alentar y proteger la actividad
económica que realicen los particulares y proveer las con-
diciones para que el desenvolvimiento del sector privado
contribuya al desarrollo económico nacional. Por otro lado,
el artículo 26 constitucional se establece que “el Plan Na-
cional de Desarrollo considerará la continuidad y adapta-
ciones necesarias de la política nacional para el desarrollo
industrial con vertientes sectoriales y regionales”. 

En este mismo orden de ideas, el pasado 4 de diciembre de
2014, esta Cámara de Diputados aprobó un dictamen que
expide la Ley para Impulsar el Incremento Sostenido de la
Productividad y la Competitividad de la Economía Nacio-
nal, que actualmente radica en la Cámara de Senadores. El
proyecto de Ley es Reglamentaria de la Reforma Constitu-
cional a los Artículos 25 y 26 en materia de Promoción de
la Competitividad y de Desarrollo Industrial. La nueva Ley
busca implementar una política nacional de fomento eco-
nómico, dirigida a impulsar el incremento sostenido de la
productividad y la competitividad, así como potenciar la
inversión y promover los cambios en la estructura produc-
tiva del país hacia sectores económicos de elevada produc-
tividad y competitividad. Además, pretende fortalecer las
cadenas productivas y a la Micro, Pequeñas y Medianas
Empresas, el mercado interno, elevar el contenido tecnoló-
gico y de valor agregado en la economía nacional, y pro-
mover el desarrollo económico y el empleo formal. Y fi-
nalmente un mecanismo de coordinación de coordinación
entre los sectores público, social y privado, a través del Co-
mité Nacional de Productividad, para promover el incre-
mento sostenido de la productividad y la competitividad.

Sin embargo, la nueva política industrial competitiva en
México, requiere un instrumento diferenciado como son
las Zonas Económicas Especiales que permitan a nuestra
economía generar mejores condiciones de inversión y de-
sarrollo de tecnología, que supere el modelo tradicional de
manufactura intensivo en mano de obra, en el periodo de
vigencia del TLCAN y establecer una nueva política de in-
dustrialización para frente al desafío que representa la
competencia comercial de la Alianza del Pacífico y el
Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Econó-
mica.3
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En la actualidad, paradójicamente a pesar de que México
es el país con mayor número de tratados comerciales, ocu-
pamos el último lugar en materia de Zonas Económicas Es-
peciales, mientras que los países emergentes con mayor
poder en el mercado comercial han desarrollado amplia-
mente este instrumento de política industrial como China,
India, Uruguay, Panamá, Honduras, entre otros.

Las Zonas Económicas Especiales son áreas geográficas
delimitadas dentro de las fronteras nacionales de un país
donde las reglas de los negocios son diferentes, orientadas
en mayor medida a una economía de libre mercado que
aquellas que prevalecen en el territorio nacional. Las zonas
económicas se diseñaron como una herramienta de comer-
cio, inversión y de política industrial diferenciada, que tie-
ne como objetivo superar las barreras que impiden la in-
versión en una economía más amplia, incluyendo las
políticas de seguridad, falta de gobernabilidad, infraestruc-
tura inadecuada y problemas de acceso a la propiedad. 

Jurídicamente a nivel internacional, se denomina zona eco-
nómica especial (ZEE) a una región geográfica que posee
leyes económicas -orientadas en mayor medida a una eco-
nomía de libre mercado- a las leyes del resto del país. Las
leyes de “alcance nacional” pueden ser flexibles dentro de
una Zona Económica Especial. Su objetivo es incrementar
la inversión extranjera directa por parte de inversionistas,
como puede ser una empresa internacional o una corpora-
ción multinacional. La categoría de ZEE abarca un amplio
espectro de tipos de zonas más específicas, incluidas las
zonas de libre comercio, zonas de procesamiento de expor-
taciones, Zonas Libres (FZ), parques industriales o estados
industriales (IE), puertos libres, zonas de emprendimientos
urbanos y otras.

De acuerdo al Banco Mundial, las zonas económicas pue-
den tomar muchas formas distintas en dependencia de su
propósito abarcando un amplio espectro de tipos de zonas
más específicas como las zonas de libre comercio (FTZ),
zonas de procesamiento de exportaciones (EPZ), Zonas Li-
bres (FZ), parques industriales o estados industriales (IE),
puertos libres o zonas de emprendimientos urbanos entre
otras. 

La Organización Mundial del Trabajo (OIT,) ha señalado
que la presencia de las Zonas Económicas Especiales cada
vez es más relevante, en el Cuadro 1 se puede observar que
durante 1975 y 2006 el número de zonas económicas au-
mento de 79 en 29 países a 3500 en 130 países,4 donde
además las nuevas variedades de zonas han evolucionado,

en algunos países sus ZEE se están transformando en me-
ga grupos industriales y centros comerciales con grandes
incentivos para aprovechar su potencial.

La trayectoria de las zonas económicas es amplia comen-
zando en la década de 1980, existe un número de zonas que
funcionan como catalizador en los procesos de crecimien-
to económico y de ajuste, particularmente destaca la zona
asiática, las “economías de los tigres asiáticos, Panamá,
Uruguay, entre otros.

De acuerdo con la Asociación Mundial de zonas francas
Económicas existen cuatro tipos de zonas francas que se
dividen de acuerdo a las dimensiones de área o a sus espe-
cificaciones particulares que poseen. Dicha clasificación
corresponde a Zona Franca de Área Amplia, Zona Franca
de Área pequeña, Zona Franca de Desempeño y Zona
Franca de Desempeño Especifico. México actualmente
cuenta con dos tipos de zonas francas, de Área Pequeña y
de Desempeño Específico.

Para efectos comparativos dentro del TLCAN conformado
por Estados Unidos, principal socio, registra 213 zonas
francas; clasificadas en zonas francas de área pequeña y
Zonas de Industria Especifica, en el caso particular de Ca-
nadá, este país no posee ningún registro de zonas francas.

China, segundo país de importancia comercial, posee los
cuatro tipos de zonas francas de la clasificación de
WEPZA; contabiliza un total 124 zonas francas, de las cua-
les 49 zonas son las denominadas Áreas de Desarrollo Tec-
nológico y de Economía Nacional (Zonas Económicas Es-
peciales)

La figura jurídica de zona franca que existe en México no
puede compararse con las Zonas Económicas Especiales
de China, quien reguló los ZEE desde 1978, debido a que
son ciudades industriales de grandes dimensiones y con
una actividad comercial muy importante, que a diferencia
del perfil manufacturero especializado en México, las zo-
nas económicas de China evolucionaron al de investiga-
ción y desarrollo aplicado a tecnología.



Dentro de las relaciones del Tratado de Libre Comercio de
México y la Unión Europea (TLCUEM), los países que
conforman la Unión Europea tienen zonas francas de área
pequeña a excepción de Bélgica y Suecia. 

La historia no es distinta en el marco de la Alianza del Pa-
cífico, Colombia y México cuentan con un mayor número
de zonas francas en América Latina, el resto de países tie-
nen un número inferior y mantienen zonas francas de área
pequeña. 

Particularmente, es importante hace notar que dentro de las
negociaciones del Acuerdo Estratégico Transpacífico de
Asociación Económica Estados Unidos y la región asiática
supera ampliamente en número y tipo de zonas francas a
nuestro país, por ejemplo, Estados Unidos (124 Zonas
Francas), Vietnam (50 zonas francas), Singapur (17 zonas
francas) y Malasia con la misma cantidad, mientras que
México solo cuenta con 10 zonas francas. 

En espera de la iniciativa del Ejecutivo, los legisladores de-
bemos reflexionar sobre las experiencias internacionales, y
de los alcances del proceso de discusión que estamos obli-
gados para establecer una nueva generación de Zonas Eco-
nómicas Especiales, que ofrezca además de incentivos fis-
cales, aprovechar la experiencia en el marco del TLCAN
dejo para los diseñadores de políticas públicas. 

Este proyecto reconoce los esfuerzos legislativos presenta-
dos en otras legislaturas en el tema de zonas económicas
especiales, como:

I. Del senador Jeffrey Max Jones, de la LVIII Legislatu-
ra, propuso la Ley de Zonas Económicas Estratégicas, el
13 de Diciembre de 2002.

II. Del senador Castro Trenti, de la LXI Legislatura, que
presentó proyecto de Ley de Ley de Zonas Económicas
Estratégicas, con fecha 12 de abril de 2012.

III. De los senadores Francisco de Paula Búrquez Va-
lenzuela, Héctor Larios Córdova, Ernesto Ruffo Appel,
Mario Delgado Carrillo, Víctor Hermosillo y Celada,
Roberto Gil Zuarth, Armando Ríos Piter, Luis Armando
Melgar Bravo, Zoé Robledo Aburto, Ángel Benjamín
Robles Montoya y Luz María Beristain todos integran-
tes de diversos grupos parlamentarios de la LXII Legis-
latura, que proponen la Ley de Zonas Económicas Es-
tratégicas presentada el 4 de diciembre de 2014.

IV. Del senador Roberto Armando Albores Gleason, con
iniciativa titulada Ley de Zonas Económicas Especiales,
Libres y de Promoción, presentada el 15 de diciembre
de 2014.

Las zonas económicas se constituyen en micropolos de de-
sarrollo regional donde se pueden generar actividades co-
merciales, industriales y de servicios, así como reparar, co-
mercializar, almacenar y transformar mercancías, además
de prestar servicios financieros, legales y de mantenimien-
to bajo un régimen legal especial. Las Zonas Económicas
Especiales representan un modelo de éxito en varias partes
del mundo como en China. Hasta hoy en los lugares donde
se han instalado las Zonas Económicas Especiales, se ha
impulsado el comercio local y la atracción de inversiones,
lo que en automático se convierte en más y mejores em-
pleos, y en mayor derrama económica, y por ende en un
mejor nivel de vida. 

Para los efectos de esta Ley se tomaron en consideración
tres modelos a nivel internacional, el modelo de áreas de
desarrollo tecnológico y de economía nacional de China,
que es el modelo base de referencia a nivel internacional;
el modelo indio de Ley de Zonas Económicas Especiales y
el modelo latinoamericano de Honduras, con sus ciudades
modelo, a partir de su Ley Orgánica de las Zonas de Em-
pleo y Desarrollo Económico, que a continuación desarro-
llamos ampliamente.

Las áreas de desarrollo tecnológico y de economía na-
cional de China

El modelo de éxito se ubica en China, con las denominadas
áreas de desarrollo tecnológico y de economía nacional que
son zonas especiales de la República Popular China donde
se fomenta la inversión extranjera directa. Estas son usual-
mente llamadas áreas de desarrollo tecnológico y económi-
co, o ampliamente conocidas sólo como zona de desarro-
llo.

Estos programas a nivel nacional se iniciaron con la Zona
Económica Especial en tres ciudades en 1978 como parte
de la Reforma económica China, y fueron extendidas a las
zonas de desarrollo en 14 ciudades en 1984. Para 2006 ya
hay 49 zonas de desarrollo. La mayoría de las ZEE ofrecen
a los inversionistas orientados a la exportación tres venta-
jas principales en relación con el entorno de la inversión in-
terna: 1) un entorno aduanero especial con una administra-
ción aduanera eficiente y, generalmente, con acceso a
insumos importados libres de aranceles e impuestos; 2) la
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infraestructura (como la renta de propiedades, armazón de
las fábricas y servicios básicos) es más fácil de acceder y
más confiable que la disponible normalmente en el país; y
3) una gama de incentivos fiscales que incluyen la exone-
ración de impuestos corporativos y reducciones, además de
un entorno administrativo mejorado. 

Las ZEE se ubican en un sistema de zonas comprendidas
económicamente en áreas industriales, agrícolas, comercio,
servicios, vivienda y turismo (Shenzhen Zhuhai); procesa-
miento de exportaciones primarias en zonas orientadas al
turismo (Shantou y Xiamen); y en empresas al interior y el
exterior.

Los beneficios para los inversionistas es la exención de im-
puestos siempre y cuando su producción sea dedicada a la
exportación, la suficiente mano de obra capacitada y pro-
ductiva y los terrenos, que son rentados al gobierno, quien
conserva la propiedad. Es importante mencionar que las
ZEE tienen una planificación económica independiente al
presupuesto nacional. Adicionalmente existe un trato pre-
ferencial, el cual incluye excepciones de las actividades pa-
ra la importación de materiales y la exportación de produc-
tos, reduciendo las ganancias por impuestos, de costos de
utilidad de la tierra, aceleración de las tasas de apreciación
sobre valores arreglados, y asistencia financiera en forma
de préstamos y créditos preferenciales.

Las ZEE en China explicar el liderazgo exportador y el cre-
cimiento tan dinámico de las últimas dos décadas, que ex-
plica el flujo de la mayor cantidad de Inversión Extranjera
Directa (IED) con un promedio de 71 mil millones de dó-
lares anuales, un modelo económico que genera el 50% del
Producto Interno Bruto del país y siguen expandiéndose.
Su auge productivo ha incidido en la dinámica exportado-
ra del país y ha tenido un fuerte impacto sobre la logística,
lo cual ha demandado la construcción de aeropuertos, ca-
rreteras, puertos y ferrocarriles para movilizar insumos y
productos terminados al último rincón del mundo. Y estas
regiones los salarios son más altos que en otras regiones de
China.

Así es como China ha construido grandes ciudades logísti-
cas como Shenzen, Shanghái, Yantian, Hainan, entre otras,
cuyas crecientes exportaciones han presionado a las líneas
navieras para continuar en una dinámica de crecimiento
constante de los buques. 

En el reciente Foro Mundial de Ciudades Logísticas, el di-
rector de las ZEE, Shi Rongyao, explicó que el nuevo reto

que enfrentan hacia el futuro son la incorporación de las
tecnologías de la información en varios de los procesos de
producción, a la vez que se ha avanzado en la sustentabili-
dad para producir adaptándose a las regulaciones en la ma-
teria.

Las zonas económicas especiales de la India

India fue uno de los primeros en Asia a reconocer la efica-
cia del modelo de Zona Franca de Exportación (ZPE) en la
promoción de exportaciones, con la primera zona franca
industrial de Asia creó en Kandla en 1965. Su modelo ini-
cial contó con varias deficiencias como multiplicidad de
controles y autorizaciones; ausencia de infraestructura de
servicios de clase mundial, y un régimen fiscal inestable.
En el año 2000 replanteo su modelo de zonas francas para
evolucionar a un modelo moderno de Zonas Económicas
Especiales con el objeto de atraer a grandes inversiones ex-
tranjeras en la India.

El gobierno de la India se propuso convertir a las ZEE en
un motor de crecimiento económico apoyado por una in-
fraestructura de calidad complementado con una serie de
medidas fiscales atractivas, tanto a nivel federal como a ni-
vel estatal, con las regulaciones mínimas posibles. Para lo-
grar mayor confianza entre los inversionistas extranjeros
en un política de largo plazo en el régimen fiscal de las zo-
nas económicas, el gobierno inicio un largo e intenso dia-
logo con los grupos de interés a lo largo del país, a fin de
establecer la actual Ley de Zonas Económicas Especiales,
que fue aprobada por el Parlamento en mayo de 2005, y de-
cretada el 23 de junio de 2005.5

El aspecto central del modelo indio que es importante des-
tacar, es que fue un proceso de acercamiento al modelo ac-
tual desde 1965, que se concentró en la certidumbre fiscal
de largo plazo, el diálogo y consenso entre el gobierno y el
sector privado y la simplificación de trámites a nivel fede-
ral y estatal, así como la inversión en infraestructura6 pa-
ra servicios de logística a nivel internacional.

Caso Honduras: zonas de empleo y desarrollo econó-
mico

El modelo de zonas economías de Honduras, está basado
en el modelo chino, que desarrollaron, como anteriormen-
te se expuso, regiones especiales tienen como referente la
experiencia de las regiones administrativas especiales de
China (principalmente el caso de Hong Kong7 y como és-
te sirvió de ciudad modelo a las Zonas Económicas Espe-



ciales como Shenzhen, de otros países del oriente asiático
y el sudeste asiático como Corea del Sur -Songdo- y Sin-
gapur, aunque están abiertas a experimentar con otros mo-
delos, especialmente si evitan la interferencia de otros es-
tados en las mismas.

Las zonas de empleo y desarrollo económico (ZEDE) son
una reformulación de las Regiones Especiales de Desarro-
llo. Las disposiciones constitucionales que establecían las
RED fueron planteadas entre finales de 2010 e inicios de
2011 que promueve los beneficios de crear ciudades chár-
ter o ciudades modelo en territorios deshabitados de países
en desarrollo, con seguridad jurídica (reglas claras y esta-
bles), abiertas a la inversión extranjera y a la inmigración.
En 2011, se optó por una Ley de Regiones Especiales de
Desarrollo que proponía implementar las ciudades comple-
tamente autónomas, por razones de diseño institucional,
fue hasta 2013, a partir de una segunda ronda de reformas
constitucionales que se aprobó la Ley Orgánica de las Zo-
nas de Empleo y Desarrollo Económico,8 y la autorización
de dos distritos autónomos previa consulta ciudadana.

El modelo de ZEDE en Honduras parte de que son parte in-
alienable del Estado de Honduras, están sujetas a la Cons-
titución de la República y al gobierno nacional en los temas
relacionados a soberanía, aplicación de la justicia, territo-
rio, defensa nacional, relaciones exteriores, temas electora-
les, emisión de documentos de identidad y pasaportes,
cuentan con autonomía, personalidad jurídica propia crea-
dos con el propósito de acelerar el cumplimiento de las me-
tas del Plan de Nación y crear condiciones que permitan al
país la inserción en los mercados mundiales bajo reglas al-
tamente competitivas y estables.

Sobresale del modelo hondureño que no se restringe al sec-
tor de manufacturas, sino que se pueden constituir como
como Centros Financieros Internacionales, Centros Logís-
ticos Internacionales, Ciudades autónomas, Cortes Comer-
ciales Internacionales, Distritos Especiales de Inversión,
Distritos Energéticos Renovables, Zonas Económicas Es-
peciales, Zonas sujetas a un Sistema Jurídico Especial,
también como Zonas Agroindustriales Especiales, Zonas
Turísticas Especiales, Zonas Mineras Sociales, Zonas Fo-
restales Sociales o cualquier otro régimen especial no es-
pecificado que incluya una combinación de varios de estos
regímenes para procurar el desarrollo de las inversiones ba-
jo modelos incluyentes. 

Otras de la características de la flexibilidad del modelo de
Honduras es que su régimen fiscal las autoriza a crear su

propio presupuesto, el derecho a recaudar y administrar sus
propios impuestos, a determinar las tasas que cobran por
los servicios que prestan, a celebrar todo tipo de convenios
o contratos hasta el cumplimiento de sus objetivos en el
tiempo, aun cuando fuera a lo largo de varios períodos de
gobierno. Además que son zonas fiscales y aduaneras ex-
traterritoriales, distintas a las del resto del territorio nacio-
nal. Actualmente estas ciudades modelo son un impuesto
sobre la Renta a las personas naturales no podrá ser supe-
rior al 12%; el Impuesto sobre la Renta a las personas jurí-
dicas no podrá ser superior al 16% y el impuesto sobre el
valor agregado no podrá ser superior al 5%.

Otro de los aspectos más sobresalientes, tiene que ver con
la resolución de controversias, las ZEDE están sujetas a
una jurisdicción especial y contarán con tribunales autóno-
mos e independientes con competencia exclusiva en todas
las instancias sobre las materias que no estén sujetas a ar-
bitraje obligatorio. Los mismos serán creados por el Poder
Judicial por medio del Consejo de la Judicatura a propues-
ta del Secretario Técnico y operarán bajo la tradición de
derecho común o anglosajón. 

A partir de estos tres modelos, sobresalen algunos aspec-
tos:

a) Las Zonas Económicas Especiales es  un modelo de
atracción de inversiones extranjeras, que permite el de-
sarrollo regional y desarrollo de la industria de exporta-
ción. 

b) Los modelos tradicionales exigen un régimen jurídi-
co, presupuestal, fiscal y de justicia diferenciado del
resto de país. 

c) La certidumbre jurídica es fundamental para garanti-
zar la confianza de los inversionistas en el largo plazo, 

d) Es necesario emular con mejora los modelos de refe-
rencia a nivel internacional, no basta establecer sola-
mente beneficios fiscales, sino lograr una sana articula-
ción con la industria nacional y las regiones aledañas,
para lograr el desarrollo regional. 

e) Es fundamental establecer desde la Ley la figura de
sustentabilidad e incorporación la tecnología de la in-
formación a todos los procesos dentro de la zona eco-
nómica especial. 
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“La capacidad que tienen las empresas nacionales de un
sector particular para alcanzar un éxito sostenido contra
competidores foráneos sin protección o subsidios” (En-
right, Fránces, Scott, 1994). 

“La capacidad de una industria o de una economía para
competir con la oferta externa de productos en el mer-
cado extranjero.” (INEGI, 2004). 

“La capacidad que tiene una empresa para penetrar, con-
solidar o ampliar su participación en el mercado” (Sán-
chez Barajas, 2005). 

“La capacidad de atraer y retener inversiones extranje-
ras” (CEE-IMCO, 2007). 

En el marco de una economía globalizada, es importante
entender que la política industrial no se restringe a la pro-
moción y fortalecimiento de la planta industrial nacional
para atender los requerimientos del mercado interno, sino a
un Estado cuya responsabilidad tiene que fomentar la com-
petitividad como requisito de la preservación de la planta
industrial nacional frente a una competencia que no reco-
noce fronteras. En este sentido, las políticas industriales no
son esporádicas ni emanan del libre mercado, estás se ges-
tan e implementan dentro de un radio de acción estatal, con
un objetivo muy específico: apoyar el desarrollo y la mo-
dernización de un sector o rama industrial determinada por
la nación. El desarrollo de un marco jurídico que otorgue la
certeza jurídica y la competitividad a las Zonas Económi-
cas Especiales cae en estos supuestos de la actuación del
Estado.

Por lo anteriormente expuesto, la discusión de una Ley de
Zonas Económicas Especiales, debe considerar tres aspec-
tos centrales: el primero, es una zona geográfica diferen-
ciada del régimen jurídico y económico del resto del país;
Segundo: requiere de autonomía fiscal, aduanal; Tercero:
debe la norma tener la flexibilidad para desarrollar con vi-
sión de largo plazo Zonas Económicas Especiales que res-
pondan al potencial regional y a la oportunidad estratégica
dentro de los nuevos flujos comerciales donde México par-
ticipa.

El proyecto que se presenta se divide en cuatro títulos, el
Titulo Primero se establece las Disposiciones Generales,
integrado por el Capítulo I que desarrolla el Objeto de la
Ley y del Capítulo II del Régimen Jurídico de las Zonas
Económicas Especiales. El Titulo II de la Comisión Fede-
ral Reguladora, los Operadores y Usuarios, se divide en el

Capítulo I relacionado con la Comisión Federal Regulado-
ra de las Zonas Económicas Especiales, el Capítulo II del
Establecimiento para la instalación de una Zona Económi-
ca Especial, el Capítulo III relativo a las causales de revo-
cación del permiso y el Capítulo IV se concentra en las
obligaciones de los Operadores y el Capítulo V de los
Usuarios, y el Capítulo VI de las obligaciones de los usua-
rios.

En el Titulo Tercero se concentra en desarrollar el Régimen
Fiscal y Aduanal de las Zonas, donde establece en el Pri-
mer Capítulo los beneficios fiscales de las Zonas Econó-
micas Especiales, en el Segundo Capitulo establece los be-
neficios aduanales y el Capitulo IV establece las
Sanciones. Finalmente en el Titulo Cuarto se establece to-
do lo relacionado con la Solución de Controversias, con un
capitulo único en relación con solución de controversias.

El cuerpo central del proyecto prevé la creación de una fi-
gura jurídica en la legislación mexicana para otorgar auto-
nomía a un espacio geográfico, para construir una infraes-
tructura relacionada a centros logísticos internacionales,
Centros de Población Sustentables, Zonas Especiales de
Inversión, Zonas Turísticas Especiales, Zonas Mineras,
Centros Financieros Internacionales y Transferencia y Des-
agregación de Tecnología e Innovación, que contará con
régimen fiscal y arancelario distinto al resto del país, a fin
de garantizar las mejores condiciones de competitividad
para la inversión nacional o extranjera en procesos produc-
tivos relacionados con la exportación.

Se crea la Comisión Federal Reguladora de las Zonas
Económicas Especiales, órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Economía, con autonomía técnica y operativa,
con las atribuciones que en esta Ley se le confieren para re-
gular y promover el desarrollo eficiente de las Zonas Eco-
nómicas Estratégicas y de y de supervisión de sus opera-
dores. 

La comisión se integra por cinco comisionados, tres comi-
sionados propuestos por el Presidente de la República a la
Cámara de Diputados para su ratificación, un comisionado
nombrado por el Secretario de Economía y otro por el Se-
cretario de Hacienda y Crédito Público. La Comisión es la
máxima autoridad en materia de Zonas Económicas Espe-
ciales, porque es la Comisión con el respaldo del Comité
Técnico responsable de recibir, autorizar, y su caso, apro-
bar las solicitudes de entidades públicas o privadas que
deseen establecer y operar Zonas; llevar el registro de las
Zonas y de los operadores, de la supervisión y en caso re-



vocación de permisos, así como establecer las políticas pa-
ra el desarrollo de la lineamientos generales y políticas sec-
toriales para desarrollar la infraestructura básica, equipa-
miento para la promoción, desarrollo y administración de
servicios de la Zona.

El proyecto establece amplios beneficios fiscales y adua-
nales para los usuarios que inviertan en las zonas, con el
objeto de contar con una fuerte atracción de inversión
extranjera, pero también garantizar inversiones de largo
plazo que permita desarrollar capacidades competitivas y
efectos multiplicadores en el desarrollo regional, y mejo-
rar la inserción de la industria nacional en el sector ex-
portador.

Se establece claramente el procedimiento para la instala-
ción de una Zona Económica Especial, los requisitos de la
solicitud, plazos, los elementos que deben acompañar a la
autorización. Una vez autorizado el permiso, de establecen
claramente las obligaciones de los operadores, de los usua-
rios y del procedimiento de resolución de controversias a
través de tribunales autónomos.

Esta iniciativa forma parte de una política industrial que
permita a México establecer las mismas condiciones de
competitividad frente a los nuevos competidores emergen-
tes de los mercados de Asia-Pacífico –China e India-, con
énfasis general en la inserción del país en la dinámica del
comercio internacional de bienes y servicios y los flujos in-
ternacionales de inversiones. Establece  una actualización
de los objetivos con los que fueron creados las zonas fran-
cas, y que frente a los desafíos de la economía mexicana,
es necesario replantear como Zonas Económicas Especia-
les, a partir de:

• El Estado Mexicano declara prioritario para la in-
dustria nacional, integrar los nuevos procesos logísti-
cos, producticos y tecnológicos que garanticen elevar
la competitividad sistémica y la atracción de inversión
extranjera.

• Las ZEE pueden ser centros logísticos internacionales,
Centros de Población Sustentables, Zonas Especiales de
Inversión, Zonas Turísticas Especiales, Zonas Mineras,
Centros Financieros Internacionales.

• Se establece un régimen jurídico diferenciado para
que en un determinado territorio se cuente con in-
centivos fiscales y aduanales para la inversión nacio-
nal y extranjera que detonen polos industriales de

desarrollo regional frente las nuevas tendencias del co-
mercio mundial.

• Las ZEE tiene por objeto crear condiciones que
permitan a las economías regionales subdesarrolla-
das su inserción en los mercados mundiales bajo re-
glas altamente competitivas, mediante la adopción de
tecnologías que eleve el contenido nacional y el valor
agregado, en un ambiente de certidumbre jurídica que
permita a las inversiones nacionales y extranjeros con-
tribuir al crecimiento nacional con generación de em-
pleos con salarios referenciados a nivel internacional, en
función de su productividad.

• Es una prioridad para las zonas económicas desarrollar
un modelo sustentable de visión de largo plazo y la in-
corporación de tecnologías de la información a todos
los procesos de producción, a fin de elevar la eficien-
cia y la logística.

• Las Zonas Económicas Especiales serán un área del
territorio nacional sujeta a un régimen fiscal especial
como: 

a. La enajenación de servicios y mercancías nacio-
nales de proveedores nacionales ajenos a la Zona, se
aplicará una tasa del cero por ciento del Impuesto al
Valor Agregado;

b. Expedición automática de la constancia de Em-
presa Altamente Exportadora;

c. Exención del pago de los Impuestos al Comercio
Exterior causados o por causarse e Impuesto al Va-
lor Agregado causado por la introducción de mer-
cancías que se destinen a las actividades estableci-
das en el artículo 9 de la Ley;

d. Exenciones al pago del Impuesto al Valor Agre-
gado causado por la venta de servicios y mercancías
dentro y entre Zonas y por la venta de mercancías a
maquiladoras y las empresas con programas de ex-
portación autorizados por la Secretaría de Econo-
mía;

e. El Impuesto sobre la Renta para personas físicas
no puede ser superior al 12 por ciento.

f. El Impuesto sobre la Renta para personas morales
no puede ser superior al 16 por ciento.
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g. Un impuesto especial a los terrenos o tierras sin
uso o explotación de 10 por ciento.

h. Un impuesto a los bienes inmuebles cuyo porcen-
taje será fijado por la Comisión hasta un máximo de
10 por ciento, y 

i. Exención del pago de los derechos de trámites
aduaneros.

• Se crea la Comisión Federal Reguladora de las Zo-
nas Económicas Especiales, órgano desconcentrado de
la Secretaría de Economía, con autonomía técnica y
operativa, con las atribuciones que en esta Ley se le
confieren para regular y promover el desarrollo eficien-
te de las Zonas Económicas Estratégicas.

Por lo anteriormente expuesto, someto a su consideración
la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se expide la Ley de Zonas Económi-
cas Especiales

Único. Se expide la Ley de Zonas Económicas Especiales,
para quedar como sigue:

Titulo Primero 
Disposiciones Generales

Capítulo I
Del Objeto de la Ley

Artículo 1. La presente Ley es una ley reglamentaria de los
artículos 25 y 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de política industrial y com-
petitividad, de orden público y de observancia general en
todo el territorio nacional y tiene por objeto regular el uso,
explotación y operación de las Zonas Económicas Especia-
les.

Las Zonas Económicas Especiales tienen por objeto crear
condiciones que permitan a la economía en su conjunto la
inserción en los mercados mundiales bajo reglas fiscales,
legales y administrativas altamente competitivas, que per-
mitan la adaptación de nuevas tecnologías a fin de elevar el
contenido nacional y el valor agregado, en un ambiente de
certidumbre jurídica que permita a las inversiones naciona-
les y extranjeras contribuir al crecimiento nacional con ge-
neración de empleos con salarios dignos.

Son sujetos de la presente Ley, toda persona física o moral
que tenga intervención en la introducción, extracción, cus-
todia, almacenaje, manejo o tenencia de mercancías, o que
preste servicios de cualquier naturaleza, dentro del área ge-
ográfica de la Zona Económicas Especiales.

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Comisión: La Comisión Federal Reguladora de las
Zonas Económicas Especiales;

II. Consejo: El Consejo Técnico Consultivo de la Co-
misión;

III. Explotación: La operación por medio de la cual, a
cambio de una contraprestación, un Operador provee la
infraestructura necesaria y suficiente para la instalación
y funcionamiento de una Zona;

IV. Infraestructura: Conjunto de elementos o servicios
necesarios para el eficiente funcionamiento de la Zona
Económica Especial.

V. Incentivos fiscales: Las Zonas Económicas Especia-
les contarán con un régimen fiscal diferenciado de
acuerdo al potencial regional y su papel dentro del pro-
ceso de integración industrial y comercial de los flujos
internacionales de productos y servicios.

VI. Ley: La presente Ley;

VII. Operador: El ente de carácter público o privado
que, en términos de la presente Ley, es autorizado por la
Comisión para el desarrollo, operación y mantenimien-
to de una Zona;

VIII. Plan de desarrollo regional: Mecanismo de co-
ordinación entre niveles de gobierno y políticas públicas
basadas en torno al desarrollo y funcionamiento de una
Zona Económica Especial para elevar el potencial de
crecimiento regional, que se adapte a las características,
oportunidades específicas y diferenciadas de las regio-
nes, con el objeto de mejorar el acceso a la infraestruc-
tura, los servicios básicos y las telecomunicaciones en
las zonas rurales y las regiones periféricas. 

IX. Registro: El registro de usuarios de una Zona que la
Comisión otorga y que el Operador conforme al Regla-
mento debe llevar y controlar;



X. Reglamento: El reglamento emitido por el Poder
Ejecutivo Federal; 

XI. Secretaría: La Secretaría de Economía; 

XII. Servicios: Los servicios privados que se generan
en la Zona;

XIII. Usuarios: Las personas físicas o morales, nacio-
nales o extranjeras, con actividad empresarial, a las que
en términos de la presente Ley les es permitido el esta-
blecimiento dentro de una Zona;

XIV. Tecnología de la información: Para los efectos de
esta ley son todos los servicios que debe proveer el Ope-
rador relacionados con la infraestructura física y virtual
y desarrollo de programas adecuados para el funciona-
miento de la Zona y de las actividades realizadas por los
usuarios. 

XV. Transferencia y de desagregación de tecnología e
innovación. En estas zonas se podrá realizar todo tipo
de emprendimientos y proyectos de desarrollo tecnoló-
gico, innovación electrónica, biodiversidad, mejora-
miento ambiental sustentable o energético;

XVI. Zona Económica Estratégica: Área geográfica
del territorio nacional con un régimen diferenciado al
resto del país, donde los operadores se especializan en
la producción y comercialización de bienes y servicios
para la exportación o reexportación, que tiene por obje-
tivo atraer inversiones extranjeras y nacionales, y deto-
nar el desarrollo económico en la región. Para los efec-
tos de esta Ley pueden constituirse como Centros
Financieros Internacionales, Centros Logísticos Interna-
cionales, Centros de Población Sustentables, Ciudades,
Distritos Especiales de Inversión, Zonas sujetas a un
Sistema Jurídico Especial, Zonas Turísticas, Zonas Mi-
neras o cualquier otro régimen especial no señalado en
el presente artículo o que incluya una combinación de
varios de estos regímenes para procurar el desarrollo de
las inversiones bajo modelos incluyentes. 

Capítulo II
Del Régimen Jurídico de 

las Zonas Económicas Especiales

Artículo 3. El Estado mexicano declara como prioritario
para la industria nacional integrar en un régimen jurídico

especial que incluye facilidades fiscales, legales, adminis-
trativas, que garanticen elevar la competitividad nacional a
través de las Zonas Económicas Especiales, denominadas
en lo consecutivo Zonas. 

La política industrial y de competitividad establecerá me-
canismos de integración de la industria nacional con las
Zonas con el objeto de mejorar su inserción en los merca-
dos internacionales y regionales.

Las Zonas deben garantizar en todo momento la libre con-
vertibilidad cambiaria; los medios de pago que circulen
dentro de estas deben ser libremente convertibles; los mer-
cados de divisas, oro, valores futuros, mercancías y simila-
res pueden existir libremente. Las Zonas deben salvaguar-
dar la libre circulación de capitales dentro, hacia dentro y
hacia fuera de su jurisdicción. Así como para establecer
controles que limiten el uso de medios de pago físicos den-
tro de su jurisdicción e incluso tener su política monetaria
interna, según sea el caso.

Artículo 4. Las Zonas deben operar sobre una política de
libre comercio y competencia que garantice la libre circu-
lación de bienes, activos intangibles, servicios, tecnología,
inversión y capital humano.

Se garantiza la libre entrada de naves marítimas y aéreas a
las Zonas. La regulación de la navegación marítima y aé-
rea, así como el control de los puertos y aeropuertos en la
jurisdicción de las Zonas estará bajo su responsabilidad,
pudiendo establecer las cuotas que estas consideren ade-
cuadas, por parte de la Comisión.

Artículo 5. Las Zonas contarán con tribunales autónomos
e independientes con competencia exclusiva sobre las mis-
mas, los que pueden adoptar sistemas o jurisprudencia ju-
rídicas conforme a las mejores prácticas internacionales.

Los actos y contratos que se celebren o emitan dentro de
las Zonas tienen plena vigencia en el resto del país y en el
extranjero de conformidad a los acuerdos de reciprocidad y
el derecho internacional.

Las Zonas deben crear un entorno económico y legal ade-
cuado para situarse como centros de inversión internacio-
nal y nacional. Tienen capacidad de adoptar a través de su
normatividad interna, las mejores prácticas internacionales
con el propósito de atraer la inversión productiva y capital
humano calificado.
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Las Zonas gozan de un régimen fiscal y aduanero distinto
al del resto del territorio nacional, por lo que las importa-
ciones que realicen los usuarios que operan en una Zona, al
ingresar al territorio aduanero nacional cuentan con gravá-
menes y derechos respecto a las operaciones de importa-
ción y exportación que permita garantizar su competitivi-
dad con otras zonas ubicadas en la región de América
Latina, la región del pacífico y de Asia. 

Artículo 6. Nadie en su calidad de persona física o moral
puede ser víctima de restricción o discriminación en las
Zonas, salvo los inmuebles ubicados dentro de su territorio
quedan sujetos a un régimen especial de incorporación. En
concordancia con el estándar de trato nacional que estable-
cen los convenios y tratados internacionales en la materia
celebrados por el Estado Mexicano o al principio de reci-
procidad, dentro del territorio de las Zonas se debe permi-
tir a terceros tener la propiedad, uso y tenencia de la tierra
que ocupen sin discriminación en razón de su origen o na-
cional.

Artículo 7. Las Zonas están obligadas a publicar su nor-
matividad y autorizadas a crear sus propios medios de pu-
blicación.

La jerarquía normativa aplicable en las Zonas será la si-
guiente: 

a) La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos.

b) Tratados internacionales celebrados por el Estado
mexicano en lo que sean aplicables.

c) La Ley de Zonas Económicas Especiales.

d) Las leyes reglamentarias en materia de política in-
dustrial y competitividad.

e) Las disposiciones reglamentarias al interior de las
Zonas.

Artículo 8. A falta de disposición expresa en esta Ley o en
su Reglamento, serán observables de manera supletoria, en
lo conducente, el Código Fiscal de la Federación y la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo.

Artículo 9. La Comisión delimitará el área del territorio
nacional en la que, previo cumplimiento de los requisitos
que esta ley dispone, se habrá de constituir una Zona.

Son consideradas Zonas aquellos centros de población,
municipios o regiones conformadas por uno, dos o más
municipios de una o más Entidades federativas, siempre
que lo soliciten y se sometan al proceso establecido en la
presente Ley.

Cada área delimitada como Zonas podrá ser explotada por
un organismo público o privado debidamente autorizado,
en calidad de Operador.

Artículo 10. En las Zonas se pueden crear con el objetivo
de desarrollar una actividad específica de la economía co-
mo centros logísticos internacionales, Centros de Pobla-
ción Sustentables, Zonas Especiales de Inversión, Zonas
Turísticas Especiales, Zonas Mineras Sociales, Centros Fi-
nancieros Internacionales, transferencia y desagregación
de tecnología e innovación o cualquier otro régimen espe-
cial no señalado en el presente artículo o que incluya una
combinación de varios de estos regímenes para procurar el
desarrollo de las inversiones bajo modelos integradores.

En las Zonas se desarrollarán actividades relacionadas con
todos los sectores de la economía, prioritariamente las re-
lacionadas con: 

I. La compra, venta, importación, exportación, depósito,
almacenamiento, refinación, purificación, mezcla, en-
samble, transformación y demás actividades relaciona-
das con las mercancías, materias primas e insumos, de
procedencia nacional o extranjera, con excepción de
aquellas para las que las Leyes y las disposiciones re-
glamentarias prevean un tratamiento especial, en cuyo
caso prevalecerán las normas previstas en la norma es-
pecial;

II. La construcción de infraestructura y servicios;

III. La actividad financiera, y 

IV. Los relacionados con servicios de esparcimiento y
recreación propios de centros poblacionales.

Artículo 11. La Comisión, previa opinión del Consejo,
emitirá las reglas de carácter técnico, logístico y de opera-
ción específicas para cada Zona.

Artículo 12. El reglamento de la presente Ley contiene las
medidas necesarias para procurar que los servicios y trámi-
tes relativos al tráfico de personas, de vehículos y mercan-



cías dentro y fuera de las Zonas sean lo más expeditos po-
sible, con el objeto de fomentar la competitividad ;

Artículo 13. La Comisión determina, a través de reglas de
carácter general, la forma en que los usuarios deben llevar
su contabilidad, sin perjuicio de lo dispuesto en las leyes
fiscales vigentes, así como un informe de sus operaciones
en la Zona.

Titulo Segundo
De la Comisión Federal Reguladora, 

los Operadores y Usuarios 

Capítulo I
De la Comisión Federal Reguladora de las 

Zonas Económicas Especiales

Artículo 14. Se crea la Comisión Federal Reguladora de
las Zonas Económicas Especiales, órgano desconcentrado
de la Secretaría de Economía, con autonomía técnica y
operativa, con las facultades de autorizar, regular y promo-
ver el desarrollo eficiente de las Zonas y de supervisión de
sus operadores. 

Artículo 15. La Comisión se integra por cinco comisiona-
dos, designados de la siguiente forma:

I. Un comisionado presidente, nombrado por el titular
del Poder Ejecutivo Federal y ratificado por las dos ter-
ceras partes de los miembros presentes de la Cámara de
Diputados; 

II. Dos comisionados representantes del sector privado,
designado por el titular del Ejecutivo Federal y ratifica-
do por las dos terceras partes de los miembros presentes
de la Cámara de Diputados. 

III. Un comisionado, designado por el titular de la Se-
cretaría de Economía;

IV. Un comisionado, designado por el titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público;

Artículo 16. Para ser designado comisionado se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus de-
rechos;

II. Contar el día de la designación, con antigüedad mí-
nima de 5 años, título profesional de Licenciado en Eco-
nomía, Administración o cualquier otra carrera afín y,

III. Haberse desempeñado en forma destacada en cues-
tiones profesionales, de servicio público o académicas,
relacionadas con los sectores comerciales, industriales o
de servicios.

Artículo 17. Para ser designado comisionado del sector
privado se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano, en pleno ejercicio de sus de-
rechos;

II. Contar el día de la designación, con antigüedad mí-
nima de 5 años, dentro de una asociación o gremio em-
presarial reconocida por la Ley y,

III. Contar con reconocida trayectoria en materia de po-
lítica industrial, logística o en la materia de la presente
Ley.

Artículo 18. Los Comisionados, propondrán y revisarán
periódicamente las políticas, lineamientos y criterios apli-
cables en las Zonas. La Comisión adoptará sus decisiones
por mayoría de votos.

La Comisión sesionará, ordinariamente, una vez al mes y,
extraordinariamente, todas las veces que sean necesarias,
siempre que estén presentes, cuando menos, el Presidente
de la Comisión y dos Comisionados más.

La Comisión contará con las unidades administrativas ne-
cesarias para el ejercicio de sus atribuciones, y con el per-
sonal requerido para el despacho eficaz de sus asuntos, de
acuerdo con su reglamento interno y al presupuesto autori-
zado por el Congreso de la Unión.

Artículo 19. La Comisión contará con un Consejo Técnico
Consultivo, como órgano técnico, de consulta y concerta-
ción, el cual tendrá por objeto coadyuvar al eficiente de-
sempeño de las atribuciones de la Comisión. El Consejo
estará integrado por representantes de instituciones acadé-
micas, los representantes a través de las cámaras del sector
industria, servicios y de comercio, especialistas de probada
trayectoria en el comercio internacional. La Comisión emi-
tirá un reglamento donde establecerá los lineamientos de
organización y funcionamiento del Consejo Técnico Con-
sultivo.
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La actuación de los comisionados observará los principios
de independencia, transparencia, objetividad e imparciali-
dad. La opinión de los mismos será indispensable para que
la Comisión expida la autorización para operar una Zona.

Artículo 20. La Comisión tendrá a su cargo las siguientes
facultades:

I. Recibir, autorizar, y su caso, aprobar las solicitudes de
entidades públicas o privadas que deseen establecer y
operar Zonas;

II. Proponer al Ejecutivo Federal proyectos para el esta-
blecimiento y ampliaciones de Zonas en aquellas áreas
geográficas con potencial estratégico, de acuerdo a la
vocación productiva de la región.

III. Llevar el registro de las Zonas y sus Operadores;

IV. Emitir las reglas de carácter general para el estable-
cimiento y operación de las Zonas;

V. Proponer los lineamientos generales y políticas sec-
toriales para desarrollar la infraestructura básica, equi-
pamiento para la promoción, desarrollo y administra-
ción de servicios de la Zona;

VI. Suspender, revocar la autorización dada a un Opera-
dor, en caso de incumplimiento de las condiciones pac-
tadas, así como nombrar a un nuevo operador en caso de
revocación;

VII. Asumir, excepcional y temporalmente, la adminis-
tración de las Zonas, cuando la autorización le sea sus-
pendida o revocada a un Operador;

VIII. Emitir opiniones sobre asuntos internacionales en
el ámbito de su competencia;

IX. Imponer sanciones por infracciones a las disposicio-
nes legales, reglamentarias y administrativas aplicables;

X. Celebrar convenios de coordinación con los Opera-
dores de Zonas; 

XI. Fungir como instancia de coordinación con depen-
dencias y entidades de la administración pública federal,
estatal y municipal, u otros organismos públicos o pri-
vados que garanticen el cumplimiento de las disposicio-

nes contenidas en esta Ley y la agilización de los trámi-
tes administrativos.

XII. Proponer al Consejo de la Judicatura, un listado de
diez personas para ocupar el cargo de magistrado de la
Jurisdicción Especial de las Zonas.

XIII. La actuación de la Comisión deberá sujetarse, en
todo momento, a criterios de competencia, eficiencia,
seguridad jurídica, imparcialidad y no discriminación.

XIV. Las demás que le confiera esta u otras leyes, re-
glamentos y demás disposiciones aplicables.

XV. Inspección y vigilancia necesarias para ordenar, en
cualquier momento, la exclusión de cualquier mercancía
ingresada a la Zona o prohibir cualquier proceso o tra-
tamiento que, a su juicio y con base en los argumentos
que sustente, sea perjudicial a la salud o a la seguridad
nacional.

XVI. Establecer los lineamientos en materia de autosus-
tentabilidad de las Zonas que deberán cumplir los ope-
radores y usuarios.

Capítulo II
Del Procedimiento para la Instalación de una 

Zona Económica Especial

Artículo 21. Sin perjuicio de lo dispuesto por los Tratados
Internacionales en que México sea parte, se autorizará la
creación de Zonas Económicas Especiales, en las que se
otorgan los beneficios establecidos en esta Ley y no se cau-
san impuestos al comercio exterior.

El establecimiento de una Zona tendrá los siguientes obje-
tivos:

I. Atracción de inversión nacional y extranjera directa
con visión de largo plazo.

II. Incrementar la integración comercial y logística del
país en el plano internacional.

III. Elevar la competitividad y productividad, a través
de la integración interindustrial y comercial con el exte-
rior; 



IV. El crecimiento de la inversión nacional y extranjera
directa;

V. La creación de empleos con salarios referenciados a
la productividad;

VI. El desarrollo de nuevos polos industriales mediante
la incorporación de nuevas tecnologías.

VII. Denotar el desarrollo regional, con prioridad en las
regiones con mayor pobreza.

Artículo 22. La solicitud para el establecimiento de una
zona deberá cumplir lo siguiente:

I. Presentarse por escrito, fundada y motivada, detallan-
do el área geográfica donde se ubicará; 

II. Proyecto de inversión que demuestre la viabilidad
económica;

III. Estudio de impacto ambiental y los documentos
comprobatorios que acrediten el cumplimiento de las
disposiciones de uso de suelo, utilización de agua pota-
ble, drenaje, energía eléctrica, tratamiento de desechos
sólidos y líquidos y demás servicios necesarios para el
correcto desarrollo de las actividades en la Zona; 

IV. Un programa o plan de desarrollo urbano sustenta-
ble y su interacción o influencia con áreas y poblaciones
adyacentes;

V. El Poder Ejecutivo mediante Decreto en el Diario
Oficial de la Federación establecerá la creación de una
o varias zonas;

VI. Las Entidades Federativas y Ayuntamientos pueden
solicitar el establecimiento de una Zona dentro de los lí-
mites territoriales de su Estado;

VII. La superficie total de una Zona, aunque comprenda
un centro de población, una conurbación o una zona me-
tropolitana, siempre debe ser superior a 1,000 hectáreas, y 

VIII. El nombre del organismo público descentralizado
o la persona moral pública o privada, que va a fungir co-
mo Operador de la Zona.

Artículo 23. Una vez recibida la solicitud del Ejecutivo,
las Entidades Federativas y los Municipios, de acuerdo con

lo establecido en el artículo 22 de esta Ley, la Comisión
puede solicitar cualquier información relevante, o la adop-
ción de medidas específicas para tomar la determinación
correspondiente.

La Comisión está obligada a emitir una determinación en
un término no mayor de 120 días naturales contados a par-
tir de la recepción de la solicitud, siempre que se haya pre-
sentado conforme a la presente Ley. La Comisión al recibir
la solicitud con los anexos técnicos, contará con un perio-
do de 60 días naturales para entregar su dictamen.

Artículo 24. Si, concluido el plazo que le otorga esta Ley,
la Comisión emitiera una determinación en sentido negati-
vo, los solicitantes pueden plantear nuevamente la solicitud
de establecimiento de una Zona, siempre y cuando se apor-
ten nuevos elementos probatorios que comprueben la facti-
bilidad y beneficios considerables al país y la región con su
establecimiento.

Artículo 25. La Resolución de autorización para la opera-
ción de una Zona, debe contener:

i. La ubicación exacta, delimitación y extensión total de
la Zona;

ii. Las actividades industriales, comerciales y de servi-
cios más importantes a realizar en la Zona;

iii. La denominación del organismo público o privado
que operará la Zona;

iv. La infraestructura y equipamiento mínimos necesa-
rios en la zona;

v. El texto íntegro de la autorización;

vi. Los esquemas de coordinación que mantendrá la Co-
misión con las autoridades federales con el o los go-
biernos de las entidades estatales y municipales;

vii. Los requisitos específicos que deberá reunir el ope-
rador de la Zona, y 

viii. La fecha de inicio de operaciones.

Artículo 26. En la solicitud de establecimiento de una Zo-
na deberá acompañarse de un plan de trabajo de los opera-
dores indicando cronológicamente, lo siguiente:
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i. La ubicación, topografía y las características del área
en la cual se propone instalar infraestructura y equipa-
miento dentro de la Zona, demostrando:

ii. El área del terreno y del agua; o sólo del terreno, si la
solicitud es para su establecimiento en o adyacente a un
puerto interior; y

iii. Los medios claramente definidos para la separación
del territorio aduanero;

iv. En el caso en que se trate de un desarrollo urbano
nuevo, en un nuevo centro de población o en una zona
de crecimiento o consolidación dentro de un centro de
población existente, deberá presentarse un plan maestro
correspondiente, que con objeto de promover densida-
des sustentables y accesibilidad a los satisfactores urba-
nos.

v. En el caso de que la Zona se ubique en un área urba-
na preexistente, deberá presentarse el plan de desarrollo
urbano que corresponda, de acuerdo a la legislación de
la entidad de que se trate, especificando las alteraciones
a la ordenación urbana que se pretenda realizar en vir-
tud del establecimiento de infraestructura para la Zona
y, en su caso, la concordancia que esta nueva infraes-
tructura tiene con el plan mencionado;

vi. Las instalaciones y los accesorios que se propone
proveer, los planes preliminares y estimación de su cos-
to, así como las instalaciones y los accesorios existentes
que se propone utilizar;

vii. El tiempo dentro del cual propone iniciar y terminar
la construcción de la infraestructura y equipamiento mí-
nimos necesarios para operar la Zona, así como las ins-
talaciones y los accesorios;

viii. El registro preliminar de usuarios de la Zona, espe-
cificando su giro industrial, comercial o de servicios; 

ix. Los métodos propuestos de financiamiento, y,

x. Cualquier información adicional pertinente que la
Comisión pueda requerir.

Sí la Comisión considera que los planes y ubicación pro-
puestos por el Operador no son convenientes para la reali-
zación del propósito de la Zona conforme a esta Ley, que
las instalaciones y los accesorios que se proponen proveer

no son suficientes, prevendrá de ello al solicitante para que
en un término de 20 días hábiles los complemente o, en su
caso, proponga nuevo Operador. 

Artículo 27. Las Zonas estarán sujetas a modificaciones en
su extensión y límites, siempre y cuando dichas modifica-
ciones no contravengan esta Ley y su Reglamento. Los
Operadores, así como el Consejo, pueden proponer a la Co-
misión las modificaciones que estimen convenientes

Es la Comisión la que conoce sobre solicitudes de modifi-
cación, disminución, ampliación o eliminación de Zonas,
las cuales deberán cumplir con los mismos requisitos que
se requieren al solicitar la autorización de una Zona, en tér-
minos de esta Ley; exponiendo, además, los beneficios es-
pecíficos que conllevaría la modificación propuesta.

Artículo 28. La resolución de establecimiento de una Zo-
na, deberá especificar:

I. Las atribuciones que tendrá el Operador de la Zona,
de acuerdo a las características de la misma, ya sea un
área urbana preexistente, o un desarrollo urbano nuevo;

II. La duración de la autorización, misma que siempre
será superior a 20 años, prorrogable a otro periodo de
tiempo igual;

III. Las condiciones y obligaciones que el operador tie-
ne que cumplir durante el plazo de vigencia de la auto-
rización, incluyendo el pago de derechos u otras contri-
buciones, según corresponda, y

IV. Los registros e informes que debe presentar.

Capítulo III
De la Revocación del Permiso

Artículo 29. La Comisión al emitir la resolución de autori-
zación a los Operadores de las Zonas, establecerá las con-
diciones de operación y las adicionales que considere opor-
tunas para el manejo y control de la misma, las cuales
deberán cumplirse por el Operador; de lo contrario, éste se
hará acreedor a una sanción administrativa e inclusive a la
revocación de la autorización respectiva, dependiendo de
la gravedad del caso.

Artículo 30. La Comisión, podrá suspender o revocar la
autorización, si:



i. El Operador incurre en violación grave de cualquiera
de las obligaciones impuestas en la autorización; o, 

ii. El Operador transgrede, de manera grave, la Ley, su
Reglamento o normatividad respectiva.

Artículo 31. En caso de revocación de la autorización u
otras situaciones cuya gravedad así lo determine, la Comi-
sión adoptará las medidas necesarias para los efectos del
mantenimiento y suministro de la infraestructura indispen-
sable para el correcto funcionamiento de la Zona, e inicia-
rá de inmediato, la designación de un nuevo operador de
conformidad con lo establecido por esta ley.

Artículo 32. La Secretaría, emitirá y publicará en el Diario
Oficial de la Federación, el Reglamento de la presente Ley,
que deberá regular:

I. El tráfico de mercancías dentro de la Zona, de acuer-
do a su competencia y mediante el establecimiento de
rutas definidas;

II. El tráfico de mercancías hacia o procedentes de una
Zona, de los puntos de entrada al territorio nacional, es-
tableciendo rutas fiscales;

III. El mantenimiento, almacenaje y manejo de mercan-
cías en la Zona;

IV. El mantenimiento y preservación de cuentas y archi-
vos en formatos específicos respecto a artículos en la
Zona; y,

V. El interés fiscal por medio de fianza o por cualquier
otro de los procedimientos establecidos por el Código
Fiscal de la Federación respecto a las mercancías en
tránsito hacia o procedentes de una Zona y los puntos de
entrada y salida del territorio aduanal, o en tránsito en-
tre Zonas dentro del mismo territorio aduanero.

VI. Medidas de control de documentación necesarias
para comprobar la legal introducción o extracción de
mercancías de la Zona.

Capítulo IV
Obligaciones de los Operadores 

Artículo 33. Cada Operador, según las necesidades parti-
culares de cada Zona, deberá realizar, cuando menos, las
actividades siguientes:

I. Urbanizar terrenos y construir en ellos, edificios para
oficinas, fábricas, almacenes, depósitos, prestación de
servicios y otras actividades complementarias, así como
cualquier infraestructura necesaria y conveniente para el
desarrollo de la Zona, tanto para uso propio como para
su arrendamiento a terceras personas que se establezcan
en ellas;

II. Dar terrenos en arrendamiento o derecho de superfi-
cie, para la realización de las actividades autorizadas;

III. Ofrecer servicios de arranque y operación parcial o
total de plantas para apoyar o llevar a cabo las activida-
des propias de los Usuarios;

IV. Instalar, operar y mantener la infraestructura tecno-
logía de información con el objeto de proveer ventajas
competitivas en los procesos productivos o de servicio
de los usuarios, así un entorno seguro y eficaz en las
operaciones de carácter logístico, financiero y adminis-
trativo al interior y exterior de la Zona.

V. Construir, promover y desarrollar centros de entrena-
miento y capacitación técnica, de asistencia médica y
deportivos y recreativos, así como establecimientos de
servicios públicos, incluyendo los de transporte, para la
utilización de los Usuarios y sus trabajadores;

VI. Realizar las instalaciones necesarias para la presta-
ción de servicios de electricidad, gas y agua, comunica-
ciones locales e internacionales, de seguridad, de alcan-
tarillado, tratamiento de residuales y de desechos, así
como los demás que se requieran para posibilitar el
cumplimiento de los fines de la Zona;

VII. Desarrollar la construcción de viviendas, hoteles,
hospitales, centros de enseñanza y cualquier alojamien-
to que mejore el funcionamiento de la Zona;

VIII. Operar aeropuertos, puertos, muelles, lugares de
embarque o desembarque, estaciones o vías ferroviarias,
o de carga y descarga terrestre, acorde con las respecti-
vas regulaciones legales vigentes; y

IX. Espacios públicos, incluyendo vialidades, áreas ver-
des y espacios para todo tipo de uso comunitario y es-
parcimiento en general;

X. Establecer una política de sustentabilidad de acuerdo
a los lineamientos establecidos por la Comisión.
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XI. Cualesquiera otras que la Comisión, la Secretaría, la
Federación, los Estados, Municipios o los mismos Ope-
radores consideren convenientes para el debido aprove-
chamiento de la Zona.

Artículo 34. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
designará para la Zona, los oficiales, guardias y demás per-
sonal de aduanas que sea necesario para proteger el interés
fiscal de la Federación, de los Estados o Municipios, según
sea el caso y para permitir la admisión de la mercancía ex-
tranjera en territorio aduanero. Así como establecer los me-
canismos de coordinación la banca nacional e internacional
para proveer de servicios financieros a las zonas económi-
cas especiales.

De igual forma, las demás dependencias federales que re-
quieran tener presencia permanente en la Zona, asignarán,
a la misma, el personal que sea necesario dentro de su res-
pectiva competencia.

Artículo 35. Las instituciones de Banca de Desarrollo
brindarán apoyo financiero y técnicamente para el estable-
cimiento y consolidación de Zonas, con prioridad en aque-
llos proyectos con prioridad en el combate a la pobreza y
de inserción de la industria nacional en el mercado asiáti-
co. Los esquemas de financiamiento establecerán estímu-
los en planes de inversión en plazos no menor a 20 años.

Artículo 36. Queda prohibido introducir a las Zonas todo
tipo de armas de fuego, cartuchos, municiones y demás
destinadas a usos bélicos, así como aquellas de uso exclu-
sivo del ejército, armada y fuerza área.

Artículo 37. Las embarcaciones que se introduzcan a una
Zona estarán sujetas a lo dispuesto en la presente Ley, sin
menoscabo de los Tratados Internacionales de que México
forma parte. Asimismo, cuando éstas salgan de la zona y
lleguen al territorio aduanero de México deben estarse a lo
dispuesto en la legislación mexicana aplicable. Lo anterior
se aplica también a las aeronaves, trenes y vehículos auto-
motores de transporte de carga terrestre.

Artículo 38. El Operador llevará un registro de las mer-
cancías que se introduzcan y salgan de las Zonas y será res-
ponsable de enterar a la Secretaría de tales registros en la
forma y según los procedimientos que se establezcan en el
Reglamento.

Para efecto de la extracción de mercancías de la Zona e in-
troducción a territorio aduanero mexicano, se considera lo

dispuesto por la legislación aduanera en vigor en lo que
respecta al régimen aduanero que corresponda, según sea
el caso.

Capítulo V
De los Usuarios

Artículo 39. El Usuario directo de una Zona, es aquella
persona física o moral, nacional o extranjera con registro
ante la Comisión, que adquiere derechos para desarrollar
en ellas cualesquiera de las actividades empresariales a que
se refiere el artículo 9 de esta Ley y que, por el hecho de
llevar a cabo dichas actividades dentro de la Zona, obtiene
los beneficios las exenciones de los impuestos al comercio
exterior y demás beneficios que se contemplan en la pre-
sente Ley.

Artículo 40. Es Usuario Indirecto aquella persona física o
moral con actividades empresariales, nacional o extranjera,
que opera en una Zona mediante contrato celebrado con un
usuario directo, utilizando o aprovechando sus instalacio-
nes con los beneficios y obligaciones que establece la pre-
sente Ley.

Para los efectos de la presente Ley, son usuarios también
todas las personas físicas, independientemente de su nacio-
nalidad, que habiten la Zona en forma temporal o perma-
nente, de acuerdo a lo que establezca la Ley General de Po-
blación.

Artículo 41. Los Operadores de una Zona deberán llevar
un registro pormenorizado de los usuarios directos e indi-
rectos, rindiendo informe periódico y sus modificaciones
ante la Comisión.

El registro de los usuarios contiene, cuando menos:

I. Nombre o razón social del Usuario;

II. Designación y domicilio de la Zona, del Operador y
de la o las instalaciones del Usuario;

III. Principal actividad industrial, comercial o de servi-
cios que realiza;

IV. Principales productos que introduce, extrae, importa
y exporta; y,

V. Los demás requisitos de identificación que, en cual-
quier circunstancia requiera la Comisión. El Operador



debe remitir a la Comisión el registro con los datos de
los usuarios actualizados.

En el caso de que la Zona se establezca en un centro urba-
no, ciudad o cualquier otra figura urbanizada, el operador
debe levantar un listado de las personas físicas o morales
que tengan una actividad empresarial relacionada con el
comercio exterior y gocen de las exenciones y beneficios
fiscales de la presente Ley.

Capítulo VI
De las Obligaciones de los Usuarios de las 

Zonas Económicas Especiales

Artículo 42. Los usuarios tienen las siguientes obligacio-
nes:

I. Llevar el catálogo de todos los artículos introducidos
a la Zona, su fecha de recepción, su procedencia, el va-
lor y la cantidad; en el caso de artículos, materiales o in-
gredientes usados para manufacturar, procesar o empa-
car se deberá indicar la cantidad usada en la elaboración
de los artículos terminados;

II. Conservar la base de datos de los artículos enviados
fuera de la Zona, incluyendo precio de venta y cantidad
vendida; 

III. Mantener disponible por un período no menor a cin-
co años, para inspección por funcionarios de la Secreta-
ría, la totalidad de archivos, facturas y otros documen-
tos relacionados con dichos artículos, y

IV. Integrarse y cooperar al Programa de Formación de
Capital Humano

V. La Comisión establecerá mediante disposiciones de
carácter general el uso de instalaciones específicas, par-
ticularmente para el mejor control de entradas y salidas
de mercancías.

Los Usuarios Directos e Indirectos están obligados a per-
mitir las inspecciones o verificaciones dentro de la Zona,
por parte de las autoridades de la Secretaría o de la Comi-
sión. Dichas inspecciones o verificaciones se harán me-
diante mandato previo, por escrito, debidamente fundado y
motivado y conforme al procedimiento establecido en el
reglamento de la presente Ley.

Artículo 43. Los Usuarios gozaran de igualdad de condi-
ciones ante la Ley, sin restricción alguna ante la legislación
mexicana y frente a los tratados internacionales del cual
México forme parte.

Titulo Tercero
Del Régimen Fiscal y Aduanal de las Zonas

Capítulo I
Del Régimen Fiscal 

Artículo 44. Las Zonas Económicas Especiales tienen un
régimen fiscal autónomo, pueden utilizar y distribuir sus
ingresos financieros conforme a lo establecido en la pre-
sente Ley. 

Artículo 45. Las Zonas contarán con un régimen fiscal que
garantice mantener condiciones de competitividad frente a
otras zonas económicas. Los Usuarios gozarán con las si-
guientes condiciones fiscales de operación:

I. La enajenación de servicios y mercancías nacionales
de proveedores nacionales ajenos a la Zona, se aplicará
una tasa del cero por ciento del Impuesto al Valor Agre-
gado;

II. Expedición automática de la constancia de Empresa
Altamente Exportadora;

III. Exención del pago de los Impuestos al Comercio
Exterior causados o por causarse e Impuesto al Valor
Agregado causado por la introducción de mercancías
que se destinen a las actividades establecidas en el ar-
tículo 9 de la Ley;

IV. Exenciones al pago del Impuesto al Valor Agregado
causado por la venta de servicios y mercancías dentro y
entre Zonas y por la venta de mercancías a maquilado-
ras y las empresas con programas de exportación auto-
rizados por la Secretaría de Economía;

V. El Impuesto sobre la Renta para personas físicas no
puede ser superior al 12 %.

VI. El Impuesto sobre la Renta para personas morales
no puede ser superior al 16 %.

VII. Un impuesto especial a los terrenos o tierras sin uso
o explotación de 10 %.
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VIII. Un impuesto a los bienes inmuebles cuyo porcen-
taje será fijado por la Comisión hasta un máximo de 10
%, y 

IX. Exención del pago de los derechos de trámites adua-
neros.

Los incentivos a que se hace referencia en el presente ar-
tículo a excepción de la fracción V, empezarán a surtir
efecto a partir de la fecha de expedición del Registro de
Usuario correspondiente.

Las excepciones al pago de impuestos que esta ley estable-
ce, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 1 y 5
del Código Fiscal de la Federación, serán sin perjuicio de
las demás obligaciones fiscales que ésta y otras leyes dis-
pongan. La Comisión estará facultada para definir el por-
centaje de impuestos a cobrar en cada caso, dentro de los
parámetros señalados en éste artículo. 

Los operadores están autorizados para establecer cuotas ra-
zonables por la prestación de servicios para recuperar los
costos de inversión y de operación de la infraestructura al
interior de las Zonas.

Artículo 46. Las compras de bienes y servicios que reali-
cen en el mercado nacional los usuarios que operan dentro
de una Zona están exoneradas del pago del Pago del Im-
puesto al Valor Agregado

Artículo 47. Cuando las empresas que operan dentro de las
Zonas que vendan productos, bienes o servicios en el resto
del país están obligadas a pagar los aranceles, impuestos o
derechos establecidos en la respectiva Ley de Ingresos de
la Federación y demás leyes en la materia.

Artículo 48. Los ingresos federales que sean recaudados
en las Zonas el 40% se reportará a la Federación y el 60%
deberán ser administrados a través de un fideicomiso crea-
do para cada una, por el Banco de México que será desti-
nado para investigación y desarrollo de tecnología y for-
mación de capital humano.

Capítulo II
Del Régimen Aduanal

Artículo 49. Una Zona no es territorio aduanal. Las leyes
vigentes, relacionadas con la importación y exportación
de mercancías, no son aplicables a las mercancías intro-
ducidas a una Zona, independientemente de su proceden-

cia. Para los efectos de esta Ley, no se aplica la Ley Adua-
nera con respecto a la mercancía directamente introducida
a una Zona.

Artículo 50. Toda mercancía que sea introducida a una Zo-
na estará exenta de impuestos al comercio exterior, dere-
chos, y otras contribuciones, restricciones y regulaciones
no arancelarias, mientras permanezca en la Zona y siempre
que sea parte del comercio o negocio de un Usuario y no
esté prohibida por razones de orden público, seguridad, sa-
lud pública, salud animal o salud vegetal.

Artículo 51. Las mercancías que se extraen de la Zona y se
destinan a la exportación, están libres de impuestos, dere-
chos y, restricciones y regulaciones no arancelarias, excep-
to en el caso de artículos cuya exportación esté restringida
o prohibida por las disposiciones reglamentarias corres-
pondientes.

Artículo 52. Cualquier mercancía que provenga de cual-
quier punto del territorio nacional distinto a una aduana u
otra Zona, al entrar en la Zona, será considerada como ex-
portada para los propósitos de esta Ley, excepto para los
efectos de su reingreso al territorio aduanal mexicano.

Artículo 53. Las reglas de carácter general emitidas por la
Comisión para reglamentar el tráfico de mercancías entre
una Zona y el territorio aduanal mexicano, observarán las
siguientes bases:

I. Los Usuarios tendrán la alternativa de pagar el aran-
cel que más les favorezca al momento de la importa-
ción, ya sea por los insumos integrados o como produc-
to terminado, de la mercancía procedente del extranjero,
introducida en una Zona con el fin de someterla a algún
proceso de transformación, elaboración, reparación o al-
teración, que implique utilización de componentes de
origen diverso, y que vaya a ser importada definitiva-
mente al territorio aduanal mexicano;

II. La mercancía que se extraiga de la Zona, y se intro-
duzca a territorio aduanal mexicano estará sujeta al ré-
gimen de importación definitivo de mercancías prove-
nientes del extranjero con apego a lo dispuesto en la
legislación aduanera en vigor.

III. Las mercancías derivadas de procesos industriales
descritos en el artículo 9 de la presente Ley, quedarán
exentas del impuesto general de importación, al mo-
mento de la importación al territorio aduanal mexicano,



siempre que su identidad y origen hayan sido debida-
mente comprobados como producto mexicano de acuer-
do con lo establecido en las reglas emitidas por la Co-
misión;

IV. A la importación a territorio aduanal mexicano de
mercancías extranjeras extraídas de una Zona en el mis-
mo estado en que fueron introducidas, se les aplicará el
arancel de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Genera-
les de Importación y de Exportación, asimismo se les
podrá aplicar el arancel preferencial de conformidad
con los acuerdos comerciales suscritos por México,
cuando se cumpla con las reglas de origen y demás re-
quisitos previstos en dichos acuerdos, siempre que se
cuente con el documento que compruebe el origen del
bien; y,

V. A los insumos extranjeros contenidos en una mercan-
cía que, proveniente de una Zona, se importe al territo-
rio aduanal mexicano, se les aplicara el arancel de la Ta-
rifa de la Ley de los Impuestos Generales de
Importación y de Exportación, asimismo se les puede
aplicar el arancel preferencial de conformidad con los
acuerdos comerciales suscritos por México, cuando se
cumpla con las reglas de origen y demás requisitos pre-
vistos en dichos acuerdos, siempre que se cuente con el
documento que compruebe el origen del bien.

Artículo 54. La Comisión, a través de la Secretaría, emiti-
rá las Reglas de Identidad y Origen de conformidad con el
Acuerdo sobre Reglas de Origen de la Organización Mun-
dial de Comercio, con base en esta Ley, su Reglamento, y
demás leyes aplicables, para determinar la identidad y el
origen de los productos que se introduzcan o que se extrai-
gan de una Zona.

Para efecto de las mercancías que se extraigan de la Zona
y se destinen a la exportación, de conformidad con el inci-
so a del artículo 3 del Acuerdo General sobre Aranceles
Aduaneros y Comercio, se considerará el origen de la mer-
cancía conforme a las reglas emitidas por la Comisión, en
relación a la fracción V del presente artículo. Las mercan-
cías introducidas a una Zona podrán ser transferidas a otra
Zona, sin el pago de aranceles y de conformidad a las dis-
posiciones emitidas en las reglas de carácter general para el
movimiento de las mismas.

Artículo 55. Dentro de la Zona, se autoriza la compraven-
ta al menudeo de mercancías de importación, libres de los

impuestos correspondientes, sujeta a las reglas que emita al
respecto la Comisión.

Salvo lo dispuesto en esta Ley, su Reglamento, o las reglas
que al respecto se expidan, al salir de la zona, la mercancía
comprada al menudeo deberá pagar los impuestos corres-
pondientes descontando las franquicias que en su caso co-
rrespondan, según lo determine la Secretaría.

Capítulo III
Otros Beneficios

Artículo 56. Las exenciones de impuestos y demás benefi-
cios contenidos en esta Ley, se refieren a los establecidos
en el artículo 46 de la presente Ley, así como la posibilidad
de tramitar sin la intervención de agente aduanero, hacien-
do uso de una declaración única aduanera.

Artículo 57. Las relaciones laborales entre Usuarios de las
Zonas y sus trabajadores se sujetan a la Ley Federal del
Trabajo, con las excepciones que se introducen en este ca-
pítulo.

En todos los casos, los contratos de trabajo en las Zonas de-
ben registrarse en la Junta de Conciliación y Arbitraje com-
petente por cuestión de territorio y en el registro que para
este efecto lleve el Operador.

Artículo 58. Los salarios de los trabajadores que laboren
para los usuarios de las Zonas deberán ser similares y com-
petitivos a los salarios del sector o rama económica a nivel
internacional. Los incrementos salariales de los trabajado-
res se determinarán por productividad y desarrollo de co-
nocimientos. 

Las partes, al momento de celebrar el contrato, pactarán en
moneda nacional o en la divisa que corresponda con la em-
presa.

Artículo 59. A los trabajadores de los usuarios de las Zo-
nas les corresponde el derecho a participar de las utilidades
de conformidad con lo que dispone la Ley Federal del Tra-
bajo.

Artículo 60. Los contratos de trabajo dentro de las Zonas
se sujetarán a las normas generales sobre prevención, se-
guridad e higiene, de conformidad con lo que dispone la le-
gislación laboral.
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Artículo 61. Los Usuarios, en coordinación con el Opera-
dor, entrenan y capacitan al personal que presta sus servi-
cios en las Zonas.

Artículo 62. La Secretaría de Gobernación concede visas o
permisos especiales para la permanencia en el país de ex-
tranjeros y sus familiares, siempre y cuando tengan contra-
tos de prestación de servicios con el Operador o los Usua-
rios de las Zonas.

Capítulo IV
Sanciones

Artículo 63. Las violaciones e infracciones a la presente
Ley, su Reglamento, reglas y disposiciones administrati-
vas, cometidas por los Operadores y Usuarios, son sancio-
nadas por la Comisión y Secretaria de Hacienda y Crédito
Público dentro de sus respectivas competencias, con la pér-
dida temporal o definitiva de las exenciones y demás bene-
ficios que esta Ley establece, sin perjuicio de las demás
sanciones de carácter administrativo, civil o penal que
otras disposiciones legales impongan.

Las sanciones, sobre todo si son económicas se deben es-
pecificar en la Ley y deben ser equitativas y proporciona-
les a la norma violentada.

Título Cuarto
De la Solución de Controversias

Capítulo I
Solución de Controversias

Artículo 64. Las Zonas están sujetas a una jurisdicción es-
pecial y contarán con tribunales autónomos e independien-
tes con competencia exclusiva en las materias que no estén
sujetas a arbitraje obligatorio. Los mismos serán creados
por el Poder Judicial por medio del Consejo de la Judica-
tura a propuesta del Consejo.

Quienes habiten u operen en una de estas Zonas podrán
pactar contractualmente el sometimiento a una jurisdicción
arbitral o judicial diferente a la de las Zonas.

Artículo 65. Los jueces y magistrados de las Zonas serán
nombrados por el Consejo de la Judicatura del Poder Judi-
cial de entre los integrantes de un listado de candidatos
propuestos por la Comisión. 

Artículo 66. Los órganos jurisdiccionales de las Zonas po-
drán ser integrados por profesionales del derecho de alto
prestigio y reconocida trayectoria de otras jurisdicciones
nacionales o extranjeras, debiendo acreditar siempre am-
plio conocimiento y experiencia en la aplicación del Dere-
cho Internacional en materia de comercio e inversiones.

Artículo 67. Cualquier conflicto que surja entre los Usua-
rios y el Operador se resolverá, preferentemente, a través
de la negociación, la mediación o el arbitraje, sin perjuicio
de los medios judiciales establecidos por la legislación me-
xicana.

Establecer un procedimiento de conciliación y las autori-
dades que participan, o si es arbitraje, el modo de nombrar
el árbitro, puedes hacer supletoria, para los efectos de este
artículo la legislación Federal.

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación.

Segundo. La Secretaría, previo dictamen de la Comisión,
emitirá, dentro de los 180 días contados a partir de la pu-
blicación de la presente Ley, el Reglamento correspon-
diente al tráfico de mercancías dentro de la Zona, de acuer-
do a su competencia y mediante el establecimiento de rutas
definidas; al tráfico de mercancías hacia o procedentes de
una Zona, de los puntos de entrada al territorio nacional,
estableciendo rutas fiscales; al mantenimiento, almacenaje
y manejo de mercancías en la Zona; al mantenimiento y
preservación de cuentas y archivos en formatos específicos
respecto a artículos en la Zona; al interés fiscal por medio
de fianza o por cualquier otro de los procedimientos esta-
blecidos por el Código Fiscal de la Federación respecto a
las mercancías en tránsito hacia o procedentes de una Zo-
na y los puntos de entrada y salida del territorio aduanal, o
en tránsito entre Zonas dentro del mismo territorio aduane-
ro y a las medidas de control de documentación necesarias
para comprobar la legal introducción o extracción de mer-
cancías de la Zona.

Tercero. La Secretaría de Economía emitirá en un plazo no
mayor a 180 días los lineamientos de organización y fun-
cionamiento del Consejo Técnico Consultivo, así como to-
das las disposiciones reglamentarias de la presente Ley.



Notas:

1 El número de mexicanos que radica en los Estados Unidos que entró
de manera ilegal creció de 6 a casi 12 millones en dos décadas.

2 El 15 de mayo de 2013 la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, realizó la declaratoria por la que se reforma los párrafos prime-
ro y último del artículo 25, así como el párrafo primero y tercero del
apartado “A” del artículo 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de competitividad.

3 El Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica
(TPP, por sus siglas en inglés, Transpacific Parthership) es la actual ne-
gociación plurilateral que tiene como objetivo la liberalización del co-
mercio y la inversión entre los países de la región Asia- Pacífico. El es-
quema de negociación incluye doce economías Australia, Brunéi,
Chile, Estados Unidos, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, Perú, Singa-
pur, Vietnam, Canadá y México. En octubre de 2012 México, ingreso
formalmente a las rondas de negociación para impulsar el dinamismo
comercial de productos e inversiones mexicanas y posicionarse en una
zona de importancia estratégica.

4 Ver Boyenge, J.P.S. (2007). Base de datos de la OIT sobre las zonas
francas de Exportación, Organización Internacional de Trabajo, dispo-
nible en 

http://www.ilo.org/public/libdoc/ilo/2007/107B09_80_span.pdf

5 Es importante mencionar, que el proyecto de Leyes Reglamentaria de
las Zonas Económicas Especiales fueron ampliamente discutidas a tra-
vés del sitio de internet del Departamento de Comercio para recibir su-
gerencias y comentarios -se recibieron alrededor de 800 sugerencias
sobre el proyecto de reglamento-. Adicionalmente se realizaron exten-
sas consultas, la Ley de Zonas Económicas Especiales2005 y sus res-
pectivo reglamento, entró en vigor el 10 de febrero de 2006, considero
ante el modelo de zona franca de 1965 y de zonas económica del año
2000, una drástica simplificación de los procedimientos y una sola
ventanilla a nivel federal y estatal para los trámites relacionados con el
establecimiento u operación de una Zona Económica Especial.

6 El Reglamento de la Ley de Zonas Económicas Especiales establece
claramente la obligación de construir “infraestructura” industrial, co-
mercial o social u otras instalaciones necesarias para el desarrollo de
una zona económica especial o cualquier otra instalación o instalacio-
nes relacionadas. The Special Economic Zones Act, 2005, New Delhi,
23 June, 2005.

7 Hong Kong in Honduras. The Economist, Dec 10th 2011. Website:
http://www.economist.com/node/21541392

8 Ley Orgánica de las Zonas de Empleo y Desarrollo Económico (ZE-
DE) de la República de Honduras: Decreto No.120- 2013.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, miércoles 18
de marzo de 2015.— Diputada Lourdes Medina Valdés (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Economía y de
Hacienda y Crédito Público, para dictamen y a la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión.

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION PUBLI-
CA FEDERAL

«Iniciativas que reforma el artículo 17 Bis de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, suscrita por in-
tegrantes de la Comisión Especial de programas sociales

Los diputados y diputadas José Francisco Coronato Rodrí-
guez, José Alejandro Montano Guzmán, Francisco Tomás
Rodríguez Montero, Leonor Romero Sevilla, Cristina Ol-
vera Barrios, Jessica Salazar Trejo, Héctor Hugo Roblero
Gordillo, Carol Antonio Altamirano, Tanya Rellstab Carre-
to, Víctor Serralde Martínez, Darío Badillo Ramírez, Alma
Marina Vitela Rodríguez y Juan Francisco Cáceres de la
Fuente, presidente, secretarios e integrantes respectiva-
mente, de la Comisión Especial de programas sociales en
la LXII Legislatura, de conformidad con la facultad que
nos confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a
consideración de la honorable asamblea, la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 17 Bis de la Ley Orgánica de la Administracion Pu-
blica Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La legalidad es una obligación que debe cumplir cualquier
persona a la que se le haya conferido una responsabilidad
que esté vinculada con la aplicación de recursos públicos,
máxime si se tratan de recursos públicos destinados a la
operación de programas sociales encaminados a abatir los
altos índices de desigualdad en diferentes frentes y secto-
res de nuestro país.

Las actividades que los funcionarios públicos llevan a ca-
bo, constituyen el conjunto de actos y tareas que se deben
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realizar para la consecución de los fines del estado. Estas
atribuciones concedidas por la ley deben procurar salva-
guardar los valores o principios básicos de legalidad, hon-
radez, lealtad, imparcialidad y eficiencia.

En nuestro país, la importancia de una correcta administra-
ción pública se asocia al esfuerzo que debe realizar el Go-
bierno mexicano para alcanzar mayores índices de eficien-
cia, eficacia y honestidad en el ejercicio de las funciones
públicas. Dicho esfuerzo debe verse reflejado en toda la or-
ganización administrativa a nivel federal prioritariamente
realizando importantes ajustes en las funciones de algunos
puestos de servidores públicos de las dependencias del eje-
cutivo federal que tienen programas sociales a su cargo.

De tal manera, que el manejo de los recursos públicos con
sesgos partidarios o con fines de favoritismo hacia particu-
lares, es contrario a los principios de probidad que deben
tener en su actuar cotidiano todos los servidores públicos
sin importar el nivel del puesto, ni dependencia en la que
laboren, ni la entidad federativa ni tampoco al orden de go-
bierno al cual están sirviendo en algún puesto de trabajo,
solo importa el bien de la sociedad, sin robo, sin preferen-
cias y sin desvío de recursos.

Desafortunadamente en la normatividad, el perfil de pues-
to para los titulares de las delegaciones carece de requisi-
tos más precisos y sobre todo los requisitos que deben de
cumplirse para evitar el sesgo partidista y de posible des-
vío de recursos públicos o bien que dichos titulares tengan
favoritismos hacia determinados sectores de beneficiarios
de los programas sociales.

Asimismo, por si fuera poco nos encontramos en muchos
casos con la falta de la experiencia necesaria en las áreas
encomendadas de dichos servidores públicos, mermando
así la capacidad para ofrecer los programas públicos con la
legalidad que se merecen y así lograr atender los derechos
fundamentales de los ciudadanos que más lo necesitan.

En los últimos años, diversas organizaciones de la sociedad
civil, medios de comunicación y actores políticos, han de-
nunciado públicamente la transgresión de las normas y la
comisión de diversos ilícitos por parte de funcionarios pú-
blicos adscritos a las diversas dependencias, que tienen que
ver no sólo con el uso electoral de los recursos de progra-
mas sociales destinados al combate de la pobreza, sino con
el manejo inadecuado de los programas sociales y la mani-
pulación de la población que se encuentra en los padrones

de dichos programas con miras al beneficio particular o
partidista.

Además, en la mayor parte de los casos, ha resultado que
precisamente se trata de personas íntimamente ligadas a la
operación electoral de algún partido político, cuya expe-
riencia en los sectores ligados a las políticas públicas que
se han implementado para mejorar la educación, salud, de-
sarrollo social, agricultura, autoempleo, por mencionar al-
gunos, es nula o con muy bajos índices en el conocimiento
del perfil de la Dependencia y al contrario, su desarrollo
profesional y experiencia laboral se centra en actividades
netamente político electorales.

Es de importancia toral, que el actuar de los servidores pú-
blicos relacionados con la política social no se desvincule
por ninguna razón del combate a la corrupción, de la obli-
gación de rendir cuentas y transparentar ante las institucio-
nes y la sociedad, los procesos y resultados de las activida-
des que involucran las funciones del puesto de trabajo que
tienen dichos servidores públicos.

Es necesario terminar con el favoritismo y las acciones
clientelares que representan ilícitos que deben ser castiga-
dos y poner fin a la manipulación y mal uso de los progra-
mas sociales que hace que se deforme y en muchos casos,
se pierdan los verdaderos objetivos de los mismos, propi-
ciando que no se cumpla con las metas planteadas por las
políticas públicas que les dieron origen, por lo que se hace
imperativo y necesario precisar en el marco legal corres-
pondiente, los perfiles mínimos que deben cumplir las per-
sonas que pretendan ser titulares de las delegaciones fede-
rales de las dependencias que operan programas sociales y
por lo tanto administrarán recursos públicos para garanti-
zar que la población objetivo que busca obtener los benefi-
cios de los programas distribuidos por el estado, sea efec-
tivamente aquella población que más lo necesita.

Como una acción que coadyuve con otras de tipo operati-
va, como lo es el blindaje electoral que el ejecutivo Fede-
ral instruye y lleva a cabo en tiempos electorales, en esta
Comisión nos pronunciamos por fortalecer el marco jurídi-
co que sirva de base y deje a un lado las ambigüedades o
vacíos normativos que a la fecha han sido aprovechados
por malos funcionarios públicos y han servido de huecos
que han permitido el incumplimiento de la obligación de
llevar procesos de selección y asignación de subsidios de
forma legal, eficiente, eficaz y transparente.



Alcanzar estos fines con altos estándares, tiene un impacto
directo en la calidad de vida de millones de mujeres y hom-
bres, niñas y niños de nuestra sociedad que merecen que
sean atendidas sus necesidades más apremiantes y eso, no
debe verse comprometido con actos de corrupción que
pongan en riesgo dichos valores. 

La redacción actual de la Ley correspondiente, es impreci-
sa en cuanto a los requisitos profesionales, ambigua res-
pecto de la experiencia administrativa en el sector público
y omisa, en cuanto al distanciamiento de los cargos parti-
darios y los puestos de elección popular.

De esta manera, el reto es pasar de un esquema de nom-
bramientos discrecionales a uno acotado por la Ley, preci-
sando de manera lógica los requisitos tanto para elevar el
nivel de profesionalización y especialización, como para
tomar distancia de los intereses políticos en general.

Por lo anterior, de aprobarse la presente iniciativa, estare-
mos induciendo a la legalidad e imparcialidad en el mane-
jo de recursos públicos distribuidos a la población por me-
dio de subsidios vía programas sociales, así como otorgarle
al marco legal en esta materia, la fortaleza de ser clara y
precisa que permita la adecuada selección y designación de
funcionarios relacionados con la correcta y legal operación
de programas sociales. Y de paso estaremos coadyuvando
a la disminución de un porcentaje alto de actos de interme-
diarismo clientelar, corrupción, y abonando al principio de
transparencia en la aplicación de recursos públicos. 

Por lo anteriormente motivado y fundado, sometemos a la
consideración de la honorable asamblea, el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 17 Bis de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal

Artículo Primero. Se reforma el inciso b) y se adicionan
los incisos e), f) y g) del artículo 17 Bis de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública federal, para quedar como
sigue:

Artículo 17 Bis. ...

I. ...

a) …

b) Contar con estudios académicos de nivel licen-
ciatura como mínimo con una antigüedad de al
menos tres años al día de su designación, en ma-
terias vinculadas o afines a las atribuciones que
correspondan a la delegación respectiva.

c) …

d) ...

e) No desempeñar ni haber desempeñado ningún
cargo en algún partido político en los tres años
inmediatos anteriores a la fecha del nombra-
miento.

f) No haber sido electo o designado como dirigen-
te de un partido político Federal o Estatal al me-
nos tres años previos al día de la designación del
nombramiento.

g) No haber sido candidato a puesto de elección
popular, al menos tres años previos al día de la
designación del nombramiento.

… 

… 

… 

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 26 días del mes de fe-
brero del año 2015.— Diputados: José Francisco Coronato Rodríguez
(rúbrica), José Alejandro Montano Guzmán (rúbrica), Francisco Tomás
Rodríguez Montero (rúbrica), Carol Antonio Altamirano (rúbrica), Da-
río Badillo Ramírez (rúbrica), Tanya Rellstab Carreto (rúbrica), Juan
Francisco Cáceres de la Fuente (rúbrica), Cristina Olvera Barrios (rú-
brica), Héctor Hugo Roblero Gordillo (rúbrica), Leonor Romero Sevi-
lla (rúbrica), Jessica Salazar Trejo (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Gobernación, para dicta-
men.
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LEY GENERAL DE EDUCACION Y DE LA LEY
GENERAL DE TURISMO

«Iniciativas que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes Generales de Educación, y de Turismo, a car-
go del diputado Danner González Rodríguez, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Danner González Rodríguez, integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, fracción I,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma la frac-
ción II del artículo 14 de la Ley General de Educación; la
fracción X del artículo 7, el párrafo segundo del artículo
11, el párrafo segundo del artículo 12 y el párrafo segundo
del artículo 13, todos de la Ley General de Turismo, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La importancia del turismo para la economía mexicana es
indudable, sus beneficios se traducen en la generación de
empleos y el fomento del desarrollo regional, además, es
factor de difusión de atractivos culturales y naturales.

De acuerdo con información del Banco de México, para los
años 2005, 2006, 2007 y 2008, se siguió con una tendencia
ascendente en la balanza comercial y turística.1

Por lo que hace a la entrada de divisas, bajo este concepto
México obtuvo 137 mil 713 millones 497 mil 74 pesos
aproximadamente en 2010, según informa la Secretaría de
Turismo (Sectur).2 Mientras que en 2011 fueron de 147 mil
656 millones 400 mil pesos, y en 2012 ascendieron a 151
mil 786 millones.3

De acuerdo a los datos anteriormente señalados, es notable
el crecimiento que ha atravesando el ramo turístico en es-
tos últimos años, pese a las grandes dificultades que se le
presentan, como la falta de inversión en el sector y la inse-
guridad, sobre todo ésta última que ha generado por un la-
do, el desarrollo del llamado “turismo blindado” que pre-
valece en algunos destinos turísticos, pero por el otro,
ocasiona que países como Alemania, Canadá, España, Es-
tados Unidos de América y Francia, emitan “alertas diplo-
máticas” para que sus conciudadanos no vengan a visitar

los destinos turísticos de nuestro país por la sensación ge-
nerada de violencia que impera en México. 

Otra de las principales dificultades que desafía al turismo
en nuestro país, y que compromete seriamente su expan-
sión, es la carencia de personal especializado y actualizado
que se encargue de cubrir las necesidades que el turismo
global requiere. 

La falta de un modelo educativo congruente en materia tu-
rística ha ocasionado que los jóvenes interesados en desen-
volverse como profesionistas en este sector, no cuenten con
las herramientas necesarias para desempeñar su labor acor-
de a las exigencias del mercado internacional. 

Las instituciones de nivel superior que actualmente cuen-
tan con los permisos para ofrecer carreras relacionadas con
el sector turístico, muchas de las veces poseen un modelo
definido de programas y planes de estudio, pero su estruc-
tura responde a un modelo tradicional que no abarca las
nuevas dimensiones que ha tomado el turismo global. 

El turismo exige una prestación de servicios actualizada,
pues tanto el turista nacional como extranjero esperan
atención y servicios de calidad. Por tanto, la formación téc-
nica del profesional del turismo exige un mayor esfuerzo
de formación e incluso de educación personal, para conse-
guir que aquellas expectativas sean satisfechas por un tra-
bajo bien realizado.

Las nuevas tecnologías incorporadas al proceso producti-
vo, el uso intensivo de sistemas y programas informáticos
y las acciones y procesos desarrollados mediante comple-
jos métodos de comunicación e información, obligan a que
el profesionista adquiera una formación más completa,
donde pueda manejar el amplio conjunto de equipos elec-
trónicos que cada día van adquiriendo nuevas funciones
por los avances de la tecnología.

La falta de congruencia de los planes de estudio con la rea-
lidad del turismo mundial, se gesta porque la Secretaría de
Educación Pública (SEP) no ha hecho lo suficiente en ma-
teria de evaluación y formulación de planes y programas de
estudio, para abarcar la totalidad de estos y corregir las de-
ficiencias encontradas.

De acuerdo con el listado de la SEP, en 2009 había un to-
tal de 627 carreras en el área de turismo. En 2010 existían
732 programas educativos de nivel superior, lo que de-
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muestra que en dos años se sumaron 105 nuevos programas
educativos, los cuales integran cinco áreas: planificación y
desarrollo, formación empresarial, administración de insti-
tuciones u hospitalidad, animación y recreación, y turismo
alternativo.

Si bien es cierto que el número de instituciones y carreras
crece, en la labor de evaluación y formulación de planes y
programas de estudio, la SEP se encuentra indiscutible-
mente atrasada. 

Para realizar la tarea de evaluar los programas de estudio
de las diversas instituciones de educación superior, la SEP
se auxilia de la organización no gubernamental denomina-
da Consejo para la Acreditación de la Educación Superior,
AC (Copaes),4 que a su vez otorga certificaciones a otros
organismos que adquieren el grado de acreditadores de pla-
nes de estudio. 

En materia turística, el encargado para reconocer la calidad
de un programa de estudio es el Consejo Nacional para la
Calidad de la Educación Turística, AC (Conaet), quien re-
visa programas educativos en los cinco perfiles de egreso
del área del turismo (planificación y desarrollo, gestión
empresarial, administración de instituciones/hospitalidad,
gastronomía y turismo alternativo).5

Sin embargo el Conaet, a principios de 2011, solamente ha-
bía evaluado el 9 por ciento de los programas de estudio re-
lacionados con el turismo y encontró áreas en las que había
que trabajar.

Es evidente que la labor de evaluación de planes de estudio
en materia de turismo no es suficiente para garantizar a
nuestros jóvenes una educación de calidad.

Es por ello que se debe implementar un mecanismo para
mejorar los programas y planes de estudio en materia tu-
rística, ya que el proceso de evaluación no abarca la totali-
dad de las instituciones de educación superior que impar-
ten carreras relacionadas con el sector de referencia.

Por tanto, presento a esta soberanía la siguiente propuesta
consistente en incorporar a la SEP en la Comisión Ejecuti-
va de Turismo y en el Consejo Consultivo de Turismo y sus
respectivas representaciones estatales, para que tengan co-
nocimiento de la situación actual en la que se encuentra el
turismo en nuestro país. 

Una vez identificadas las necesidades que el sector turísti-
co requiere, así como de los avances que se vayan tenien-
do en el ramo, la SEP de acuerdo a la facultad que le otor-
ga la Ley General de Educación respecto a formular planes
y programas de estudio, integrará todas las experiencias
obtenidas en las reuniones de los Consejos y de la Comi-
sión Ejecutiva, para elaborar los programas de enseñanza
turística. 

De esta manera las nuevas y ya existentes instituciones que
impartan carreras afines al sector turístico, deberán seguir
los programas de estudio que la SEP formule con la garan-
tía de que dichos programas fueron elaborados mediante
las experiencias recabadas en la Comisión y en los Conse-
jos de Turismo. 

Todo con el objetivo de formular instrumentos que ayuden
al desarrollo de la educación turística en México, estable-
ciendo las condiciones necesarias de rigor, calidad y cum-
plimiento en los planes y programas de estudio, y de esta
manera formar profesionistas actualizados, parte vital del
futuro desarrollo del sector turístico nacional. 

Por lo anterior, someto a consideración del pleno el si-
guiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción II del artícu-
lo 14 de la Ley General de Educación; la fracción X del
artículo 7, el párrafo segundo del artículo 11,  el párra-
fo segundo del artículo 12 y el párrafo segundo del ar-
tículo 13, todos de la Ley General de Turismo

Primero. Se reforma la fracción II del artículo 14 de la Ley
General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusivas
a las que se refieren los artículos 12 y 13, corresponde a las
autoridades educativas federal y locales de manera concu-
rrente, las atribuciones siguientes:

I. …

II. Determinar y formular planes y programas de estu-
dio, distintos de los previstos en la fracción I del artícu-
lo 12. La Secretaría de Educación Pública Federal y
sus instancias locales deberán integrar la Comisión
Ejecutiva de Turismo y los Consejos Consultivos res-
pectivamente, de acuerdo a lo previsto en la Ley Ge-
neral de Turismo para la formulación de planes y

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 18 de marzo de 2015 / Apéndice57



programas de estudio de instituciones de educación
superior en materia turística. 

III. a XIII. …

Segundo. Se reforma la fracción X del artículo 7, el párra-
fo segundo del artículo 11,  el párrafo segundo del artículo
12 y el párrafo segundo del artículo 13, todos de la Ley Ge-
neral de Turismo, para quedar de la siguiente manera: 

Artículo 7. Para el cumplimiento de la presente ley, co-
rresponde a la Secretaría:

I. a IX. …

X. Promover y fomentar con la Secretaría de Educación
Pública la investigación, educación y la cultura turística.
La Secretaría de Turismo colaborará en coordina-
ción con la Secretaría de Educación Pública para
formular planes y programas de estudio de institu-
ciones de educación superior en materia turística.  

XI. a XVIII. …

Capítulo V
De la Comisión Ejecutiva de Turismo

Artículo 11. …

La Comisión será presidida por el titular de la Secretaría,
quien tendrá voto de calidad, y estará integrada por el sub-
secretario de Educación Pública Federal para efectos
de lo dispuesto en el artículo 7 fracción X de la presen-
te ley, y los demás subsecretarios que designen los titulares
de las dependencias y sus equivalentes en las entidades de
la Administración Pública Federal, en los términos de las
disposiciones aplicables. Asimismo, podrán ser invitados a
participar las principales organizaciones sectoriales de tu-
rismo, instituciones de educación superior, representantes
de los sectores social y privado, exclusivamente con dere-
cho a voz.

Capítulo VI
De los Consejos Consultivos

Artículo 12. …

Será presidido por el titular de la Secretaría, y estará inte-
grado por los demás representantes de las dependencias y

entidades relacionadas con la actividad turística, así como
miembros del sector académico, conforme a lo que esta-
blezcan las disposiciones reglamentarias. Para los efectos
en lo dispuesto en el artículo 7 fracción X de la presente
ley, el Consejo contará con la presencia de un represen-
tante que designe la Secretaría de Educación Pública.

…

Artículo 13. …

Los Consejos Consultivos Locales de Turismo serán presi-
didos por el titular del Ejecutivo estatal y en su caso por el
jefe de gobierno del Distrito Federal, y estarán integrados
por los funcionarios locales que tengan a su cargo la mate-
ria turística, y aquéllos que determine el titular del Ejecuti-
vo local, y presidentes municipales conforme a lo que es-
tablezcan las disposiciones reglamentarias. Para los
efectos en lo dispuesto en el artículo 7 fracción X de la
presente ley, el consejo contará con la presencia de un
representante que designe la Secretaría de Educación
Pública.

…

• Texto vigente del artículo 14 de la Ley General de
Educación  

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusi-
vas a las que se refieren los artículos 12 y 13, corres-
ponde a las autoridades educativas federal y locales de
manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. …

II. Determinar y formular planes y programas de estu-
dio, distintos de los previstos en la fracción I del artícu-
lo 12;

• Propuesta

Artículo 14. Adicionalmente a las atribuciones exclusi-
vas a las que se refieren los artículos 12 y 13, corres-
ponde a las autoridades educativas federal y locales de
manera concurrente, las atribuciones siguientes:

I. …

II. Determinar y formular planes y programas de estu-
dio, distintos de los previstos en la fracción I del artícu-
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lo 12. La Secretaría de Educación Pública Federal y
sus instancias locales deberán integrar la Comisión
Ejecutiva de Turismo y los Consejos Consultivos res-
pectivamente, de acuerdo a lo previsto en la Ley Ge-
neral de Turismo para la formulación de planes y
programas de estudio de instituciones de educación
superior en materia turística.

• Texto vigente de los artículos 7, 11, 12 y 13, de la Ley
General de Turismo

Artículo 7. Para el cumplimiento de la presente Ley, co-
rresponde a la Secretaría:

I. a IX. …

X. Promover y fomentar con la Secretaría de Educación
Pública la investigación, educación y la cultura turística;

XI. a XVIII. …

Artículo 11. …

La Comisión será presidida por el titular de la Secreta-
ría, quien tendrá voto de calidad, y estará integrada por
los subsecretarios que designen los titulares de las de-
pendencias y sus equivalentes en las entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, en los términos de las dis-
posiciones aplicables. Asimismo, podrán ser invitados a
participar las principales organizaciones sectoriales de
turismo, instituciones de educación superior, represen-
tantes de los sectores social y privado, exclusivamente
con derecho a voz.

…

Artículo 12. …

Será presidido por el titular de la Secretaría, y estará in-
tegrado por representantes de las dependencias y enti-
dades relacionadas con la actividad turística, así como
miembros del sector académico, conforme a lo que es-
tablezcan las disposiciones reglamentarias.

… 

Artículo 13. … 

Los Consejos Consultivos Locales de Turismo serán
presididos por el titular del Ejecutivo Estatal y en su ca-

so por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y esta-
rán integrados por los funcionarios locales que tengan a
su cargo la materia turística, y aquéllos que determine el
Titular del Ejecutivo Local, y presidentes municipales
conforme a lo que establezcan las disposiciones regla-
mentarias.

…

• Propuesta

Artículo 7. Para el cumplimiento de la presente Ley, co-
rresponde a la Secretaría:

I. a IX. …

X. Promover y fomentar con la Secretaría de Educación
Pública la investigación, educación y la cultura turística.
La Secretaría de Turismo colaborará en coordina-
ción con la Secretaría de Educación Pública para
formular planes y programas de estudio de institu-
ciones de educación superior en materia turística.  

XI. a XVIII. …

Artículo 11. …

La Comisión será presidida por el titular de la Secreta-
ría, quien tendrá voto de calidad, y estará integrada por
el Subsecretario de Educación Pública Federal para
efectos de lo dispuesto en el artículo 7 fracción X de
la presente ley, y los demás subsecretarios que desig-
nen los titulares de las dependencias y sus equivalentes
en las entidades de la Administración Pública Federal,
en los términos de las disposiciones aplicables. Asimis-
mo, podrán ser invitados a participar las principales or-
ganizaciones sectoriales de turismo, instituciones de
educación superior, representantes de los sectores social
y privado, exclusivamente con derecho a voz.

…

Artículo 12. …

Será presidido por el titular de la Secretaría, y estará in-
tegrado por los demás representantes de las dependen-
cias y entidades relacionadas con la actividad turística,
así como miembros del sector académico, conforme a lo
que establezcan las disposiciones reglamentarias. Para
los efectos en lo dispuesto en el artículo 7 fracción X
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de la presente ley, el Consejo contará con la presen-
cia de un representante que designe la Secretaría de
Educación Pública.

… 

Artículo 13. …

Los Consejos Consultivos Locales de Turismo serán
presididos por el titular del Ejecutivo Estatal y en su ca-
so por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y esta-
rán integrados por los funcionarios locales que tengan a
su cargo la materia turística, y aquéllos que determine el
Titular del Ejecutivo Local, y presidentes municipales
conforme a lo que establezcan las disposiciones regla-
mentarias. Para los efectos en lo dispuesto en el ar-
tículo 7 fracción X de la presente ley, el consejo con-
tará con la presencia de un representante que
designe la Secretaría de Educación Pública.

…

Transitorios

Primero. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas:

1 “El turismo en México”, página 58. Disponible en http://www.fus-
da.org/Revista%2014/Revista14-3%20ELTURISMOENMEXICO.pdf
[Última consulta: 3 de enero de 2015]

2 “Fracasa Calderón en turismo”, Contralínea, 12 de julio de 2011.
Disponible en http://contralinea.info/archivo-revista/index.php/2011/
07/12/fracasa-calderon-en-turismo/ [Última consulta: 3 de enero de
2015]

3 Íbid. 

4 http://www.copaes.org.mx/home/Organismos.php [Última consulta:
3 de enero de 2015]

5 http://www.conaet.net/acreditacion/acreditacion/ [Última consulta: 3
de enero de 2015]

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de
2015.— Diputado Danner González Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos y de Turismo, para dictamen.

PROPOSICIONES

IMPLEMENTAR UN PROGRAMA ESPECIAL EN EL
CICLO ESCOLAR 2015-2016 DE PROTECCION CIVIL,
CON MOTIVO DEL 30 ANIVERSARIO DE LOS 
SISMOS DE 1985

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la SEP y sus homólogos estatales y del DF a
implantar un programa especial de protección civil en el ci-
clo escolar 2015-2016 con motivo del 30 aniversario de los
sismos de 1985, a cargo del diputado Samuel Gurrión Ma-
tías, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Samuel Gurrión Matías, diputado del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
integrante de la LXII Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto el artículo 6,
fracción I, y el artículo 79, numeral 1, fracción II, y nume-
ral 2, fracción III, ambos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta sobe-
ranía, la presente proposición con punto de acuerdo al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La mañana del jueves 19 de septiembre de 1985, la Ciudad
de México, capital y centro del país, se paralizó por com-
pleto, la fuerza de un terremoto de 8.1 grados en la escala
de Richter, hizo que toda actividad se suspendiera, des-
atando psicosis, miedo, asombro, desesperación y caos.
Hasta entonces, no había en el Distrito Federal un antece-
dente registrado de una catástrofe de tal magnitud.

El terremoto, de acuerdo a cifras oficiales, dejó 33 mil 224
personas damnificadas; poco más de 10 mil personas falle-
cieron a causa del fenómeno natural; además más 30 mil
edificaciones resultaron destruidas y poco más de 6 mil
quedaron con daños parciales.

Año III, Segundo Periodo, 18 de marzo de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados60



El gobierno de Miguel de la Madrid, presidente de la Re-
pública en aquel entonces, se vio rebasado por la magnitud
del desastre, los cuerpos de emergencia, seguridad y salud,
resultaron insuficientes e ineficaces para atender a las per-
sonas que necesitaban atención médica de urgencia, evitar
actos delictivos y en consecuencia el restablecimiento del
orden no fue posible a un corto plazo.

El problema que el gobierno federal debía enfrentar era de
tal magnitud que gobiernos y organismos internacionales
brindaron apoyo en tareas de búsqueda de personas, demo-
lición y, en el caso, reparación de edificios, albergues para
los damnificados, médicos para atender a heridos, e inclu-
so con fondos para la reconstrucción de la ciudad.

Ante la parálisis gubernamental, la sociedad civil salió a
las calles, se organizó y en un gesto inédito de solidaridad,
comenzó a levantar escombros para buscar sobrevivientes,
proveyó de alimento a muchos que lo necesitaban, colabo-
ró en la reconstrucción de la ciudad, y sobre todo, demos-
tró que la única forma de enfrentar este tipo de fenómenos
naturales es por medio de la participación social.

A consecuencia de la tragedia del sismo de 1985, y ante la
imposibilidad de pronosticar este tipo de fenómenos natu-
rales, nació la necesidad de educar a la ciudadanía bajo una
cultura de protección civil, encaminada a evitar grandes
pérdidas humanas ante este tipo de acontecimientos. En es-
te sentido, autoridades, organizaciones no gubernamenta-
les y en general la sociedad civil, comenzaron a trabajar en
protocolos para actuar durante y después de un sismo.

Desde 1985, en la Ciudad de México se ha trabajado para
concientizar a la ciudadanía en cuanto a la importancia de
su participación para contener la tragedia ante este tipo de
eventos.

Desde entonces, no se ha vivido una catástrofe de tal mag-
nitud, sin embargo, los expertos señalan, que debido a la
posición geográfica en la que se encuentra la República
mexicana, y en particular la zona sobre la cual ha sido edi-
ficado el Distrito Federal, las posibilidades de que un sis-
mo de igual o mayor magnitud vuelva a sacudir a la capi-
tal del país son inminentes.

En este sentido, trabajar en la formación de personas bajo
los principios de protección civil resulta ser una tarea de to-
das las autoridades, en particular, las que tienen a su cargo
la formación básica en las escuelas públicas y privadas del
Estado mexicano.

A casi 30 años de ocurrida la tragedia del sismo de 1985,
es importante rescatar de la memoria colectiva lo ocurrido
aquella mañana de jueves 19 de septiembre, con la finali-
dad de que las nuevas generaciones tengan presentes que
salvar su vida, mantener su integridad y la de las personas
que los rodean depende de actuar de la manera correcta an-
te este tipo de fenómenos naturales.

El sismo del 19 de septiembre de 1985, de acuerdo a cifras
oficiales, dejó poco más de 10 mil personas muertas. Según
los expertos, este número de muertes pudo haber sido mu-
cho menor si hubiera existido una educación en protección
civil entre la ciudadanía, que les permitiera saber cómo re-
accionar ante eventos de esta índole.

Hoy en día, a casi 30 años de ocurridos los hechos, muchas
experiencias se han ido diluyendo en la memoria de los tes-
tigos, los jóvenes que vivieron estos acontecimientos de-
ben tener alrededor de 60 años o más de vida; los niños que
nacieron en los años anteriores a la tragedia o aquellos que
nacieron el año del sismo, es decir, aquellos que son hi-
jos de quienes vivieron el sismo, en la actualidad tendrán
alrededor de 30 años o poco más, esto probablemente les
permite tener un lazo emocional con aquellos que sufrie-
ron el dolor, la tragedia y la desolación que ocasionó el
terremoto de 1985, y mantener en su memoria parte de la
tragedia.

Durante 2014 ocurrieron 17 sismos registrados por el Ser-
vicio Sismológico Nacional (SSN) de los cuales cuatro fue-
ron de intensidad considerable y tuvieron origen en las cos-
tas del estado de Oaxaca. El SSN en su estudio México:
zona de alta sismicidad, publicó que existe un hueco en las
capas tectónicas que van desde el sureste de Petatlán esta-
do de Guerrero hasta muy cerca de Pinotepa Nacional, es-
tado de Oaxaca, y de romperse este hueco de un solo mo-
vimiento telúrico puede tener una magnitud superior a 8
grados en escala de Richter1.

Lamentablemente no hay una fecha, ni un lugar específico;
se sabe que la costa del pacífico que comprende estados co-
mo Oaxaca y Guerrero son lugares de alta sismicidad por
lo que estamos obligados a concientizar y educar a las nue-
vas generaciones de niños mexicanos en materia de protec-
ción civil para estar preparados ante cualquier tipo de ca-
tástrofe natural que pueda azotar a nuestro país.

Al día de hoy en las escuelas de educación básica, puede
que observen lo ocurrido en aquel año como algo distante
y lejano a su realidad y, en consecuencia, la seriedad y ob-
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jetividad con la que asumen la educación en protección ci-
vil no sea la más adecuada.

Por lo tanto, es necesario reforzar la educación en materia
de protección civil en todas las escuelas de educación bási-
ca y media superior, acercar su vida cotidiana a los hechos
ocurridos, a fin de que logren vislumbrar lo que significa
vivir una catástrofe de tal dimensiones, y con ello, generar
una mayor conciencia acerca de la importancia de la parti-
cipación en actos de protección civil de cómo se debe ac-
tuar durante y después de un sismo.

En este sentido, el presente punto de acuerdo tiene por ob-
jeto exhortar de manera respetuosa a la Secretaría de Edu-
cación Pública (SEP), para que en coordinación con sus
homologas estatales y del Distrito Federal, en el marco de
los 30 años de los hechos ocurridos por el sismo de 1985,
refuercen el trabajo de educación en protección civil, im-
plementando un programa especial en todas las escuelas de
nivel básico y medio superior.

Asimismo, tiene por objeto exhortar a la SEP a que organi-
ce, en coordinación con las autoridades del Distrito Fede-
ral, una convocatoria para recolectar relatos y narraciones
de los testigos presenciales del sismo del 19 de septiembre
de 1985, en los cuales, los relatores narren los sentimien-
tos, experiencia y emociones de lo ocurrido, con el objeto
de transmitirlo al lector y esto permita generar en él un es-
tado de empatía y solidaridad y, en consecuencia, actúe
cambiando las actitudes negativas que pongan en riesgo su
integridad en los actos de simulacros de sismo, y de esta
manera formar una mayor conciencia de la importancia de
educarse en el ámbito de protección civil, de tal modo que
aquellos que transmitan la importancia de que salvar la vi-
da en un sismo depende de esto, sean difundidas entre las
escuelas de nivel básico y medio superior del Distrito Fe-
deral.

Derivado de lo anterior, someto a consideración de esta ho-
norable soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Educación Pública, para que en
coordinación con sus homologas estatales y del Distrito Fe-
deral, implementen un programa especial durante el ciclo
escolar 2015-2016 conmemorativo de los 30 años de ocu-
rrido el sismo de 1985 en la Ciudad de México, con el ob-

jeto de reforzar la educación en protección civil entre los
estudiantes de educación básica y media superior.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a la Secretaría de Educación Pública para que, en
coordinación con las autoridades del Distrito Federal, rea-
licen una convocatoria abierta para recabar testimonios de
los hechos ocurridos el 19 de septiembre de 1985, con el
objeto de difundir un programa entre estudiantes de educa-
ción básica y media superior, aquellos que transmitan la
importancia de educarse en materia de protección civil.

Notas:

1. Disponible en: 

http://www2.ssn.unam.mx:8080/website/jsp/ICyT/8612/singh.htm 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Samuel Gurrión Matías (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

INICIEN UNA INVESTIGACION SOBRE EL MANEJO
DE RECURSOS PUBLICOS FEDERALES Y ESTATALES,
POR PARTE DEL GOBERNADOR DE CHIHUAHUA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CNBV, la SHCP, el SAT, la PGR, la ASF y el Congreso
de Chihuahua a iniciar en el ámbito de sus facultades y
competencias una investigación sobre el manejo de recur-
sos públicos federales y estatales por el gobernador de esa
entidad, a cargo de la diputada Rocío Esmeralda Reza Ga-
llegos, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, diputados a la LXII Legislatura del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
3, fracción XVIII; 6, fracción I, 62, 76, fracción IV y 79
numeral 1 fracción II del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someten a consideración del pleno de esta Cáma-
ra de Diputados del Congreso de la Unión, la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de los siguientes
hechos y consideraciones:
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1. El pasado martes 23 de septiembre, el abogado y lucha-
dor social en el estado de Chihuahua, Jaime García Chá-
vez, presentó una denuncia ante la Procuraduría General de
la República, ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, Banco de México y ante la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores en contra del ciudadano César Horacio
Duarte Jáquez, gobernador constitucional del estado de
Chihuahua; Jaime Ramón Herrera Corral, Carlos Gerardo
Hermosillo Arteaga y en contra de quien o quienes resulten
responsables por presuntos hechos constitutivos de delito.

De esta denuncia derivada del abogado Jaime García Chá-
vez, según consta, el gobernador del estado de Chihuahua
adquirió 15 por ciento de las acciones del Banco Progreso
de Chihuahua, SA de CV, cuya creación fue autorizada el
21 de marzo de 2014 por la Junta de Gobierno de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, que resulta de la fu-
sión de Unión de Crédito Progreso SA, Akala, SA de CV,
Sociedad Financiera Popular y Única Casa de Cambio, SA
de CV.

Con la creación de esta institución de crédito, el goberna-
dor de Chihuahua ha instrumentado el mecanismo por el
cual ha logrado parte del enriquecimiento ilícito que deri-
va de la utilización de recursos económicos del erario del
estado, en beneficio propio y de su esposa, Bertha Olga
Gómez Fong, así como del presidente de la Junta Central
de Agua y Saneamiento, Carlos Gerardo Hermosillo Arte-
aga, y del secretario de Hacienda estatal, Jaime Ramón He-
rrera Corral.

Se sostiene que la participación accionaria del gobernador
y su esposa en el Banco Progreso de Chihuahua se com-
prueba con la existencia del contrato de fideicomiso núme-
ro 744743, de Administración e Inversión, formalizado an-
te el notario público número 6, en noviembre de 2012. En
ese contrato, los fideicomitentes César Horacio Duarte Já-
quez y su esposa, Bertha Olga Gómez Fong, aportaron 65
millones de pesos con el objeto de que la Fiduciaria (Ban-
co Mercantil del Norte, SA, Institución de Banca Múltiple,
Grupo Financiero Banorte), siguiendo sus instrucciones,
realizara la adquisición de acciones del banco (Banco Pro-
greso de Chihuahua, SA de CV); ahí manifestaron bajo
protesta de decir verdad que los recursos aportados fueron
de procedencia lícita y actividades propias de ellos.

Dicha operación financiera quedó oculta para las autorida-
des financieras del país, ya que la Ley Federal para la Pre-
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita entró en vigor nueve meses después de

la transacción, por lo tanto el notario público ante quien se
formalizó el fideicomiso no tenía la obligación de reportar
o dar aviso a las autoridades. Sin embargo, sin que ello im-
plique aplicación retroactiva de esa ley, las autoridades del
sistema financiero que califican ese tipo de instituciones
bancarias tienen las facultades suficientes para investigar y
verificar el origen de los recursos de sus socios.

Por lo que respecta al patrimonio de César Duarte Jáquez,
como se menciona en el escrito de denuncia, salvo prueba
en contrario, no asciende a 65 millones de pesos, ya que se
sabe que él fue vendedor de autos usados, dirigente estatal
de la Confederación Nacional Campesina, diputado local,
diputado federal en dos ocasiones y actualmente goberna-
dor del estado. Los ingresos que como gobernador obtiene
César Horacio Duarte Jáquez, según el portal de transpa-
rencia, son del orden de 120 mil 245 pesos mensuales; evi-
dentemente que aun cuando se considerará que ese ha sido
su salario desde el día en que asumió el cargo en el año
2010, y suponiendo que lo haya “ahorrado” íntegramente,
de ninguna manera sumados todos los meses alcanzarían la
cantidad mencionada, salvo que la aportación la hubiere re-
alizado su esposa, la señora Bertha Olga Gómez Fong. Sin
embargo, el contrato de fideicomiso referido, no contiene
ninguna indicación en ese sentido.

Lo señalado anteriormente, se constituye en un indicio que
hace suponer que la creación del Banco Progreso de Chi-
huahua se realizó con recursos económicos de procedencia
ilícita, ya que los accionistas deben revelar la fuente de los
recursos, agrupando por rubros generales los conceptos de
procedencia (recursos patrimoniales propios, capitaliza-
ción de cuentas de aportación para futuros aumentos de ca-
pital, resultados de operación, entre otros), y los ingresos
del gobernador no justifican ni son suficientes para realizar
la inversión de 65 millones de pesos.

En fecha 1 de octubre de 2013, el secretario de Hacienda
del Estado de Chihuahua, Jaime Ramón Herrera Corral,
por instrucciones del gobernador del estado, invirtió en
Unión de Crédito Progreso la cantidad de 802 millones de
pesos, a una tasa anual de 3.95 por ciento, respecto de la
cual se desconoce si fue reintegrado al gobierno del estado
a su vencimiento. Lo que debemos destacar de esa opera-
ción financiera es que con esos recursos se adquirió un cré-
dito que Grupo Financiero Scotiabank Inverlat, SA de CV,
tenía contra el deudor de la persona moral propietaria del
hotel Soberano, que por virtud de esa operación pasó a for-
mar parte de la Unión de Crédito Progreso, que ahora inte-
gra el nuevo Banco Progreso de Chihuahua, cuestión que
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deja en evidencia un beneficio económico obtenido por el
gobernador al ser socio de éste.

2. De igual forma, el pasado 29 de septiembre, los diputa-
dos federales Rocío Esmeralda Reza Gallegos y Carlos
Fernando Angulo Parra, presentaron ante el Ministerio Pú-
blico federal cuyo expediente tiene número 0352014 y se
encuentra en la Unidad Especializada en Investigación de
Delitos Cometidos por Servidores Públicos y contra admi-
nistración de justicia denuncia de hechos en contra del ciu-
dadano César Horacio Duarte Jáquez, gobernador constitu-
cional del estado de Chihuahua; del ciudadano Jaime
Ramón Herrera Corral, secretario de Hacienda del estado y
quien o quienes resulten responsables de los de hechos que
presumiblemente constituyen delitos en términos de la le-
gislación federal y que se detalla a continuación:

El estado de Chihuahua es hoy el caso emblemático de Mé-
xico en materia de sobreendeudamiento, ya que durante
cuatro años de gestión del gobernador César Horacio Duar-
te Jáquez, la deuda en la entidad prácticamente se triplico,
al pasar de 13 mil 261.3 millones de pesos en octubre de
2010, a 41 mil 603.7 millones de pesos en diciembre de
2013, de acuerdo a cifras oficiales de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. El monto es preocupante ya que
la deuda del estado de Chihuahua se incrementó en tan so-
lo tres años, hasta en 28 mil 342.4 millones de pesos, re-
presentando un incremento de 120 por ciento en relación
con la administración anterior.

Analistas de destacadas organizaciones e institutos, como
el Instituto Mexicano para la Competitividad, han califica-
do como preocupante que la deuda en Chihuahua haya cre-
cido a una tasa anual de casi 10 por ciento, cuando la eco-
nomía mexicana apenas ha avanzado 2.47 por ciento este
año. Esto quiere decir que la deuda crece cinco veces más
rápido que el producto interno bruto (PIB). Paso de repre-
sentar 0.7 por ciento del PIB estatal en 2001 a 4.9 por cien-
to en 2012, colocándose como uno de los estados que más
incrementó su nivel de endeudamiento.

El fideicomiso carretero, asciende, según el secretario de
Hacienda estatal, Herrera Corral, a 15 mil 157 millones de
pesos. Prácticamente todo este monto se contrató en la ad-
ministración de Duarte: 14 mil 783 millones de pesos tan
sólo en 2013. De esa cantidad, alrededor de 5 mil millones
se utilizaron en amortizar una deuda de bonos anteriores.
Pero quedaron más de 10 mil millones en donde no existe
documentación en la que conste y se justifique el gasto de
tal cantidad de dinero.

Lo que es importante aquí, y que no se ha aclarado, es sa-
ber a dónde se fueron esos miles de millones de pesos de
los bonos carreteros. ¿A obra y a inversión pública, como
señala la ley?, lo cual no es creíble ni posible, pues según
los propios informes del gobierno del estado de Chihuahua,
las cifras de inversión y obra pública son menores a los fi-
nanciamientos.

En 2011 el gobierno del estado destinó 3 mil 924 millones
de pesos a inversión y obra pública y tuvo un financia-
miento de 5 mil 473 millones; en 2012, la inversión y la
obra pública se llevaron 6 mil 473 millones de pesos, pero
hubo un financiamiento de 6 mil 804 millones; y en 2013,
la diferencia fue descomunal, pues en inversión y obra pú-
blica se aplicaron 7 mil 315 millones y, sin embargo, el fi-
nanciamiento fue de 12 mil 420 millones de pesos.

En los tres años pasados, el gobierno del estado de Chi-
huahua invirtió e hizo obra pública por 17 mil 772 millo-
nes de pesos, pero recibió financiamientos por 24 mil 697
millones de pesos, por lo que esta representación deberá
establecer una línea de investigación respecto de los 6 mil
925 millones de pesos de los que no existe justificación,
causa o registro de que existan o se hayan utilizado para el
gasto público.

Es por ello que el gobernador César Duarte Jáquez, en el
caso que de las investigaciones que se realicen resulte su
responsabilidad, tendría que responder a la justicia federal
por los hechos secuenciales de contratar deuda, a través del
ofrecimiento de las participaciones federales como fuente
de pago, y en el caso de los bonos carreteros, como garan-
tía de su pago, para que luego de obtener esos recursos, no
haberlos dedicado a los propósitos para los cuáles se con-
trataron los créditos bancarios y la emisión de los bonos de
deuda del estado de Chihuahua, para luego ser colocados
en la bolsa, para obtener los recursos del gran público in-
versionista, y esos recursos no haberlos aplicado en su in-
tegridad a la construcción de la infraestructura carretera del
estado de Chihuahua.

Los recursos que no fueron destinados al fin específico pa-
ra el cual se contrataron, se presume, al no ser exhibida
prueba en contrario, que fueron dilapidados en gastos no
autorizados, en perjuicio del erario de la Hacienda Pública
de Chihuahua, y de la federación, en virtud de que las par-
ticipaciones federales son su fuente de pago y garantía, en
su caso.
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De conformidad con lo expuesto, me permito someter a la
consideración de esta honorable asamblea la siguiente pro-
posición con

Puntos de Acuerdo

De urgente u obvia resolución:

Primero. Se exhorta a la Procuraduría General de la Re-
pública, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y al Banco de
México para que en ejercicio de sus atribuciones realicen
las investigaciones pertinentes relativas a las denuncias
presentadas por el ciudadano Jaime García Chávez y los di-
putados federales Rocío Esmeralda Reza Gallegos y Carlos
Fernando Angulo Parra, respecto de las irregularidades y
hechos presuntamente constitutivos de delito, en contra de
los ciudadanos César Horacio Duarte Jáquez, gobernador
constitucional del estado de Chihuahua; Jaime Ramón He-
rrera Corral, Carlos Gerardo Hermosillo Arteaga, en refe-
rencia a las inversiones y constitución del Banco Progreso
Chihuahua SA, institución de banca múltiple.

Aunado a lo anterior, en caso de encontrar las irregularida-
des una vez terminadas las investigaciones, se solicita asi-
mismo procedan en el ámbito de sus atribuciones y se fin-
quen las responsabilidades en contra de quien o quienes
resulten responsables conforme a las disposiciones legales
que en materia de responsabilidad administrativa, política,
civil y penal que le son aplicables, toda vez que una fuen-
te del recurso es el presupuesto federal.

Segundo. En su caso, se ejercite la acción penal de inme-
diato y, se proceda al trámite que establece el artículo 111
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, por lo que se refiere al ciudadano gobernador del es-
tado de Chihuahua, César Horacio Duarte Jáquez.

Tercero. Exhortar al Instituto Nacional Electoral que debi-
do a la gravedad de las denuncias interpuestas descritas en
este punto de acuerdo en contra Carlos Gerardo Hermosi-
llo Arteaga, valore la legalidad de aceptar su registro como
candidato a diputado federal por el Distrito 9 de Chihua-
hua.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputa-
dos: Rocío Esmeralda Reza Gallegos, Francisco Alfonso Durazo Mon-
taño, Ricardo Mejía Berdeja, Zuleyma Huidobro González, Rodrigo
Chávez Contreras, Gerardo Villanueva Albarrán, Luisa María Alcalde
Luján, Merilyn Gómez Pozos, José Antonio Hurtado Gallegos, Martha

Beatriz Córdova Bernal, José Alfredo Botello Montes, Martha L. Go-
vea, Alberto Díaz Trujillo, Sergio Chan Lugo, Aurora Aguilar Rodrí-
guez, Mario Dávila Delgado, Juan Carlos Uribe Padilla, María Guada-
lupe Mondragón, María Concepción Ramírez, Juan Manuel Gastélum
Buenrostro, Juan Jesús Aquino Calvo, Carlos Bernardo Guzmán Cer-
vantes, Marcos Aguilar Vega, Juan Bueno Torio, Leonor Romero Sevi-
lla, Isaías Cortés Berumen, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares, Jesús
Oviedo Herrera, María Isabel Ortiz Mantilla, Martín Heredia Lizama,
Elizabeth Vargas Martínez del Campo, José Luis Oliveros Usabiaga,
Margarita Saldaña Hernández, Enrique Alejandro Flores, J. Guillermo
Anaya Llamas, Gabriel Cárdenas Guízar, Andrés de la Rosa Anaya,
Glafiro Salinas Mendiola, José González Morfín, Rafael Acosta Croda,
Felipe de Jesús Almaguer Torres, Gerardo Peña Avilés, Mario Sánchez
Ruiz, Genaro Carreño Muro, María Celia Uriel Castañeda, Blanca Ji-
ménez Castillo, José Arturo Salinas Garza, Marcelo de Jesús Torres
Cofiño, Juan Pablo Adame, Raudel López López, Leticia López Lan-
dero, Leslie Pantoja Hernández, Fernando Rodríguez Doval, Adriana
González Carrillo, Juan Francisco Casares de la Fuente, David Cuauh-
témoc Galindo Delgado, Raquel Jiménez Cerrillo, Beatriz Zavala Pe-
niche, Érick Marte Rivera, Karina Labastida Sotelo, Alfredo Rivade-
neyra Hernández, Juan Carlos Muñoz Márquez, Víctor Oswaldo
Fuentes Solís, Víctor Rafael González Manríquez, Simón Lomelí Cer-
vantes, Carmen Lucía Pérez, José Isabel Trejo Pérez, Heberto Neblina
Vega, Heidy Guadalupe Estrada Martínez, José Luis Contreras Rojas,
Patricia Lugo Barriga, Yatzia Mendoza Jiménez, Jorge Alfredo Pérez
Covarrubias.»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

PUBLIQUE EN SU SITIO OFICIAL, LA INFORMACION
RELACIONADA CON LAS SANCIONES A PERMISIO-
NARIOS DE ESTACIONES DE SERVICIO, POR LA
VENTA INCOMPLETA DE COMBUSTIBLE, GASOLINA
O DIESEL, Y GAS LP

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Profeco a publicar en su sitio oficial la información de
las sanciones aplicadas a permisionarios de estaciones de
servicio por la venta incompleta de combustible, gasolina
o diésel y gas LP, a cargo del diputado Mario Alejandro
Cuevas Mena, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, Mario Alejandro Cuevas Mena, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numera-
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les 1, fracción II, y 2, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía proposi-
ción con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Pro-
curaduría Federal del Consumidor a crear un espacio en su
sitio oficial con los resultados de las visitas de verificación
realizadas a los permisionarios de estaciones de servicio,
que incluya las sanciones por la venta incompleta de com-
bustible, gasolina o diésel y gas LP, con base en las si-
guientes

Consideraciones

En México, además de la privatización de los hidrocarbu-
ros, nos enfrentamos cotidianamente a la estafa que come-
ten las gasolineras del país, así como las estaciones que su-
ministran gas licuado de petróleo.

Como ejemplo claro de esto, una de cada tres gasolineras
roba a los automovilistas, vende litros de combustible in-
completos, los cobra como si lo fueran y las estaciones de
gas licuado de petróleo entregan cantidades inferiores a las
que registran sus instrumentos de medición.

Como consecuencia de lo anterior, la colegisladora publicó
de primera lectura el pasado martes 10 de marzo el dicta-
men que aprobado en las Comisiones Unidas de Justicia,
de Seguridad Pública, y de Estudios Legislativos un dicta-
men por el que se expide la Ley para prevenir y sancionar
los Delitos cometidos en materia de Hidrocarburos, refor-
mando diversos artículos del Código Penal Federal, del
Código Federal de Procedimientos Penales y de la Ley Fe-
deral contra la Delincuencia Organizada.

Si bien la normativa descrita pretende endurecer la punibi-
lidad respecto a la comisión de este delito, hay opacidad en
los resultados de las verificaciones que se han realizado
hasta el momento; razón por la cual, es necesario traspa-
rentar la información y contar con los antecedentes que fa-
ciliten no sólo la aplicación de dicha normatividad y las
sanciones a que se refiere, sino hacer efectivo el derecho a
la información que tienen los consumidores de gasolina,
diésel o gas LP, para conocer y tener orientación sobre los
sitios donde se dan estas estafas.

El delito más recurrente es la alteración en las bombas de
gasolina y los instrumentos de medición de las estaciones
de gas LP, con el propósito de despachar menos combusti-
ble del que compran los automovilistas. Por ello, la infor-
mación debe ser pública y detallada con relación al tipo de
sanción aplicada, pues la mayor parte del tiempo la con-

ducta se repite y las estaciones de servicio continúan bur-
lando la ley, y en tal sentido se requiere prevenir al consu-
midor de manera oportuna.

De acuerdo con los datos de la Profeco en 2013, 36 por
ciento de las 2 mil 359 gasolineras que verificó presentó
esta alteración, además de haber detectado otras violacio-
nes de la Ley Federal de Protección al Consumidor y la
NOM-005-SCFI-2005; pero a la fecha no se tiene conoci-
miento de las sanciones aplicadas a las gasolineras que de-
tectaron, en cuántas ocasiones han reincidido y cómo se les
ha permitido seguir operando.

Actualmente, la Profeco está obligada a iniciar un procedi-
miento por infracciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, y cuando confirma que un proveedor incum-
plió, lo debe sancionar con multas, clausuras o inmoviliza-
ción; sin embargo, no se conoce el tipo de sanción aplica-
da, lo cual serviría para prevenir a los consumidores, por lo
que es imprescindible que el sitio oficial de la dependencia
haga pública esta información.

Ahora bien, por tratarse de un delito de conformidad con la
legislación aprobada por la colegisladora, es evidente que
debe intervenir el Ministerio Público Federal para acreditar
los elementos del tipo penal que corresponden. Así, la Cá-
mara de Diputados debe exhortar a la Procuraduría Federal
del Consumidor a colaborar con la información detallada
de las verificaciones que ha realizado, haciendo del cono-
cimiento público en su sitio oficial el resultado de dichas
verificaciones y la sanción aplicada a cada caso en concre-
to.

El de las gasolineras fue uno de los temas importantes de
la reforma energética que ahora contempla la apertura de
este sector a la inversión extranjera. En la actualidad, el
mercado de venta de gasolina en el país está abierto a la in-
versión privada, pero había sido controlado siempre por
Pemex, con la que ya se presentaban todos estos hechos
constitutivos de delito. Ahora, la privatizadora reforma
energética, abrirá este sector a la competencia y a las gran-
des empresas estadounidenses como Exxon, Texaco, Che-
vron, Mobil y Shell, que podrán tener unidades de negocio
en todo el territorio, por lo que si esto no se sanciona a
tiempo, los mexicanos seguiremos siendo robados por par-
tida doble.

Concretamente, el artículo 7, fracciones V y VI, de la Ley
para prevenir y sancionar los Delitos Cometidos en mate-
ria de Hidrocarburos, ha sido específico y prevé la sanción
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que se aplicará a quienes realicen este ilícito, lo cual en
términos de trasparencia es motivo suficiente para que es-
ta dependencia se obligue a la publicidad de la información
que se requiere en la presente proposición con punto de
acuerdo.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta de manera respetuosa a la Procuraduría
Federal del Consumidor a publicar en su sitio oficial infor-
mación relacionada con las sanciones a permisionarios de
estaciones de servicio por la venta incompleta de combus-
tible, gasolina o diésel, y gas LP.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Mario Alejandro Cuevas Mena (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Economía, para dictamen.

LUCHA CONTRA EL RACISMO YADOPTAR MEDIDAS
CONCRETAS PARA PROMOVER LA SOLIDARIDAD,
LA TOLERANCIA Y EL RESPETO EN NUESTRA
SOCIEDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las autoridades de los tres niveles de gobierno a seguir des-
empeñando un papel activo en la lucha contra el racismo y
adoptar medidas concretas para promover la solidaridad, la
tolerancia y el respeto en la sociedad, a cargo del diputado
Enrique Aubry de Castro Palomino, del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

Quien suscribe, Enrique Aubry de Castro Palomino, dipu-
tado federal del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo octavo de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y en el artículo 79, numeral 1, fracción
II, y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea el presente punto de acuerdo al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El racismo es una forma de discriminación en virtud de la
cual algunas razas se consideran más valiosas que otras.

Los hechos históricos nos han demostrado que cuando se
permite que el racismo, la xenofobia o la intolerancia
echen raíces en las sociedades destruyen sus fundamentos,
dañándolas durante generaciones.

Lograr la transición hacia un mundo en el cual no exista el
racismo no es tarea sencilla, ya que requiere voluntad polí-
tica y un sólido compromiso de largo plazo.

Debido a la magnitud de la tarea a enfrentar, la Asamblea
General de las Naciones Unidas proclamó el 21 de marzo
como el Día Internacional de la Eliminación de la Discri-
minación Racial.

A la par de lo anterior, es importante señalar que desde su
creación, la Organización de la Naciones Unidas ha elabo-
rado una serie de instrumentos internacionales encamina-
dos a combatir la discriminación racial y la violencia étni-
ca, entre ellos destacan la Convención para la Prevención y
la Sanción del Delito de Genocidio; la Declaración y la
Convención Internacional sobre la Eliminación de todas la
formas de Discriminación Racial; así como la Convención
Internacional para la Represión y el Castigo del Crimen del
Apartheid.

Pero de entre todos los tratados antes mencionados, desta-
ca la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la
cual menciona en su artículo primero que todos los seres
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, do-
tados como están de razón y conciencia, deben comportar-
se fraternalmente los unos con los otros.

Se ha comprobado que toda doctrina de superioridad racial
es científicamente falsa, moralmente condenable, social-
mente injusta y peligrosa por lo cual debe rechazarse junto
con cualquier otra teoría que pretenda sobreponer a una ra-
za por encima de otra.

A pesar de lo anterior, en la actualidad observamos con
preocupación que en pleno siglo XXI el fenómeno del ra-
cismo está tomando un segundo aire, especialmente gracias
al impulso dado por el nacionalismo y los extremismos cu-
yas manifestaciones tienen lugar en algunos países de Eu-
ropa y la región de medio oriente. 
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En este sentido, se reconoce que la xenofobia en contra de
los no nacionales, en particular los migrantes, los refugia-
dos y los solicitantes de asilo, constituye una de las princi-
pales fuentes del racismo contemporáneo.

Una muestra de lo anterior son los hechos suscitados el pa-
sado mes de febrero cuando tres ciudadanos mexicanos
perdieron la vida a manos de policías estadounidenses, con
lo cual suman ya 76 connacionales asesinados por miem-
bros de las fuerzas del orden en Estados Unidos desde el
año 2006.

Otro caso que alerta sobre el preocupante crecimiento que
está teniendo el racismo en el mundo, es el europeo, donde
en los últimos años han surgido grupos y partidos políticos
xenófobos, como la agrupación política alemana Patriotas
Europeos contra la Islamización de Occidente (PEGIDA,
por sus siglas en alemán), la cual culpa a los inmigrantes
africanos y árabes de la crisis económica que azota al con-
tinente, el desempleo, la corrupción de los valores cristia-
nos y la pérdida de la identidad.

Eventos como el ataque a la revista satírica francesa Char-
lie Hebdo vienen a complicar la situación en la cual viven
las personas de raza árabe y que profesan el Islam, des-
atando una serie de protestas en contra suya.

Ni la nación más poderosa del mundo se salva de este fe-
nómeno, los eventos acontecidos en la localidad de Fergu-
son como respuesta por la muerte de un ciudadano afroa-
mericano a manos de las fuerzas del orden hicieron
recordar que el problema racial sigue latente en Estados
Unidos.

Sólo por citar un ejemplo de los efectos de la discrimina-
ción racial en aquel país, basta con saber que el nivel actual
de desempleo entre las personas de origen afroamericano
es el doble que el de los blancos. A lo anterior se suman ci-
fras como las siguientes: el nivel de ingresos de los afroa-
mericanos es cada vez más bajo y tienen cinco veces más
probabilidades de ingresar a prisión que el resto de los ciu-
dadanos estadounidenses.

Es también alarmante que en algunos Estados las estructu-
ras o instituciones políticas y jurídicas no concuerden con
la realidad multiétnica y plurilingüe de la población, lo
cual constituye un factor importante de discriminación y
exclusión de los miembros de pueblos indígenas.

Por desgracia, en nuestro país, tanto a indígenas como a
otros grupos étnicos se les ha prejuiciado históricamente
por su apariencia física, lenguaje, cultura y tradiciones; es-
te trato desigual los ha expuesto a una exclusión sistemáti-
ca, la cual los deja a merced de la pobreza y evita que ten-
gan acceso a servicios públicos básicos.

En el Partido Verde reconocemos que en un régimen de-
mocrático en el cual el Estado se encuentra obligado a ve-
lar por el respeto irrestricto de los derechos humanos de su
población no puede tener lugar la práctica de la discrimi-
nación en cualquiera de sus formas, por lo cual resulta
esencial poner en marcha acciones encaminadas a la pre-
vención y eliminación de la misma.

De igual manera manifestamos nuestra convicción de que
el diálogo entre las naciones representa un proceso para lo-
grar la identificación y la promoción de bases comunes que
acerquen a los pueblos, a través del cual es posible facilitar
la reconciliación y construir un mundo en paz y armonía
para heredar a las generaciones futuras.

En virtud de lo aquí expuesto pongo a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La honorable Cámara de Diputados exhorta respe-
tuosamente a las autoridades de los tres niveles de gobier-
no a seguir desempeñando un papel activo en la lucha con-
tra el racismo y adoptar medidas concretas para promover
la solidaridad, la tolerancia y el respeto en nuestra socie-
dad.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de
2015.— Diputado Enrique Aubry de Castro Palomino (rúbrica p.a.).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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VACUNAS CONTRA EL VIRUS DEL PAPILOMA
HUMANO Y EL CANCER CERVICO UTERINO

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de incrementar
tanto las campañas de prevención y concienciación como
las vacunas contra el virus del papiloma humano y el cán-
cer cervicouterino, a cargo del diputado Danner González
Rodríguez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano

Danner González Rodríguez, integrante de la LXII Legis-
latura del Congreso de la Unión, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 6, fracción I, y 79, fracción II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea proposición con puntos de acuer-
do, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hace unos días, el 4 de febrero, conmemoramos el Día
Mundial de la Lucha contra el Cáncer. Esta enfermedad
afecta cualquier parte del cuerpo humano, su característica
es la rápida multiplicación de células anormales que se ex-
tienden más allá de sus límites habituales y pueden invadir
lugares cercanos o propagarse a otros órganos, proceso que
se conoce como metástasis, que a la postre origina la muer-
te.1

A escala mundial, este padecimiento es responsable de un
número importante de muertes. La Organización Mundial
de la Salud (OMS) señala que en 2008, fallecieron 7.6 mi-
llones de personas, aproximadamente 13 por ciento de los
fallecimientos, y estima que para 2030, aumentará a 13.1
millones. En la región de las Américas fallecieron 1.2 mi-
llones de personas en 2008 por cáncer; afectando a los
hombres principalmente en la próstata, pulmón, colono-
rrectal y estómago; y las mujeres en mama, pulmón, colo-
norrectal y cervicouterino.2

En México, de acuerdo con la Unión Internacional contra
el Cáncer, esta enfermedad es la tercera causa de muerte; la
Secretaría de Salud estima que cada año se detectan 128
mil casos nuevos.3

Los programas contra el cáncer para la mujer en el país es-
tán dirigidos principalmente a la prevención, la detección y
el tratamiento del cáncer de mama y cervicouterino. Para el
primer caso, se cuenta con 572 mastógrafos con una capa-
cidad potencial de 2 millones 172 mil 500 mastografías al
año, además, se han puesto en marcha unidades móviles

para la detección a mujeres en localidades que carecen del
servicio y se emplea la estrategia de telemastografía, con la
cual se apoya la interpretación de estudios en unidades re-
motas que carecen de radiólogo. Para el cáncer cervicoute-
rino, el sector salud ofrece dos pruebas de tamizaje para la
detección temprana; el Papanicolaou –dirigido a mujeres
de 25 a 34 años de edad– y la prueba del papiloma –para la
de 35 a 64.4

En 2008 se inició la vacunación contra la infección por vi-
rus del papiloma humano de alto riesgo. En 2011 se plan-
teó la vacunación a todas las niñas de 9 años de edad y en
2012 fue anunciada la vacunación universal contra el virus
del papiloma humano en las de quinto año de primaria.5

En 2012 se aplicaron 1.2 millones de dosis de la vacuna pa-
ra prevenir el cáncer cervicouterino; las segundas dosis,
fueron aplicadas de abril a mayo de 2013, que ascendieron
a 1.2 millones de dosis nuevamente.6

Aunque desde la década de 1970 se descubrió que el virus
del papiloma humano es agente causal del cáncer cervi-
couterino, hasta esta centuria no se obtuvo una vacuna, en
mucho porque este virus pertenece a una familia muy gran-
de, en la que se han caracterizado más de 100 miembros.7

Para atacar este virus hay dos vacunas, aunque sólo prote-
gen contra cuatro tipos de virus, dos de los cuales provocan
cáncer, por lo que los ginecólogos tienen la obligación de
mencionar esto a sus pacientes y que ellas estén conscien-
tes de que están protegidas parcialmente.8

Ante el hecho de que las vacunas sólo protegen de manera
parcial, los métodos como el Papanicolaou y la colposco-
pia son vigentes y necesarios. Otra ventaja en la lucha con-
tra el cáncer cervicouterino es que la lentitud que tiene el
virus en transformar una célula debe ser aprovechada para
prevenir, para detectarlo a tiempo y eliminarlo; para que se
produzca un tumor pueden transcurrir hasta dos décadas,
en ese lapso es factible hacer prevención del cáncer.9

En general, reza un dicho popular que “más vale prevenir
que lamentar”. Más de 30 por ciento de las muertes por
cáncer podrían evitarse modificando o evitando los princi-
pales factores de riesgo con medidas como evitar el consu-
mo de tabaco y bebidas alcohólicas, evitar la obesidad, in-
cluir en nuestra dieta diaria frutas y verduras, realizar
actividad física frecuente y, para el caso que nos ocupa,
prevenir las infecciones por virus del papiloma humano en
mujeres mediante la vacunación contra esta enfermedad.
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Por ello es necesario realizar un exhorto al sector salud pa-
ra que implemente más y mejores campañas de prevención
del cáncer cervicouterino, por un lado, y por el otro, hacer
un exhorto al Ejecutivo federal para que incremente el nú-
mero de vacunas contra el virus del papiloma humano, a
fin de que llegue a un número mayor de mujeres.

Derivado de lo anterior someto a consideración de esta
asamblea los presentes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al sector salud a poner en marcha más
y mejores campañas de prevención y concienciación entre
la población, prioritariamente entre las mujeres, sobre el
virus del papiloma humano y el cáncer cervicouterino.

Segundo. Se exhorta al Ejecutivo federal a incrementar la
cantidad de vacunas contra el virus del papiloma humano
en los centros de salud y poner en marcha campañas móvi-
les de vacunación contra este virus en las zonas más mar-
ginadas del país.

Notas:

1 “4 de febrero de 2013. Día Mundial contra el Cáncer”, Secretaría de
Salud, 4 de febrero de 2013. Disponible en http://www.spps.
gob.mx/noticias/1416-dia-mundial-contral-cancer.html [Última con-
sulta: 28 de enero de 2015.]

2 “Estadísticas a propósito de… Día Mundial contra el Cáncer (4 de fe-
brero)”, Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Aguascalientes,
31 de enero de 2014, página 1. Disponible en http://www.inegi.
org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Contenidos/estadisti-
cas/2014/cancer0.pdf [Última consulta: 28 de enero de 2015.]

3 Ídem.

4 “4 de febrero de 2013. Día Mundial contra el Cáncer”, obra citada.

5 Ídem.

6 Proposición con punto de acuerdo, Cámara de Diputados, Gaceta
Parlamentaria número 3625-III, 16 de octubre de 2012. Disponible en
http://gaceta.diputados.gob.mx/Black/Gaceta/Anteriores/62/2012/oct/
20121016-III/Proposicion-8.html [Última consulta: 4 de marzo de
2015.]

7 “Vacuna contra virus de papiloma humano protege parcialmente”, en
Quadratin, 9 de diciembre de 2014. Disponible en http://www.quadra-

tin.com.mx/sucesos/Vacuna-contra-Virus-de-Papiloma-Humano-pro-
tege-parcialmente/ [Última consulta: 28 de enero de 2015.]

8 Ídem.

9 Ídem.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de
2015.— Diputado Danner González Rodríguez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

CENSO PARA IDENTIFICAR LOS VEHICULOS 
ILEGALES DE PROCEDENCIA EXTRANJERA QUE
CIRCULAN EN LOS ESTADOS DE BAJA CALIFOR-
NIA, CHIHUAHUA, COAHUILA, NUEVO LEON, 
SONORA Y TAMAULIPAS, E IMPLEMENTE UN
PLAN PARA REGULARIZARLOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a realizar por el SAT un censo para identificar los
vehículos ilegales de procedencia extranjera que circulan
en Baja California, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León, So-
nora y Tamaulipas; y establecer un plan a fin de regulari-
zarlos, a cargo de la diputada Lilia Aguilar Gil, del Grupo
Parlamentario del PT

La que suscribe, Lilia Aguilar Gil, diputada federal del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, fracción I; 79, numeral 2, frac-
ción II; y 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a consideración de esta honorable asamblea punto
de acuerdo de urgente u obvia resolución, al tenor de las si-
guientes

Consideraciones

En la zona fronteriza, en la década de los años 80, fue muy
popular entre los habitantes de los estados fronterizos ad-
quirir vehículos usados de procedencia extranjera en relati-
vamente buenas condiciones, debido a que el desembolso
requerido era considerablemente inferior a la alternativa de
comparar un vehículo usado hecho en el país.

De 1978 al año 2012 hubo un total de 19 medidas de regu-
larización de vehículos ilegales de procedencia extranjera.
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De ellas, destaca que los primeros acuerdos únicamente
permitían la regularización para los propietarios avecina-
dos en las zonas fronterizas. Con el paso del tiempo se fue
ampliando  el beneficio a los campesinos al permitir la re-
gularización de vehículos destinados a actividades agrope-
cuarias y forestales como pickups y camiones tipo estacas,
hasta llegar a la ley expedida de 2001. 

En este ordenamiento se definía a los propietarios de vehí-
culos usados de procedencia extranjera, como las personas
que acrediten la titularidad de un vehículo de procedencia
extranjera de los modelos de 1970 y 1993, internados al pa-
ís antes del 31 de octubre de 2000. 

A partir de esta regulación y de la del 2005, se autorizo el
proceso de legalización de los vehículos usados de proce-
dencia extranjera con más de 10 años de antigüedad. Esta
medida represento un beneficio para muchas familias me-
xicanas, que mediante la adquisición de este tipo de vehí-
culo podría adquirir parte de sus instrumentos de trabajo o
bienes familiares a precios más bajos. 

Según Consultora Melgar de México, el parque vehicular
mexicano está compuesto por tres tipos de vehículos: lega-
les, regularizados e ilegales. 

Aproximadamente el parque vehicular de México es de
15,888,882 millones de unidades; de ellos 9.65 millones
son automóviles, 5.59 millones son camiones ligeros, 0.44
millones son camiones pesados, 0.16 millones son tracto
camiones y 0.04 son autobuses integrales.

En México, no se cuenta con un registro adecuado sobre
los vehículos que circulan de manera ilegal en el país, por
lo que las autoridades gubernamentales no disponen de in-
formación, al respecto, algunas organizaciones manejan un
estimado aproximado sobre el número de de autos que co-
nocen coloquialmente como “autos chocolate”.

En 2011-2012 se contaba con un registro de –aproximada-
mente– 6 millones de estas unidades. El 95 por ciento de
estos vehículos provienen de Estados Unidos de América,
mientras que el resto de países como Centroamérica y Sud-
américa.

El total que maneja la Asociación Mexicana de la Industria
Automotriz es de 5.44 millones de unidades. Lo mismo hay
automóviles que camiones ligeros, camiones pesados, trac-
tocamiones y autobuses.

Las estimaciones sobre el número y tasa de crecimiento de
autos de origen extranjero que circulan en la república in-
dican que si bien en 1992 eran entre 600 mil y 700 mil au-
tos, para el año 2001 se incrementaron hasta alcanzar 2.5
millones de vehículos con ese perfil.

Las 5.44 millones de unidades, hasta el año pasado, se di-
vidían de la siguiente manera: 

• 2.33 millones corresponden a automóviles; 

• 2.89 millones son camiones ligeros; 

• 0.11 millones son camiones pesados; 0.11 millones
son tracto camiones; y

• 3 mil 959 unidades son autobuses integrales.

En diversas localidades del país, y notoriamente en la re-
gión fronteriza del norte, circulan miles de vehículos de
procedencia extranjera de manera ilegal; no tienen placas
nacionales ni tarjeta de circulación, y mucho menos se co-
noce el nombre de su propietario.

Las entidades de la zona fronteriza del norte han sido las
entidades donde se concentra la mayor parte de vehículos
extranjeros ilegales. 

Uno de los graves problemas es que se fomenta la corrup-
ción en los cuerpos policiacos a nivel federal, estatal y mu-
nicipal, así como en las autoridades aduaneras, ya que los
propietarios de estos vehículos, ante la posibilidad de que
sea embargados o retenidos, es común que ofrezcan dadi-
vas o sobornos para mantener su posesión.  

Así como en materia de seguridad,  ya que estos vehículos
al no estar legalmente en el país carecen de placas y regis-
tro vehicular, por lo que se desconoce a su propietario, y
pueden ser utilizados para cometer delitos que afectan a la
población con lo que se extienden los niveles de inseguri-
dad pública.

Por lo que es urgente se efectúe un censo por parte de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para identificar
los vehículos ilegales de procedencia extranjera que circu-
lan  en los estados de Baja California, Sonora, Chihuahua,
Coahuila, Nuevo León, y Tamaulipas, asimismo se imple-
mente Plan de Regularización de estos vehículos. 

Por lo expuesto, se somete a consideración el siguiente
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Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que a
través del Servicio de Administración Tributaria, se realice
un censo para identificar los vehículos ilegales de proce-
dencia extranjera que circulan en los estados de Baja Cali-
fornia, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León, Sonora y Ta-
maulipas, e implemente un plan para regularizar dichos
vehículos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputada
Lilia Aguilar Gil (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

DIFUNDA LA INFORMACION SOBRE LA CONVE-
NIENCIA DE IMPLEMENTAR UN ESQUEMA DE 
VALES DE MEDICAMENTOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la secretaria de Salud a difundir la información sobre la
conveniencia de implantar un esquema de vales de medi-
camentos, a cargo de la diputada María Sanjuana Cerda
Franco, del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La suscrita, María Sanjuana Cerda Franco, diputada fede-
ral y coordinadora del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 3, fracción XVIII; 6o., fracción
I; 62, numerales 2 y 3, y artículo 79, numeral 1, fracción II,
y numeral 2, fracciones I y II, del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta Soberanía,
la siguiente proposición con punto de acuerdo con base en
las siguientes

Consideraciones

El derecho a la salud de las y los mexicanos se encuentra
consagrado en nuestro artículo 4º Constitucional, señalan-
do con toda claridad que toda persona tiene derecho a la
protección de la salud y para ejercer este derecho, se esta-
blecerá la concurrencia de la federación y las entidades fe-
derativas en materia de salubridad general, conforme a lo
dispuesto en la fracción XVI del artículo 73 constitucional.

El ejercicio de este derecho fundamental está garantizado
por un muy amplio Sistema Nacional de Salud y es de re-
conocer las estrategias y acciones emprendidas por las au-
toridades gubernamentales y sanitarias a fin de su acceso
sea efectivo, oportuno y de calidad, aplicando criterios de
seguridad, eficacia, costo, efectividad y adherencia a nor-
mas éticas profesionales y aceptabilidad social.

En el mismo sentido, valoramos el interés de que las y los
mexicanos, durante su proceso terapéutico, cuenten con los
medicamentos necesarios para su recuperación, en canti-
dad suficiente, con el abasto oportuno y costos accesibles
para toda la población que los requiera, de ser el caso.

También es de reconocer que el tema de abasto de medica-
mentos en las instituciones del sector público se encuentre
entre las prioridades de la agenda gubernamental.

En el Programa Sectorial de Salud 2013-2018, se reconoce
la necesidad de atender las deficiencias que se presentan el
sector salud, particularmente en las instituciones de servi-
cio público.

En éstas, “si se toma como criterio el surtimiento comple-
to de la receta se observa que hay deficiencias que alcan-
zan el 35.6 por ciento en el año 2012. Los problemas de
surtimiento, sin embargo, se presentan en paralelo con ca-
sos de sobre prescripción. Esta situación alerta sobre la ne-
cesidad de llevar a cabo acciones para mejorar el abasto
de medicamentos y al mismo tiempo para fomentar el uso
racional de los mismos”. 1

Año III, Segundo Periodo, 18 de marzo de 2015 / Apéndice Diario de los Debates de la Cámara de Diputados72



Como se observa en la gráfica anterior, extraída del pro-
grama sectorial antes citado, resulta relevante observar que
en el lapso de una administración solo se pudo elevar 1.4
por ciento el abasto completo de medicamentos en los ser-
vicios del Seguro Popular, pero más alarmante resulta la
caída en el surtimiento completo de recetas en el Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores al
Servicio del Estado (ISSSTE) del orden de 16.6 por ciento
en tan solo seis años.

Tal situación generó la definición y establecimiento de es-
trategias muy puntuales para atenderla y mejorar los indi-
cadores relacionados, que en última instancia, resulta en la
mejora de la salud de miles de mexicanas y mexicanos que
demandan estos servicios.

Así, en el programa sectorial podemos observar varias es-
trategias y acciones gubernamentales en el programa sec-
torial de salud, de las que resalto las estimadas para los fi-
nes del presente punto de acuerdo, como las siguientes:

“…

Estrategia 2.6. Garantizar el acceso a medicamentos e
insumos para la salud de calidad. 

Líneas de acción:

2.6.1. Fortalecer la cadena de suministro de medica-
mentos e insumos en las instituciones públicas de sa-
lud.

2.6.2. Incrementar el abasto de medicamentos y bio-
lógicos de acuerdo a las necesidades locales.

2.6.3. Implementar programas de distribución de medi-
camentos que alineen los incentivos de las instituciones
de todos los participantes.

2.6.4. Fomentar el uso racional de la prescripción de
medicamentos.

…

Estrategia 2.7. Instrumentar la Estrategia Nacional para
la Prevención y Control del Sobrepeso, la Obesidad y la
Diabetes.

Líneas de acción:

…

2.7.5. Asegurar el abasto oportuno y completo de me-
dicamentos e insumos.

…

Estrategia 5.5. Fomentar un gasto eficiente en medica-
mentos e insumos.

Líneas de acción:

5.5.1. Impulsar la liberación de genéricos para disminuir
el gasto en salud.
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5.5.2. Impulsar la compra consolidada de medica-
mentos e insumos entre las instituciones del sector
público.

5.5.3. Fomentar la compra coordinada de medica-
mentos e insumos entre la federación y las entidades
federativas.

5.5.4. Consolidar el proceso de negociación de precios
de medicamentos e insumos con patente vigente y de
fuente única.

5.5.5. Vigilar la eficiencia en el gasto asignado a la
compra de medicamentos e insumos para la salud.

5.5.6. Aplicar esquemas novedosos de compra y
abasto de medicamentos para asegurar su surti-
miento.

…”.2

En concordancia con estas estrategias y acciones, el Go-
bierno Federal fortaleció la estrategia iniciada desde el año
2008 de compras consolidadas de medicamentos y sumi-
nistros médicos, con el objetivo de mejorar sus procesos de
adquisición y generar sustanciales ahorros en beneficio de
los derechohabientes y beneficiarios del sector salud.

Así, podemos observar en el segundo Informe de Labores
del sector salud (2013-2014) que “por sexto año consecuti-
vo, la Comisión Coordinadora para la Negociación de Pre-
cios de Medicamentos y otros Insumos para la Salud nego-
ció el precio de 207 medicamentos aplicables a 2014, lo
que generó un ahorro estimado en 703 millones de pesos
para las instituciones”.3

Asimismo, en cuanto a los resultados de las compras con-
solidadas de medicamentos, en esta ocasión coordinada por
el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), en la que
participaron dicha institución, el ISSSTE, Pemex y las Se-
cretarías de Defensa y de Marina, así como cinco entidades
federativas, a nivel sectorial se generó un ahorro estimado
de 3 mil 700 millones de pesos, erogando 43 mil millones
de pesos,4 situación que debe reconocerse, si consideramos
que en los 5 anteriores años, el gasto promedio ascendía a
los 70 mil millones de pesos anuales. 

Si bien estas acciones están plenamente alineadas a las es-
trategias y líneas de acción definidas para el sector Salud,
de las cuales, como Grupo Parlamentario, Nueva Alianza

ha requerido con su debida oportunidad, que se mejore la
supervisión y vigilancia de la cadena de abasto, pues de lo
contrario, el ahorro que obtenga el gobierno no será más
que el gasto que realicen las familias, vía la compra de me-
dicamentos.

Sin embargo, el día 16 de febrero del año en curso, las y los
mexicanos nos enteramos que para dar atención a una apre-
miante problemática, las instituciones del sector Salud
IMSS e ISSSTE establecerían, a partir del 15 de marzo en
el Distrito Federal y progresivamente extensible a las prin-
cipales ciudades del país, una estrategia de canje de vales
de medicinas para sus derechohabientes de la siguiente ma-
nera:

“…

• En el caso del IMSS:

Cuando un medicamento no esté disponible en la far-
macia de la Unidad de Medicina Familiar que le corres-
ponde al derechohabiente, su receta será activada como
vale autorizado que podrá canjear, el mismo día, por sus
medicinas en cualquiera de las 60 farmacias de las Uni-
dades de Medicina Familiar en el Distrito Federal o en
el Centro de Canje de Medicamentos que el IMSS habi-
litó especialmente para este programa.

• En el caso del ISSSTE:

Cuando un medicamento del cuadro básico no esté dis-
ponible en una farmacia del ISSSTE, se entregará al de-
rechohabiente un vale por la medicina que no pudo re-
cibir. El vale podrá hacerse efectivo el mismo día en uno
de los centros de canje del propio instituto, los cuales
funcionarán los siete días de la semana.

…”.5

De lo anterior, se desprenden algunas interrogantes para el
Grupo Parlamentario Nueva Alianza, particularmente en la
medida en las acciones de estas instituciones sirvan para
garantizar un acceso efectivo a medicamentos de calidad
para sus derechohabientes, aspecto que se supone, estaba
contemplado en la estrategia de compra consolidada de
medicamentos.

Se había anunciado que el proceso de compra consolidada
de medicamentos del año 2014, en la que deberían de ha-
ber participado todas las entidades del país, conforme a lo
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establecido en la última reforma a la Ley General de Salud
y los lineamientos para la adquisición de fármacos y no so-
lo cinco entidades como sucedió, sería uno de los más am-
biciosos en su alcance y con mayor ejercicio de recursos en
la historia del Sistema de Protección Social en Salud.

No obstante ello, el programa de vales de medicina recien-
temente anunciado hace suponer una falla anticipada de la
estrategia gubernamental de mayor envergadura en su al-
cance y propósitos, lo que significa que no estará garanti-
zado el abasto de medicamentos in situ para más de 91.5
millones de mexicanos,6 bajo criterios de calidad, eficien-
cia, eficacia, suficiencia y oportunidad, tal como lo marca
la Ley General de Salud.

Transparentar la toma de decisiones es un imperativo que
distingue a las empresas e instituciones públicas, así como
a las naciones comprometidas con brindar mejores servi-
cios a sus usuarios, beneficiarios y ciudadanos.

Nueva Alianza cree y se mantiene comprometida con que
la promoción y fomento de mejores condiciones de salud
para las y los mexicanos deberá estar alineada a la Planea-
ción Nacional, los objetivos sectoriales y a los criterios de
orden, transparencia, eficiencia y eficacia que debe impe-
rar en toda acción de gobierno de la Administración Públi-
ca Federal o de cualquier orden de gobierno, sea este Le-
gislativo, Judicial, local o municipal.

Por ello, en aras de la construcción y fortalecimiento de
una sociedad mejor informada, juzgamos que es menester
que tanto el IMSS como el ISSSTE den cuenta a la socie-
dad mexicanas de los elementos de juicio, sean técnicos, fi-
nancieros, procedimental, programática, logísticos o de
cualquier otra índole que justifique e impulse un programa
como el anunciado de canje de vales de medicinas, así co-
mo su contribución, alineación y coadyuven a la Estrategia
de Compra Consolidada de Medicinas que incluya mejorar
el suministro y uso eficiente de medicamentos, misma que
ha sido coordinada por el IMSS en función de su experien-
cia y trayectoria en esta materia desde hace más de 7 años.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto respetuo-
samente a la consideración de esta Honorable Asamblea la
siguiente proposición con 

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la titular de la Secretaría de Salud

para que, en el marco de lo analizado y establecido en el
programa sectorial de salud 2013–2018, haga pública la in-
formación sobre la viabilidad y conveniencia de imple-
mentar un esquema de vales de medicamentos, a partir de
información técnica, financiera, procedimental y progra-
mática. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la titular de la Secretaría de Salud
para que, en el marco de lo analizado y establecido en el
programa sectorial de salud 2013–2018, difunda la infor-
mación sobre los riesgos que implican los vales de medi-
camentos para la estrategia relativa a fomentar un gasto
eficiente en medicamentos e insumos y para el esquema de
compras consolidadas de medicamentos en el sector salud.

Notas:

1 Programa Sectorial de Salud 2013 – 2018. Diario Oficial de la Fede-
ración, 12 de diciembre de 2012. Secretaría de Salud, México, página
36. Disponible en http://portal.salud.gob.mx/contenidos/conoce_sa-
lud/prosesa/pdf/programa.pdf. Consulta realizada el 27 de febrero de
2015, a las 15:40 horas.

2 Ídem. Página 53 y siguientes.

3 Segundo Informe de Labores 2013-2014, Secretaría de Salud, 1° de
septiembre de 2014, página 37. Disponible en http://www.salud.
gob.mx/unidades/transparencia/informes/Segundo_Informe_de_Labo-
res_de_la_Secretaria_de_Salud_2013-2014.pdf. Consulta realizada el
27 de febrero de 2015, a las 17:01 horas.

4Ídem.

5 Programa de vales de medicamentos para derechohabientes del
IMSS e ISSSTE. Comunicado conjunto No. 012 /2015. Disponible en
http://www.imss.gob.mx/prensa/archivo/201502/012. Consulta reali-
zada el 27 de febrero de 2015, a las 17:16 horas.

6 La Encuesta Nacional de Empleo y Seguridad Social (ENESS) 2013,
elaborada por el INEGI, estima que 91.5 millones de mexicanos, más
de tres cuartas partes de la población (77.2%), se encuentran afiliados
a alguna institución de seguridad social o de salud. 

De cada 100 personas, 45 están afiliadas al Seguro Popular, 44 al
IMSS, 7 al ISSSTE y el resto a otras instituciones públicas o privadas.  

De este universo, cerca de dos terceras partes de la población (62.8%)
requirieron de atención médica durante el 2013. 
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En particular, de cada 100, 35 se atendieron en la Secretaría de Salud,
27 en el IMSS, 28 en servicios médicos privados, 5 en el ISSSTE y 5
en otras instituciones públicas del sector salud.

Documento y datos disponibles en: http://www.inegi.org.mx/prod_
serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/encuestas/hogares/eness/2
014/702825058777.pdf.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputada
María Sanjuana Cerda Franco (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

ADOPTE MEDIDAS CON OBJETO DE GARANTIZAR
EL DERECHO DE LAS AUDIENCIAS CON LA
EMPRESA NOTICIAS MVS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al IFT a adoptar medidas para garantizar el derecho de las
audiencias con la empresa Noticias MVS, a cargo del dipu-
tado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, de la agru-
pación Movimiento de Regeneración Nacional

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, integrante de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión por la agrupación Morena, con fundamento en
los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 3; 79, nu-
merales 1 y 2, fracciones II y III; 100; y 113 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía proposición con punto de acuerdo, de ur-
gente u obvia resolución, por el que se exhorta al Instituto
Federal de Telecomunicaciones a adoptar medidas cautela-
res para garantizar el derecho de las audiencias ante la di-
ferencia presentada por la empresa MVS Noticias y el pro-
grama Noticias MVS Primera Emisión, que conduce la
periodista Carmen Arístegui, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El derecho a la información es un derecho humano que el
Estado Mexicano debe garantizar en forma plena su ejerci-
cio y accesibilidad regulado en los artículos 1o., 6o. y 27
de la Constitución Política.

Que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1o.,
15, fracción LIX, 216, fracción II, y 256 de la Ley Federal
de Telecomunicaciones y Radiodifusión, es competencia
del Instituto Federal de Telecomunicaciones garantizar el

derecho de las audiencias, entre los que destacan recibir
contenidos que reflejen el pluralismo ideológico, político,
social y cultural y lingüístico de la nación, así como recibir
programación que incluya diferentes géneros que respon-
dan a la expresión de la diversidad y pluralidad de ideas y
opiniones que fortalezcan la vida democrática de la socie-
dad.

Que se han presentado diferencias entre la empresa Noti-
cias MVS y el equipo de periodistas que contribuyen en el
programa Noticias MVS Primera Emisión, bajo la conduc-
ción de la periodista Carmen Aristegui, resultando con el
despido de dos comunicadores.

Por lo expuesto se presenta a esta soberanía, con carácter
de urgente y obvia resolución, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión solicita respetuosamente al Instituto Federal de
Telecomunicaciones para en el ámbito de su competencia
adopte medidas cautelares necesarias para efecto de garan-
tizar el derecho de las audiencias para recibir contenidos
que reflejen el pluralismo ideológico, político, social y cul-
tural y lingüístico de la Nación a través del programa Noti-
cias MVS Primera Emisión, que conduce la periodista Car-
men Aristegui.

Dado el 18 de marzo de 2015 en la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, Palacio Legislativo de San Lázaro.— Diputado Manuel
Rafael Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen.

EMPRENDAN ACCIONES PARA LA INCLUSION DE
PERSONAS CON ALGUNA DISCAPACIDAD

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno federal y las entidades federativas a emprender
acciones para la inclusión de personas con discapacidad, a
cargo del diputado Samuel Gurrión Matías, del Grupo Par-
lamentario del PRI

El que suscribe, Samuel Gurrión Matías, diputado de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo
Parlamentario Partido Revolucionario Institucional, con
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fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, fracción I,
y 79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presentas ante esta honorable asamblea el si-
guiente punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo primero, párrafo quinto, señala que en Méxi-
co queda prohibida toda discriminación motivada por el
origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la re-
ligión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado ci-
vil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y liber-
tades de las personas.

Lo anterior significa, que el Estado mexicano se encuentra
obligado a establecer las medidas necesarias, a fin de que
ninguna persona vea restringidos o limitados sus derechos
y libertades, como consecuencia de algún tipo de discrimi-
nación. 

El 11 de junio de 2003, fue publicada en el Diario Oficial
de la Federación, la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación, y de acuerdo a lo señalado en su artícu-
lo primero, ésta tiene por objeto, prevenir y eliminar todas
las formas de discriminación que se ejerzan contra cual-
quier persona en los términos del Artículo primero de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como promover la igualdad de oportunidades y de trato. En
este sentido, las autoridades de los tres órdenes de gobier-
no, así como el Congreso de la Unión, las legislaturas de
las entidades federativas, así como los órganos integrantes
del Poder Judicial de la Federación, se encuentran obliga-
dos a diseñar instrumentos jurídicos acorde a su competen-
cia, a fin de promover y garantizar un trato digno a todas
las personas, y con ello evitar actos de discriminación. 

Uno de los sectores poblacionales que día con día enfrenta
barreras sociales para alcanzar un pleno desarrollo, son las
personas que viven con alguna discapacidad, tristemente
este grupo poblacional no han podido alcanzar una vida li-
bre de discriminación y en condiciones de igualdad, lo an-
terior, a pesar de que la misma Ley para Prevenir y Elimi-
nar la Discriminación señala en su artículo 15 que los
poderes públicos federales están obligados a realizar accio-
nes de nivelación, las cuales se definen como “las medidas
de nivelación son aquellas que buscan hacer efectivo el ac-
ceso de todas las personas a la igualdad real de oportuni-

dades eliminando las barreras físicas, comunicacionales,
normativas o de otro tipo, que obstaculizan el ejercicio de
derechos y libertades prioritariamente a las mujeres y a los
grupos en situación de discriminación o vulnerabilidad”. 

Según la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los
Hogares (ENIGH) 2012, el 6.6% de la población del país
reporta tener alguna discapacidad, del cual en su mayoría,
eran adultos mayores, representando el 51.4 por ciento.
Mientras que el principal tipo de discapacidad es la difi-
cultad para caminar con un 5.7%.1

La discapacidad, según la Organización Mundial de la Sa-
lud (OMS) es un “término general que abarca las deficien-
cias, las limitaciones de la actividad y las restricciones de
la participación. Las deficiencias son problemas que afec-
tan a una estructura o función corporal. La discapacidad es
un fenómeno complejo que refleja una interacción entre las
características del organismo humano y las características
de la sociedad en la que vive.”2

A nivel mundial en 2013, se estimaba que más de “200 mi-
llones de personas, o sea, un 15% de la población mundial
padecía alguna forma de discapacidad.”3

Resulta inverosímil que en el esplendor del siglo XXI, en
el país persistan espacios públicos en los que no se con-
templen las necesidades especiales de las personas con al-
guna discapacidad. Frente a este panorama, existe la nece-
sidad de integrar a las personas con discapacidad en los
diferentes aspectos de la vida social, cultural y política de
nuestro país. En una sociedad construida para personas sin
discapacidades, luchar por desarrollarse de manera plena
teniendo alguna discapacidad es una labor casi imposible.
Asociaciones civiles aseguran, que en “nuestro país se han
dado avances normativos y los tres niveles de gobierno han
desarrollado incipientes políticas públicas, falta mucho por
hacer en favor de las personas con discapacidad.”4

Crear condiciones sociales para que las personas con algu-
na discapacidad puedan acceder a una vida digna y des-
arrollarse en plenitud, es un tema de justicia social. El Es-
tado mexicano, debe asumir con mayor fuerza su
compromiso de cerrar la brecha de la desigualdad, en don-
de las personas con alguna discapacidad puedan hacer uso
de todos los servicios públicos, que tengan acceso a edifi-
cios y espacios públicos. 

En el Partido Revolucionario Institucional, creemos que
pese a la promulgación de la Ley General para la Inclusión
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de las Personas con Discapacidad y la Ley Federal para
Prevenir y Eliminar la Discriminación, en la práctica aún
existe mucho trabajo por hacer. Es necesario actuar con ra-
pidez y mirando hacia el futuro, implementemos la in-
fraestructura necesaria, transporte público adecuado a las
necesidades de toda la población, espacios laborales que
garanticen el sustento de las personas con alguna discapa-
cidad, así como espacios públicos adecuados que garanti-
cen la igualdad y la equidad en la sociedad.

En consecuencia, someto a consideración del Pleno el si-
guiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados respetuosamente exhorta
al gobierno federal y a los gobiernos de las 32 entidades fe-
derativas en estricto respeto a su soberanía, para que en el
ámbito de sus competencias:

a) Emprendan acciones para garantizar que en todos los
espacios públicos existan condiciones en los que las
personas con alguna discapacidad accedan y se trasla-
den con facilidad en el interior de los mismos;

b) Promuevan transportes públicos adecuados para per-
sonas con alguna discapacidad; 

c) Promuevan campañas de sensibilización entre la po-
blación encaminadas a la integración social de las per-
sonas con alguna discapacidad; 

d) Promover estímulos o programas de empleos para
que las personas con alguna discapacidad puedan acce-
der a un trabajo digno y bien remunerado.

Notas:

1 “Estadísticas a propósito del Día Internacional de las Personas Con
Discapacidad”. Disponible en http://www.inegi.org.mx/inegi/conteni-
dos/espanol/prensa/Contenidos/estadisticas/2013/discapacidad0.pdf 

2 Página Oficial de la Organización Mundial de la Salud, disponible en
http://www.who.int/topics/disabilities/es/ 

3 Ídem.  

4 Véase Arellano, César. “Personas con discapacidad exigen mejorar
acceso a transportes y servicios”, disponible en http://www.jornada.
unam.mx/2014/02/16/sociedad/030n1soc

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo del año
2015.— Diputado Samuel Gurrión Matías (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen. 

INVESTIGAR SOBRE PRESUNTOS CASOS DE DES-
VIOS DE RECURSOS EN CHIHUAHUA Y EN LA
CAMPAÑA DEL PRI A LA GUBERNATURA DE 
SONORA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
diversas autoridades federales a investigar sobre presuntos
casos de desvío de recursos en Chihuahua y en la campaña
del PRI a la gubernatura de Sonora, a cargo del diputado
Heberto Neblina Vega y suscrita por integrantes del Grupo
Parlamentario del PAN

Los suscritos diputados federales, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en la LXII Le-
gislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
3, numeral 1, fracción XIX; 6, numeral 1, fracción I, y 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones I y II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Durante los últimos meses, la Cámara de Diputados ha he-
cho un esfuerzo importante para dotar a México de un mar-
co legal sólido en materia de combate a las malas prácticas
de gobierno y a la corrupción. Este problema, además de
ser haberse venido arrastrando a todos los niveles y órde-
nes de gobierno, se ha agudizado y se ha vuelto más visi-
ble en los últimos tiempos. 

Propiedades que no se declaran, contratos de obra pública
con presuntos conflictos de intereses, desvío de recursos
para negocios propios y para campañas, entre otros, han si-
do casos de los que la opinión pública ha tenido conoci-
miento, que han sido denunciados, y que las autoridades fe-
derales y locales no investigan o no les dan seguimiento
por cubrir los intereses de los gobernantes.

El pasado 23 de septiembre de 2014, el ciudadano Jaime
García Chávez interpuso una denuncia penal en contra del
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gobernador del estado de Chihuahua, César Duarte y su es-
posa Berta Gómez Fog, ante la Procuraduría Federal de la
República por la creación de un fideicomiso de 65 millones
de pesos que luego se trasladaron, presuntamente, al banco
Unión Progreso, cuyo accionista mayoritario es el propio
gobernador Duarte.

Y no obstante, que el mandatario estatal chihuahuense ha-
bía negado la existencia de ese fideicomiso, tuvo que reco-
nocerlo frente a las cámaras de televisión, en el programa
“Punto de Partida”  y adujo cínicamente a la reportera  que
no había leído lo que firmaba. “¿Sabe cuántos papales fir-
mo al día? ¿Se imagina?, lo firmé, no lo leí a lo macho que
no lo leí”, aseveró el gobernador. 

Esta causa de denuncia la encabeza en el estado de Chi-
huahua, la Unión Ciudadana contra la Corrupción que está
integrada por una red amplia y plural de asociaciones civi-
les y líderes políticos y sociales que revelan la situación
crítica por la que atraviesa Chihuahua en el ámbito de la se-
guridad pública, la economía, el rubro político y la opaci-
dad con que se manejan los recursos públicos en esa enti-
dad. 

Y un último caso que no puede pasar desapercibido. En dí-
as recientes, se dio a conocer la noticia de que el secretario
del ayuntamiento de Nogales, Enrique Claussen Iberri, a
través del coordinador de campaña de la candidata priísta
al gobierno del Estado de Sonora, Claudia Pavlovlich Are-
llano,  entregaba para “cooperar” en la campaña de dicha
candidata, dos maletas repletas de dinero. 

¿De dónde proviene ese dinero?, por este hecho ¿Existe al-
guna investigación al respecto? ¿Qué mensaje se está dan-
do a la ciudadanía que está harta de que los políticos ten-
gan nexos o vínculos con grupos delincuenciales? La
tragedia de Iguala, Guerrero, nos ha revelado hasta donde
son capaces de llegar quienes reciben “favores” del crimen
organizado. Y todos estamos en obligación de combatir
esas prácticas y exigirles a las autoridades que ejerzan sus
facultades y cumplan con sus obligaciones para realizar las
indagatorias correspondientes y en su momento deslindar
las responsabilidades a las que haya lugar y así mismo san-
cionar a los responsables, no podemos y no debemos tole-
rar estas acciones y pasarlas por alto. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión
los presentes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Procuraduría General de la Re-
pública, informe a la opinión pública sobre el estado que
guarda la investigación que se sigue en contra del goberna-
dor de Chihuahua, César Duarte Jáquez con relación a la
utilización de recursos públicos en beneficio del Banco
Unión Progreso de Chihuahua, del cual el gobernador es
accionista mayoritario.

Segundo. Se exhorta al Instituto Nacional Electoral a que
lleve a cabo una investigación sobre presunto financia-
miento indebido de campaña por parte de la candidata del
PRI al gobierno de Sonora, Claudia Pavlovlich Arellano, al
haber recibido dos maletas de dinero por parte del Secreta-
rio del Ayuntamiento de Nogales.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro el día 17 de marzo de
2015.— Diputado Heberto Neblina Vega (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen

MEDIDAS PERTINENTES CONTRA DEL GOBER-
NADOR DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, POR
LOS DICHOS DISCRIMINATORIOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Conapred a tomar medidas contra del gobernador de Ba-
ja California por los dichos discriminatorios del 9 de mar-
zo del presente año, a cargo del diputado Abraham Correa
Acevedo, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Abraham Correa Acevedo, dipu-
tado integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática de la LXII Legislatura, con fun-
damento en el artículo 79, numeral 2 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de este ple-
no la proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta al Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación
a tomar las medidas pertinentes y sanciones correspon-
dientes contra el gobernador de Baja California, Francisco
A. Vega de Lamadrid, por los dichos discriminatorios men-
cionados el 9 de marzo del presente año.

Consideraciones

El Estudio mundial sobre el homicidio 2013, hecho por la
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Deli-
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to (UNODC, por sus siglas en inglés), señala que la tasa de
feminicidios en el mundo es de 2.7 por cada 100 mil muje-
res. En dicho estudio, también se establece que México su-
pera esa tasa en casi 2 puntos, pues entre 2007 y 2013 la ta-
sa de feminicidios en México se disparó a 14 mil 955
víctimas, pasando de 1.9 a 4.4 casos por cada 100 mil mu-
jeres y un promedio de seis víctimas cada día.

Al mismo tiempo, el Observatorio Nacional contra el Fe-
minicidio ha señalado que entre 2012 y 2013 se registraron
en nuestro país 3 mil 892 asesinatos contra mujeres, de los
cuales solo 613 fueron considerados feminicidios, es decir,
el 15.7 por ciento de los casos.

La fuente de estos feminicidios se encuentra tanto en el
ambiente generalizado de violencia que vivimos en nuestro
país, como en la cultura machista y discriminatoria contra
la mujer que impera todavía en nuestros días. Diversos es-
tudios han mostrado que en la mayoría de los casos los fe-
minicidios son cometidos por parejas sentimentales, ex es-
posos, hermanos, vecinos o gente que tenía alguna cercanía
con la víctima. La violencia contra las mujeres es pues, de-
rivada de la idea de que las mujeres son propiedad de los
hombres y que éstas están para servir a las necesidades del
sexo masculino y, por tanto, cuando ocurre algún tipo de
separación, el hombre recurre a la violencia para intentar
reclamar su propiedad. 

En este sentido, las mujeres en nuestro país todavía sufren
las consecuencias de una cultura machista y conservadora,
que las hace víctimas de asesinatos y las relega a una fun-
ción supuestamente natural de ser las responsables de las
tareas del hogar y del bienestar de los hombres.

Ahí donde se ha avanzado en la inclusión de las mujeres,
como en la educación superior, se les sigue excluyendo de
profesiones que culturalmente son consideradas para los
hombres, como las ingenierías, mientras se les impulsa a
asumir profesiones consideradas para mujeres como la ad-
ministración, enfermería, entre otras. 

En esta Cámara de Diputados hemos hecho diversos es-
fuerzos para prevenir la discriminación en general y contra
la mujer en particular, por ejemplo, recientemente hemos
legislado para incluir a las mujeres en las tareas del sector
público en el mismo número que lo hacen los hombres y,
sin embargo, aún nos falta mucho por hacer.

Si bien la tarea de eliminar la discriminación contra las mu-
jeres es una tarea que a nivel de la sociedad llevará mucho

tiempo, es inaceptable que al día de hoy las autoridades
que representan a la sociedad reproduzcan las distintas for-
mas de discriminación contra la mujer, como lo hizo re-
cientemente el gobernador de Baja California, Francisco A.
Vega de Lamadrid, quien el pasado lunes 9 de marzo del
presente año señaló: están rebuenas todas… para cuidar ni-
ños, para atender la casa, para cuando llega uno, y a ver mi-
jito póngase las pantunflitas.

Por tal motivo, someto a consideración de esta soberanía el
siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación a tomar las medidas pertinentes y sancio-
nes correspondientes contra el gobernador de Baja Califor-
nia, Francisco A. Vega de Lamadrid, por los dichos discri-
minatorios mencionados el 9 de marzo del presente año.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Abraham Correa Acevedo (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen. 

MEJORAR LA INFRAESTRUCTURA DE LOS AERO-
PUERTOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SCT a mejorar la infraestructura de los aeropuertos, a
cargo de la diputada Rosa Elba Pérez Hernández, del Gru-
po Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, diputada Rosa Elba Pérez Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México, con fundamento en los artículos 6, frac-
ción I, y 79, numerales 1, fracción II, y 2 del Reglamento
de Cámara de Diputados, presento ante esta honorable
asamblea la siguiente proposición con punto de acuerdo al
tenor de las siguientes

Consideraciones

El papel de los aeropuertos en el desarrollo de la economía
de México es sin lugar a dudas de enorme trascendencia,
pues son la puerta de entrada comercial y turística a nues-
tro país, y una ventana hacia el mundo. 
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Datos de la Dirección General de Aeronáutica Civil de la
Secretaría de Comunicaciones y Transportes registran un
movimiento operacional durante enero de 2015 de 5.4 mi-
llones de pasajeros domésticos y 3.5 millones de pasajeros
internacionales en los principales aeropuertos en el territo-
rio nacional: Aeropuerto Internacional de la Ciudad de Mé-
xico y aeropuertos de Monterrey, Guadalajara, Cancún, Ti-
juana, Hermosillo, Culiacán, Mérida, Villahermosa, San
José del Cabo, Puerto Vallarta, Bajío, Zihuatanejo, Cozu-
mel, Mazatlán.

El transporte aéreo se ha convertido en uno de los servicios
de transporte más utilizados por viajeros de negocios y tu-
ristas. Estos usuarios, al igual que los demás, deben recibir
la prestación de un servicio adecuado a sus necesidades.
No obstante, las salas de espera por las que el viajante cir-
cula por muchas horas, no cuentan con el equipamiento mí-
nimo necesario para hacer uso de teléfonos y computado-
ras portátiles, indispensables para atender negocios y
urgencias durante el largo lapso que transcurre entre el re-
gistro en mostrador de la aerolínea y el embarque, que pue-
de prolongarse por retrasos accidentales o imputables al
concesionario o permisionario. 

Frente a la demora, el usuario de cualquier aeropuerto en el
territorio nacional, ve afectada su operatividad porque ca-
da sala carece de suficientes tomas de corriente eléctrica
para reabastecer las baterías de los indispensables equipos
de comunicación digital, menos aún del acceso gratuito a
los servicios de banda ancha de Internet.

No se debe dejar de lado que la reforma constitucional en
materia de telecomunicaciones tiene el fin de garantizar a
la población su integración a la sociedad de la información
y el conocimiento mediante una política de inclusión digi-
tal universal. El artículo sexto constitucional reconoce el
derecho de todos los mexicanos contar con acceso a los
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, inclui-
do el de banda ancha e Internet.

Se sabe que el tema de la brecha digital forma parte de la
agenda prioritaria del gobierno mexicano. Diversas inicia-
tivas enfocadas a promover la adopción de TIC: cambios
institucionales, normativos, de estrategias y de políticas
públicas se han puesto en marcha. En materia de compe-
tencia económica se busca brindar condiciones de igualdad
para el acceso a Internet de banda ancha, abierto y gratuito
para todos los mexicanos. 

Existe un extenso marco jurídico que regula actividad ae-
ronáutica; la Ley de Aeropuertos define como aeródromo
civil al área definida de tierra o agua adecuada para el des-
pegue, aterrizaje, acuatizaje o movimiento de aeronaves,
con instalaciones o servicios mínimos para garantizar la se-
guridad de su operación; asimismo, les clasifica en aeró-
dromos de servicio al público y de servicio general; el pri-
mero es en el que existe la obligación de prestar servicios
aeroportuarios y complementarios de manera general e in-
discriminada a los usuarios e incluyen aquellos aeropuertos
sujetos a concesión.

Dicha ley refiere a la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes (SCT) como autoridad aeroportuaria, quien
tiene la atribución de fijar las bases para la prestación efi-
ciente, competitiva y no discriminatoria de los servicios,
así como establecer las condiciones mínimas de operación
con las que deberán contar los aeródromos civiles según su
naturaleza y su categoría. Asimismo determina que la SCT
establecerá las condiciones de construcción y conservación
de los aeródromos civiles y que sus concesionarios y per-
misionarios deberán elaborar un programa maestro de de-
sarrollo con base en las políticas y programas establecidos
para el desarrollo del sistema aeroportuario nacional.

En ese orden de ideas, la ley también considera que para la
operación de los aeródromos civiles, los concesionarios o
permisionarios deberán asegurar que se cuente con las in-
fraestructuras, instalaciones y equipos, adecuados y sufi-
cientes para que la operación y atención al usuario sobre
bases de seguridad, eficiencia y calidad

La mayoría de los aeropuertos del país se encuentran con-
cesionados por un periodo de 50 años a Grupo Aeroportua-
rio de la Ciudad de México (GACM), Aeropuertos y Ser-
vicios Auxiliares (ASA), Grupo Aeroportuario del Pacífico
(GAP), Grupo Aeroportuario Centro Norte (OMA) y Aero-
puertos del Sureste (ASUR). El sector aeronáutico y aero-
portuario ha dado atención a la revisión de los correspon-
dientes Programas Maestros de Desarrollo a fin de analizar
los planes de inversión de estos grupos concesionarios y
que no solo prevengan el cobro excesivo a los distintos
usuarios, sino el retorno de la inversión de los concesiona-
rios.

Ahora bien, la Tarifa de Uso de Aeropuertos Nacional e In-
ternacional (TUA) que es un ingreso no tributario por con-
tribuciones de derechos establecidas en la ley por el uso o
aprovechamiento de un bien del dominio público, es una
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contraprestación del Estado para el usuario. Además, la
Ley de Ingresos de la Federación establece que los ingre-
sos excedentes provenientes de los aprovechamientos por
participaciones a cargo de los concesionarios de vías gene-
rales de comunicación y de otros aprovechamientos, se po-
drán destinar, en los términos dela Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria a gasto de inversión
en infraestructura. 

Tarifa de Uso de Aeropuerto

TUA Nacional
22.33 pesos

TUA Internacional
34.72 pesos

En otras palabras, el usuario paga para recibir la contra-
prestación del Estado, que en este caso es el uso del aero-
puerto, y corresponde a la SCT garantizarle una infraes-
tructura adecuada, suficiente y de calidad destinándole los
recursos del TUA a incrementar los enchufes de energía
eléctrica y la habilitación de la red de acceso a internet gra-
tuito.

En virtud de lo anterior, este punto de acuerdo, tiene el pro-
pósito de garantizar la prestación eficiente, competitiva y
no discriminatoria de los servicios aeroportuarios, así co-
mo establecer las condiciones mínimas de operación con
las que deberán contar los aeródromos civiles según su na-
turaleza y su categoría.

Con base en lo expuesto, se somete a consideración de es-
ta asamblea, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes a que en el proceso de revisión
de los Programas Maestros de Desarrollo, se considere la
infraestructura necesaria para que las salas de embarque de
los principales aeropuertos del país, cuenten con tomas de
corriente eléctrica suficientes y con acceso universal a In-
ternet.

Dado en el Palacio Legislativo, a 18 de marzo de 2015.— Diputada
Rosa Elba Pérez Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

PERMITA QUE TODAS LAS PERSONAS QUE PADE-
CEN ALGUNA DISCAPACIDAD, RECIBAN UN 
APOYO ECONOMICO

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la secretaria de Salud a diseñar un programa federal para
que todas las personas con discapacidad reciban apoyo
económico, a cargo de la diputada Cristina Olvera Barrios,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, diputada federal Cristina Olvera Barrios,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Nueva
Alianza en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral
1, fracción I, y 79, numera1, fracción II, y numeral 2, frac-
ción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, presen-
ta ante esta asamblea la proposición con punto de acuerdo
por el que se solicita al titular del Poder Ejecutivo federal
se sensibilice de manera urgente y considere el diseño e
implementación de un programa federal que permita brin-
dar un apoyo económico general para subsanar las diferen-
tes necesidades de la población que padece alguna disca-
pacidad permanente.

Consideraciones

Actualmente la discapacidad afecta considerablemente a
un importante sector de la población a nivel nacional. Los
que la sufren se enfrentan a diferentes problemas que les
impiden  el ejercicio pleno en sus derechos sociales tales
como el del trabajo, protección a la salud, vivienda digna,
educación, entre otros, lo que sin duda, afecta su desarrollo
integral.

Aunado a lo anterior, la discapacidad propicia también
conductas de discriminación por parte tanto de las institu-
ciones, como de la sociedad en general, traduciéndose en la
exclusión de participar de la vida de la propia sociedad, lo
que agrava la realidad que afronta esta población.  

Es oportuno mencionar que la Asamblea General de las
Naciones Unidas, declaró en el “Decenio de las Naciones
Unidas para los Impedidos (1983 – 1992)”, la urgente in-
tervención de los países miembros para promover la refle-
xión y la pronta toma de decisiones para implementar ac-
ciones que permitan mejorar la calidad de vida de las
personas que padecen alguna discapacidad, ya que su bien-
estar y su inclusión en todos los aspectos de la vida políti-
ca, social, económica y cultural de las naciones debe estar
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garantizada, al igual que el respeto e igualdad en el ejerci-
cio de sus derechos.1

Como resultado inmediato de esta declaración, se estable-
ció el 3 de diciembre como el Día Internacional de las Per-
sonas con Discapacidad, a través de la resolución 47/3, que
propició que a partir de este hecho, se elaborara la Con-
vención sobre los Derechos de las personas con Discapaci-
dad en el año 2006, misma que fue firmada por México en
2008.

En el caso particular de México, el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi) a través del Censo de Po-
blación y Vivienda 2010 y con base a su cuestionario am-
pliado,2 informó que nuestro país contaba en ese año con
una población alrededor de 112 millones. De ellas, aproxi-
madamente 5.7 millones manifestaron tener alguna dificul-
tad o limitación para llevar a cabo las actividades como:
caminar o moverse, ver, escuchar, hablar, poner atención o
atender su cuidado personal, es decir, son personas que tie-
nen alguna discapacidad. 

De igual manera, el Inegi precisó que el tipo de discapaci-
dad más frecuente es la relacionada con la movilidad (ca-
minar o moverse) la cual afecta el 58 por ciento de la po-
blación con discapacidad. Le siguen las limitaciones para
ver (27.2 por ciento), escuchar (12.1 por ciento), mental
(8.5 por ciento), hablar o comunicarse (8.3 por ciento),
atender el cuidado personal -vestirse, bañarse o comer- (5.5
por ciento) y, finalmente, para poner atención o aprender
(4.4  por ciento). Es decir, la dificultad para caminar o mo-
verse y para ver, representan el 85.5 por ciento de las dis-
capacidades en el país.

La situación es apremiante y más porque solo el 68.8 por
ciento de la población con discapacidad es derechohabien-
te de algún servicio de salud; y qué decir sobre su situación
académica, donde su logro alcanzado se relaciona con el
acceso y la infraestructura: de la población mayor de 15
años, 27.9 por ciento no tiene estudios, 45.4 por ciento ter-
minó al menos un año de primaria, 13.3 por ciento un año
de secundaria, 7.3 por ciento un año de media superior, 5.2
por ciento un año en superior, y su promedio de escolari-
dad es 4.7 años aprobados. Mientras que aquellas personas
que padecen dificultad mental, para hablar o comunicarse
y poner atención o aprender son las que concentran los pro-
medios de escolaridad más bajos (3.4 y 3.3 años). 

La mayoría de la población que padece alguna discapaci-
dad vive un escenario económico complejo y desalentador,

transformándose en un sector de la población altamente
vulnerable. , Por lo anterior, se hace patente la necesidad de
refrendar el compromiso del Gobierno Federal y poner en
operación un Programa que brinde algún tipo de apoyo
económico a personas que padecen alguna discapacidad,
para coadyuvar a aumentar sus ingresos económicos y con
ello promover una mejor calidad de vida para ellos  y sus
familias.

La población con discapacidad vive con graves rezagos de
atención y de solución a sus necesidades, ya que sufren de
los peores resultados sanitarios, de los peores resultados
académicos, una menor participación económica y tasas de
pobreza más altas que las personas sin discapacidad. En
parte, ello es consecuencia de los obstáculos que entorpe-
cen su acceso a servicios que muchos de nosotros conside-
ramos obvios, en particular la salud, la educación, el em-
pleo, el transporte, o la información. Esas dificultades se
exacerban en las comunidades menos favorecidas.

Es evidente que contamos con  información veraz, sufi-
ciente y ordenada para conocer con precisión la difícil si-
tuación que afrontan las personas que tienen alguna disca-
pacidad. Sin embargo, esta información también nos
refleja, sin lugar a dudas, que no existe una política, ni es-
trategia nacional integral para atender este problema, reco-
nociendo que en distintos ámbitos se hacen valiosos es-
fuerzos para resolver el problema pero, sus resultados son
limitados por estar descoordinadas las medidas que se apli-
can.

El gobierno federal ha dirigido un importante número de
acciones y recursos para dar apoyos a los sectores más vul-
nerables de la población y por primera vez el Plan Nacio-
nal de Desarrollo (2013-2018) en lo que se refiere a la aten-
ción a las personas con  discapacidad establece la
elaboración del Programa Nacional para el Desarrollo y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad, el que tiene
como objetivo fundamental asegurar la vigencia efectiva
de los derechos de las personas con discapacidad y contri-
buir a su desarrollo integral a través de su inclusión al mer-
cado de trabajo y la dinámica social, además de impulsar,
con el apoyo de los medios de comunicación  y la sociedad
civil, estrategias que coadyuven a transformar la actual cul-
tura excluyente y discriminatoria en una abierta a la tole-
rancia y la diversidad.

Se señala en el Programa Nacional para el Desarrollo  y la
Inclusión de las Personas con Discapacidad que, de acuer-
do con los datos reportados por el Inegi en el 2012 se de-
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terminó con precisión que los ingresos en los hogares con
personas con discapacidad son más bajos que en los hoga-
res en donde no se presenta discapacidad alguna y además
también se determinó que en los hogares con discapacidad
los gastos son superiores en relación con aquellos en que
no hay discapacidad.

En el apartado de Conclusiones del citado Programa Na-
cional se señala que las personas con discapacidad deben
ser atendidas mediante políticas públicas, programas y ac-
ciones institucionales que efectivamente les garanticen el
pleno ejercicio de sus derechos, siendo el propio Programa
Nacional la vía para lograr que las personas con discapaci-
dad cuenten con apoyos y servicios indispensables, gene-
rados por las dependencias y entidades de los tres órdenes
de gobierno, a través de los Programas Sociales del Go-
bierno Federal y de manera textual se señala que la lógica
del Programa Nacional es que las dependencias y entidades
de la administración pública federal desarrollen programas
y acciones a fin de cumplir con la Convención sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad y esta pobla-
ción cuente efectivamente con oportunidades, apoyos y
servicios que mejoren su calidad de vida.

Reconocemos los esfuerzos que se vienen haciendo para
atender a la población con discapacidad, pero es evidente
que resultan insuficientes y un tanto dispersos por lo que se
impone la necesidad de establecer, los mecanismos necesa-
rios para que el Ejecutivo federal en cumplimiento de sus
obligaciones haga posible que este sector de la población
reciba los apoyos necesarios para posibilitar su desarrollo
en la sociedad en igualdad de circunstancias y esto debe
llevarse a cabo atendiendo los señalamientos que hemos
mencionado como parte de las Conclusiones del Programa
Nacional en cuestión y que a la fecha no se han atendido y
en consecuencia las dependencias y entidades de la admi-
nistración pública federal deben desarrollar programas y
acciones a fin de cumplir con la Convención sobre los De-
rechos de las Personas con Discapacidad y esta población
cuente efectivamente con oportunidades, apoyos y servi-
cios que mejoren su calidad de vida.

Hoy en día la discapacidad se considera una cuestión de
derechos humanos. Las personas están discapacitadas por
la sociedad, no sólo por sus cuerpos. Estos obstáculos se
pueden superar si los gobiernos, las organizaciones no gu-
bernamentales, los profesionales y las personas con disca-
pacidad y sus familias trabajan en colaboración, pero como
señalamos debe ser al amparo de una política y estrategia
nacional que corresponde al Ejecutivo federal diseñar y co-

ordinar en su aplicación, pero sobre todo, tomar en cuenta
lo antes posible, las Recomendaciones Finales que realizó
la Organización de las Naciones Unidas (ONU).3

Sobre el caso de México, dicho órgano internacional  en el
mes de octubre del 2014, en relación a la discapacidad ma-
nifestó que el Estado debe establecer líneas presupuestarias
específicas para cumplir sus objetivos en materia de igual-
dad, así como acciones específicas para combatir casos de
discriminación interseccional, basadas en la discapacidad,
la edad, el género, la pertenencia a pueblos indígenas y la
ruralidad, entre otros factores de exclusión, y lo alienta a
aumentar sus esfuerzos desarrollando estrategias de difu-
sión, toma de conciencia y diálogo con las autoridades lo-
cales a fin de que expida legislación prohibiendo la discri-
minación basada en la discapacidad y así mismo debe de
contar con mecanismos específicos de evaluación del cum-
plimiento con la normatividad relativa a la accesibilidad.4

Apostemos por una inclusión verdadera de este sector de la
población en el goce de sus derechos elementales, lo que
indudablemente deberá llevarse a cabo con el cumplimien-
to que el Gobierno Federal debe llevar a cabo de las con-
clusiones contenidas en el Programa Nacional para el De-
sarrollo y la inclusión de las personas con discapacidad que
diseñó el propio Gobierno, habiéndolo publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación del 30 de abril de 2014.

Por lo anteriormente expuesto, presento ante este honora-
ble pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la titular de la Secretaría de Desarrollo
Social a diseñar un programa federal que permita que todas
las personas que padecen alguna discapacidad reciba un
apoyo económico, con el propósito de combatir los obstá-
culos que les impiden satisfacer sus principales necesida-
des básicas a los que se enfrentan las personas con disca-
pacidad.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud, http://www.who.int/features/in-
dex.html

2 Durante el Censo de Población y Vivienda 2010 se utilizaron dos ti-
pos de cuestionarios: uno básico y otro ampliado. El último incluyó las
preguntas del primero e incorporó otras para profundizar en diversos
temas. Se aplicó solo un tipo de cuestionario por vivienda. Con el cues-
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tionario ampliado se censaron alrededor de 2.9 millones de viviendas
seleccionadas mediante un muestreo probabilístico, lo cual garantiza
que esta muestra permite hacer inferencias sobre las características de
toda la población.

3 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de
las Naciones Unidas, Comité sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, “Observaciones finales sobre el informe inicial de Mé-
xico, CRPD7C7MEX/CO71, 27 de octubre de 2014.

4 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Organización de Naciones Unidas 27 de octubre de 2014

Dado en el salón de sesiones del pleno de la Cámara de Diputados del
Honorable Congreso de la Unión, a los 18 días del mes de marzo del
2015.— Diputada Cristina Olvera Barrios (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Salud, para dictamen.

ACUERDEN Y PUBLIQUEN EL CALENDARIO DE
FOROS Y AUDIENCIAS PARA ESPECIALISTAS Y
ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL, RELA-
TIVO AL TEMA DE LA LEY GENERAL DE AGUAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
las Comisiones Unidas de Agua Potable y Saneamiento, y
de Recursos Hidráulicos a acordar y publicar el calendario
de foros y audiencias para especialistas y organizaciones
de la sociedad civil sobre el tema de la Ley General de
Aguas, a cargo del diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón
de Guevara, de la agrupación Movimiento de Regenera-
ción Nacional

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, diputado fede-
ral en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 3; 79, nu-
merales 1, fracción II, y 2, fracciones II y III; 100 y 113 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a conside-
ración de esta soberanía proposición con punto de acuerdo,
de urgente u obvia resolución, por el que se exhorta de la
manera más atenta a las Comisiones Unidas de Agua Pota-
ble y Saneamiento, y de Recursos Hidráulicos de esta Cá-
mara de Diputados para que acuerden y publiquen el ca-
lendario y metodología para la organización de foros y
audiencias para recibir la opinión de especialistas y organi-
zaciones civiles preocupadas por el tema del agua, en el

marco de la aprobación de la Ley General del Agua, con las
siguientes

Consideraciones

Atendiendo al anuncio público realizado por el diputado
Manlio Fabio Beltrones, presidente de la Junta de Coordina-
ción Política, el pasado diez de marzo de dos mil quince, por
el que se pospone la discusión y, en su caso, aprobación del
dictamen de las Comisiones Unidas de Agua Potable y Sa-
neamiento, y de Recursos Hidráulicos, con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley General de Aguas, publica-
do en la Gaceta de esta Cámara de Diputados el día cinco de
marzo del año en curso, con el objeto de  atender las obser-
vaciones y comentarios de los diversos actores sociales inte-
resados en el contenido de la nueva Ley General de Aguas.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 85, párrafo
1, fracción VIII, 173 y 174 del Reglamento de esta Cáma-
ra de Diputados, las comisiones dictaminadoras se encuen-
tran obligadas a convocar a sus integrantes  para determi-
nar el calendario y la metodología para las entrevistas,
comparecencias, audiencias públicas o foros a través de los
cuáles se escucharán y analizaran las observaciones o pro-
puestas de modificación de los distintos actores de la so-
ciedad civil interesados en el contenido del Dictamen de
Comisiones Unidas de Agua Potable y Saneamiento, y de
Recursos Hidráulicos con proyecto de decreto por el que se
expide la Ley General de Aguas.

Por lo que se presenta, con carácter de urgente y obvia re-
solución a esta soberanía proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta de la manera más atenta a las Comisio-
nes Unidas de Agua Potable y Saneamiento, y de Recursos
Hidráulicos de esta Cámara de Diputados para que a la bre-
vedad posible acuerden y publiquen el calendario y meto-
dología para la organización de foros y audiencias para re-
cibir la opinión de especialistas y organizaciones civiles
preocupadas por el tema del agua, en el marco de la apro-
bación de la Ley General de Aguas.

Dado el 18 de marzo de 2015, en la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, Palacio Legislativo de San Lázaro.— Dipu-
tado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Agua Potable y Sa-
neamiento y de Recursos Hidráulicos, para su atención. 
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ACCIONES TENDIENTES A LA DISMINUCION DEL
MALTRATO INFANTIL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la titular del DIF a llevar a cabo acciones para disminuir el
maltrato infantil, a cargo del diputado Jaime Chris López
Alvarado, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Jaime Chris López Alvarado, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, y de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción IV,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta honorable asamblea proposición con ba-
se en la siguiente

Exposición de Motivos

Los derechos humanos han logrado obtener, a lo largo de
los años, un vasto desarrollo y protección, por lo que tanto
los entes públicos como privados tienen el deber de respe-
tarlos y hacerlos respetar. La evolución y las necesidades
de la sociedad han obligado a los estados a reconocer dere-
chos humanos específicos en razón de la condición y con-
texto social en el que se encuentran las personas, tal es el
caso de las niñas, niños y adolescentes, quienes, por ha-
llarse en un estado de vulnerabilidad requieren una mayor
vigilancia y protección.

A pesar de la importancia que tienen los derechos de los
menores de edad en nuestro país, los mismos no han teni-
do mucho tiempo de ser reconocidos a nivel nacional e in-
ternacional. Fue la Convención de los derechos del Niño
firmada en 1989, lo que dio la pauta para que se reformara
el artículo 4° de nuestra Carta Magna estableciendo los
principios y derechos básicos de las niñas y niños de nues-
tro país.

Este reconocimiento de los derechos de los menores de
edad ha permitido la creación de instituciones como el Sis-
tema Nacional de Desarrollo Integral de la Familia (DIF) o
la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado-
lescentes, los cuales tienen como principal objetivo el ve-
lar por el bienestar de las personas integrantes de este sec-
tor de la población. 

Las niñas, niños y adolescentes en México suman una po-
blación de 39 millones 226 mil 744, lo cual representa el
34.9% de todos los habitantes del país,1 pero sus derechos

no son garantizados solo por conformar un alto número de
personas, sino por el simple hecho de ser humano y con-
formar un grupo social fundamental para el desarrollo na-
cional.

A pesar de la importancia que tienen los menores de edad
en la sociedad mexicana, el Consejo Nacional para Preve-
nir la Discriminación los clasifica un grupo en situación de
discriminación por dos principales razones:2 primera, por-
que se encuentran en proceso de formación y desarrollo
manteniendo una mayor dependencia con otras personas y
segunda, porque frecuentemente la violación de los dere-
chos de la infancia es poco visible en relación con otros
grupos de la población.

Resulta complicada la detección de violaciones a los dere-
chos de las niñas, niños y adolescentes, ya que en su ma-
yoría, por miedo, prefieren callar el maltrato que sufren y
no denunciarlo; sin embargo, recientemente se reveló por
la Encuesta Nacional sobre la Discriminación en México
2010 (Enadis), elaborada por el Conapred y el Fondo de las
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF, por sus siglas
en inglés), que 26.7% de las niñas y niños han sido han si-
do golpeados por sus padres.3

La Organización Mundial de la Salud define al maltrato in-
fantil como todas las formas de violencia: abuso sexual,
descuido o negligencia o explotación comercial o de otro
tipo, que originen un daño real o potencial para la salud del
niño, su supervivencia, desarrollo o dignidad en el contex-
to de una relación de responsabilidad, confianza o poder.4

Al respecto, la UNICEF señala como tipos de violencia  la
fiscal, emocional y sexual, aunque es preciso señalar que la
Dra. Gloría Elena López Navarrete advierte diversas for-
mas de maltrato infantil poco conocidas y poco conceptua-
lizadas como: síndrome del niño sacudido, síndrome de
Münchhausen, abuso fetal, ritualismo satánico, maltrato ét-
nico y niños de la guerra.5

Si bien el maltrato infantil en cualquiera de sus modalida-
des es grave por el simple hecho de serlo, resulta aún más
serio el tema cuando se conoce que esta violación a los de-
rechos de los menores de edad se lleva a cabo más común-
mente en los hogares y núcleo familiar, esto como “medi-
da disciplinaria”, lo anterior es revelado por la Red de los
Derechos de la Infancia en México, que también asegura
que la madre y el padre presentan el más alto nivel de vio-
lencia ejercida hacia las y los niños, seguidos por los pa-
drastros, las madrastras y otros miembros de la familia.6
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Por su parte, la propia Enadis-2010 revela que al menos
24.1% de la población en México justifica (en mayor o me-
nor medida) pegarle a una niña o niño para que obedezca,
lo cual refleja la terrible situación que pueden sufrir los
menores de edad, ya que por ninguna circunstancia es jus-
tificable el golpearlos, porque genera un mayor problema.

La encuesta señalada en el párrafo anterior también señala
que entre una quinta y cuarta parte de los niños encuesta-
dos reporta que los motivos más frecuentes de maltrato en
su casa son haberlos hecho llorar, haberlos golpeado y ha-
berles quitado o escondido sus cosas. De los que admiten
haber sido golpeados, uno de cada diez dice que es una si-
tuación muy frecuente y casi la mitad que sucede poco.7

La situación en México respecto a la violencia infantil es
sumamente sería, ya que un estudio realizado por el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía,  señala que du-
rante 2010, en 26 de los 32 sistemas estatales para el desa-
rrollo integral de la familia, se atendieron 32 mil 68
reportes por maltrato infantil y en 17 800 de ellos se com-
probó el maltrato; en este mismo año se atendieron 36 mil
252 menores maltratados, de los cuales 50.2 por ciento
eran niñas;8 siendo las entidades con el mayor índice de ca-
sos  Guanajuato, Yucatán, Puebla, Coahuila, Chihuahua y
Sinaloa.

Desafortunadamente, el ejercer algún tipo de violencia so-
bre los menores de edad tiene repercusiones seria a lo lar-
go de su crecimiento. Al respecto, el Informe Mundial Con-
tra la Violencia contra los Niños y las Niñas, realizado por
la ONU, señala que, como consecuencias del maltrato se
pueden presentar lesiones cerebrales, abdominales, fractu-
ras, discapacidad, problemas reproductivos, disfunción se-
xual, enfermedades de transmisión sexual, abuso de alco-
hol y drogas, depresión y ansiedad, retraso en el desarrollo,
falta de autoestima, incapacidad para relacionarse, com-
portamiento suicida, cáncer, enfermedad hepática, esterili-
dad, etcétera. 9

El fallecimiento de los menores de edad como consecuen-
cia del constante maltrato que sufren es más común de lo
que se cree, ya que según encuestas del Inegi, durante 2011
en todo el país se registraron 8 mil 47 defunciones de me-
nores de 18 años por causas violentas, 65.5 por ciento fue-
ron accidentes, en 19.4 por ciento se trató de homicidios y
nueve de cada 100 fueron suicidios. 10

Todos los datos expuestos con anterioridad revelan la terri-
ble situación de violencia  que viven miles de niños, niñas

y adolescentes en sus hogares, ya que padres y madres de
familia, así como familiares cercanos creen que los golpes,
los gritos y diversas formas de maltrato son la mejor ma-
nera de educar a un menor de edad, siendo contraprodu-
cente, ya que en muchas ocasiones esto repercute en el au-
mento de jóvenes que se integran al vandalismo. 

A nivel internacional, México se encuentra en una seria po-
sición, ya que la UNICEF señala que junto con Estados
Unidos y Portugal, nuestro país presenta un índice hasta
quince veces superior de mortalidad de menores a causa
del maltrato físico que en el resto de las naciones desarro-
lladas.

La familia, como núcleo de la sociedad, debe ser el primer
entorno en el cual, niñas, niños y adolescentes, se sientan
seguros, protegidos y amados, de lo contrario buscarán re-
fugio en otros entornos sociales, los cuales no suelen ser
los más adecuados, es decir, comúnmente encuentran esta
“comprensión” en el alcohol, las drogas y grupos delictivos
que solo perjudican a quienes se acercan a ellos.

La violencia infantil es muy problema muy serio que aún
sufre el país, pero que puede disminuir de forma conside-
rable si se combate desde el hogar, ello a través de la con-
cientización de la sociedad sobre las repercusiones que
pueden tener los gritos o los golpes para un menor de edad.

No es un problema que deba ser tomado a la ligera, ya que
el maltrato infantil es el primer paso para la crianza de po-
sibles jóvenes delincuentes, con problemas psicológicos y
de salud; son los padres quienes tienen la responsabilidad
y deber de cuidar, proteger y educar a sus hijos bajo medi-
das aceptables, que no consideren violencia y que le per-
mita a las niñas, niños y adolescentes vivir en armonía ba-
jo una excelente calidad de vida.

Sabemos que la crianza de un menor de edad no es fácil y
que en muchas ocasiones resulta sumamente complicado,
por ello es importante que autoridades federales difundan
los mejores métodos educativos, permitiendo a las madres
y padres de familia una sana convivencia con sus hijos y el
desarrollo familiar, lo que conllevara al desarrollo del país
de forma armoniosa.

Es por lo anteriormente expuesto que someto a la conside-
ración de esta soberanía los siguientes
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Puntos de Acuerdo

Primero: La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta de manera respetuosa al Sistema
Nacional de Desarrollo Integral de la Familia a fin de que
difunda la importancia del sano esparcimiento familiar y
las graves consecuencias del maltrato infantil. 

Segundo: La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta de manera respetuosa al Sistema
Nacional de Desarrollo Integral de la Familia a fin de que
se cree un programa que le permita a las madres, padres y
tutores el aprendizaje de las mejores prácticas educativas y
correctivas, coadyuvando a la disminución del maltrato in-
fantil.

Notas:

1 http://www.infanciacuenta.org/icm/pob017. 5 de marzo de 2015
13:39 horas.

2
http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=pagina&id=127&i
d_opcion=45&op=45 5 de marzo de 2015 14:00 horas. 

3 http://www.eluniversal.com.mx/periodismo-datos/2015/maltrato-in-
fantil—102371.html 5 de marzo de 2015 14:17 horas.

4 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Maltrato-Infantil-mexico-doc-
to146.pdf 5 de marzo de 2015 14:30 horas.

5 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Maltrato-Infantil-mexico-doc-
to146.pdf 5 de marzo de 2015 14:49 horas.

6 http://www.salud180.com/maternidad-e-infancia/altos-niveles-de-
maltrato-infantil-en-mexico 5 de marzo de 2015 15:01 horas. 

7 http://www.eluniversal.com.mx/periodismo-datos/2015/maltrato-in-
fantil—102371.html 5 de marzo de 2015 18:50 horas.

8 http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Conteni-
dos/estadisticas/2013/ni%C3%B1a0.pdf 5 de marzo de 2015 17:56 ho-
ras.

9 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/Maltrato-Infantil-mexico-doc-
to146.pdf 5 de marzo de 2015 18:31 horas.

10 http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/Conteni-
dos/estadisticas/2013/ni%C3%B1a0.pdf 5 de marzo de 2015 18:37 ho-
ras.

Palacio Legislativo de San Lázaro a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Jaime Chris López Alvarado (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

INVESTIGUEN EL CASO DE VIOLACION SEXUAL
DE UNA MENOR INDIGENA EN XOCHITLAN DE 
VICENTE SUAREZ, ESTADO DE PUEBLA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGJ y a la CDH de Puebla a investigar la violación se-
xual de una menor indígena en Xochitlán de Vicente Suá-
rez, suscrita por los diputados Roberto Cabrera Solís y Ro-
xana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, el diputado Roberto Cabrera Solís y la
diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, integrantes de
esta LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I; 62 numeral 3; 79, numerales 1, fracción II y 2; 100;
113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución con ba-
se en las siguientes

Consideraciones

Xochitlán de Vicente de Suárez es uno de los 217 munici-
pios que conforman al estado de Puebla. Cuenta con una
población total de 12 mil 249 habitantes de los cuales, 60.3
por ciento de personas adultas habla alguna lengua indíge-
na.

En esta pequeña comunidad, en mayo de 2014, una menor
indígena enfrentó un ataque sexual por parte de su tío,
Amado Gregorio de los Santos, hecho que hasta hoy conti-
núa impune como resultado de la indolencia, omisión e in-
diferencia institucional que permea las instancias de “justi-
cia” en el estado de Puebla.

La historia ha sido denunciada por la madre de la menor,
Margarita Gregorio de los Santos, quien ha explicado que
comenzó a observar en su hija un comportamiento extraño
y fue después de muchas preguntas que la menor relató la
violación a la que fue sometida por parte de su tío y por la
cual quedó embarazada.
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Con conocimiento de los lamentables hechos, acudieron al
juzgado menor de la presidencia de Xochitlán –donde ori-
ginalmente inició su búsqueda de justicia–, pero enfrenta-
ron diversos obstáculos para presentar la denuncia, por lo
que tuvieron que dirigirse al Ministerio Público de Zaca-
poaxtla, donde lograron interponer la denuncia penal. El 15
de diciembre de 2014, mediante oficio 163/14 fue enviado
a Teziutlán para abrir un expediente de investigación. Pos-
teriormente, en este viacrucis legal, fue en Zacapoaxtla
donde su declaración les fue tomada abriéndose el expe-
diente penal 698/2014/Zacapoaxtla.

La madre de la menor declaró que tanto en la agencia mi-
nisterial de Teziutlán como en Zacapoaxtla, no contó con el
apoyo de un traductor o intérprete, porque ella y su hija só-
lo hablan la lengua náhuatl, por lo que consideró que no se
tomaron en cuenta sus declaraciones con pertinencia cultu-
ral existiendo deficiencias, omisiones y vicios de origen.
De esta manera, existe clara presunción de que su derecho
al debido proceso, y a ser asistidas por intérpretes y perso-
nas defensoras que tengan conocimiento no sólo de su idio-
ma sino también de su cultura original, les fue violado.

Lo anterior expuesto se encuentra asentado en el artículo 2
de nuestra Carta Magna en su fracción VI que a la letra es-
tablece los derechos de los pueblos y las comunidades in-
dígenas para:

“VI. Acceder plenamente a la jurisdicción del estado.
Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y pro-
cedimientos en que sean parte, individual o colectiva-
mente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y es-
pecificidades culturales respetando los preceptos de esta
Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el de-
recho a ser asistidos por intérpretes y defensores que
tengan conocimiento de su lengua y cultura.”

De igual forma el Código de Procedimientos Penales para
el Estado Libre y Soberano de Puebla en su artículo 55 es-
tablece que:

“Cuando una persona deba intervenir en un acto proce-
sal y no comprenda el idioma español, no se exprese con
facilidad o tenga algún impedimento para escuchar o
darse a entender, se le brindará el apoyo necesario para
que se desarrolle en su propio lenguaje.”

“Debe proveerse traductor o intérprete, según corres-
ponda, a las personas que ignoren el idioma español, a
quienes se les permitirá hacer uso de su propia lengua o

idioma; así como las que tengan algún impedimento pa-
ra escuchar o darse a entender.”

De esta forma, y pese a lo establecido en nuestro marco ju-
rídico nacional, la historia de una menor de edad víctima
de violencia sexual, no ha podido encontrar justicia en las
instituciones de su estado.

Desde hace más de un año no han existido avances en la in-
vestigación de la violación de esta niña de la comunidad
poblana de Xochitlán, por lo que su madre ha buscado la
ayuda de terceras personas que hablen castellano para dar
a conocer a los medios de comunicación la situación a la
que hacen frente desde su marginada y aislada comunidad.

La historia de injusticia de estas dos mujeres indígenas que
tampoco saben leer ni escribir, es una de entre miles que
vulneran los derechos fundamentales de los integrantes de
los pueblos y comunidades indígenas del país, afortunada-
mente ellas han encontrado los medios y el valor para alzar
la voz y denunciar las sistemáticas violaciones a sus dere-
chos que han enfrentado a lo largo de casi un año.

En Puebla existe un problema generalizado de invisibiliza-
ción por parte de las autoridades de los delitos sexuales que
enfrentan las mujeres, esto ocurre en parte por el subregis-
tro y la complejidad jurídica para definir el delito. Todo es-
to se enmarca en una cultura de la violación dentro de una
estructura patriarcal que tolera y normaliza la violencia se-
xual contra mujeres y niñas, que atravesado por los com-
ponentes de edad y étnico, agrava el problema de injusti-
cia.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

La Honorable Cámara de Diputados:

Primero. Exhorta a la Procuraduría General de Justicia del
Estado de Puebla, con base en los principios del debido
proceso y bajo una perspectiva de género, para que con-
cluya la investigación en torno a la violación sexual de una
menor de edad en Xochitlán de Vicente Suárez, a fin de que
sea procesado y sancionado conforme a la ley el presunto
responsable del delito, Amado Gregorio de los Santos, así
como a garantizar la presencia de una persona intérprete y
defensora que acompañe a la víctima en todas las etapas
del proceso judicial.
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Segundo. Exhorta a la Comisión de Derechos Humanos
del Estado de Puebla a investigar las presuntas violaciones
a los derechos humanos cometidas en agravio de la ciuda-
dana Margarita Gregorio de los Santos y su hija, durante el
proceso judicial que ellas iniciaron al denunciar un caso de
violación sexual, a fin de lograr la añorada justicia, parti-
cularmente por ser una menor indígena y considerar la per-
tinencia cultural correspondiente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputa-
dos: Roberto Cabrera Solís (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

INSTALE UNA MESA DE TRABAJO PARA EL SEGUI-
MIENTO DE LA PROBLEMATICA POR LA QUE
ATRAVIESAN LOS PRODUCTORES DE LECHE EN
EL PAIS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la SE, la Semarnat y la Sedesol a instalar
una mesa de trabajo para el seguimiento de la problemáti-
ca de los productores de leche en el país, a cargo del dipu-
tado Salvador Barajas del Toro, del Grupo Parlamentario
del PRI

El suscrito, Salvador Barajas del Toro, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 79, numera-
les 1, fracción II, y 2, fracción III, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente proposición con punto de acuerdo, de
urgente y obvia resolución, al tenor de los siguientes

Exposición de Motivos

Con un territorio de 198 millones de hectáreas, el país ha
logrado un desarrollo importante en el sector económico
primario, por lo cual se han visto beneficiadas millones de
personas, quienes se dedican a la agricultura, la ganadería
y la pesca, dentro de los 145 millones de hectáreas de que
se hace uso para este sector económico.

La importancia de las actividades agropecuarias y el medio
rural es reconocida a nivel nacional e internacional. La Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Alimentación y

la Agricultura, la cual señala que el desarrollo agrícola y
rural juega un papel muy relevante dentro de la estrategia
para mejorar la inserción internacional del país, la sosteni-
bilidad ambiental y la conservación de los recursos natura-
les.1

Por lo que hace a la producción ganadera, la Secretaría de
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimen-
tación (Sagarpa) señala que entre los principales productos
producidos por el país son huevo, miel, cera de greña, lana
sucia, carne de bovino, porcino, ovino caprino, ave, guajo-
lote y leche de bovino y caprino;2 este último de gran im-
portancia para el país, ya que su producción y consumo lo
hace indispensable para la economía y vida nutricional de
millones de mexicanos.

La Cámara Nacional de la Industria de la Leche (Canilec)
afirma que la producción del lácteo representa la quinta
parte del valor total de la producción nacional pecuaria; es
la tercera en importancia, superior a la de cerdo y huevo, lo
que es confirmado por el Sistema de Información Agroali-
mentaria y Pesquera de la Sagarpa, el cual, según sus datos
de 2014, afirma que se produjeron 11 billones 285 millones
440 mil litros de leche, lo cual representa un aumento fren-
te a los 11 billones 117 millones 964 mil litros producidos
en 2013.3

La Canilec señala que la producción en México en los últi-
mos 12 años (2000 a 2012) ha tenido un crecimiento pro-
medio anual de 1.46 por ciento. Ello hace que en términos
monetarios esta actividad sea equivalente a 20.3 del valor
del sector, es decir, 61 millones 406 mil 110, con cual se
ven beneficiados los cerca de 88 mil productores del país.

La producción láctea nacional ha logrado que México se
coloque como el tercer país productor de leche en Latinoa-
mérica; las entidades con mayor producción son Chihua-
hua, Durango, Aguascalientes, Guanajuato, Querétaro, Co-
ahuila y Jalisco.

Pese a la vasta producción anual, actualmente cerca de 12
mil productores de leche han sido afectados tras la caída en
el precio del lácteo, el cual de julio del año pasado a la fe-
cha ha disminuido más de 50 por ciento, pues pasó de 4 mil
800 a 2 mil 300 dólares la tonelada, lo cual fue afirmado
por Vicente Gómez Cobo, presidente de la Federación Me-
xicana de Lechería, AC (Femeleche).

El presidente de la Femeleche afirma que de diciembre a la
fecha se han dejado de comercializar 2.5 millones de litros
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diarios, lo cual ha afectado la producción de estados leche-
ros como Guanajuato, Jalisco, Michoacán, Querétaro, Hi-
dalgo, México, Puebla, Chihuahua Durango, Coahuila y
Zacatecas. Desafortunadamente, los pequeños productores
de leche serán más afectados, pues el litro se les paga a 5
pesos, mientras que producir esa cantidad representa 5.70
pesos; es decir, no se considera el costo financiero.4

La problemática anterior es generada por la baja de los pre-
cios internacionales de la leche en polvo y su importación
en cantidades crecientes al país, por lo que, consecuente-
mente, el excedente de la leche fresca no encuentra un des-
tino, afectando a pequeños y a medianos productores.

Ante esta situación, los delegados de la Sagarpa y los se-
cretarios agropecuarios de los estados más afectados se han
reunido para buscar opciones de solución con la Coordina-
ción General de Ganadería y el Servicio Nacional de Sani-
dad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria de la Sagarpa.

No podemos permitir que este problema siga incrementán-
dose, ya que no sólo los miles de productores de leche se-
rán afectados económicamente sino que también miles de
empleos directos e indirectos tendrán un grave efecto.

Tal como autoridades federales y locales en materia agro-
pecuaria se han dado a la tarea de buscar las mejores solu-
ciones a este problema, por lo que es preciso que se sumen
organismos gubernamentales relacionados con el producto
lácteo, siendo éste el caso de Liconsa, la cual puede con-
vertirse en un actor principal en las acciones de solución de
este problema.

Las propuestas generadas por autoridades agropecuarias,
señalan que Liconsa, sectorizada de la Secretaria de Desa-
rrollo Social, puede extender su compra de leche fresca a
los pequeños y medianos productores, reduciendo la pro-
blemática del excedente.

Es importante que todas las autoridades federales y locales
en el ramo, pongan en marcha acciones urgentes que poyen
a los productores lecheros tras la baja de los precios y la
venta del líquido, de lo contrario el excedente llegaría a
desperdiciarse y se generaría una pérdida económica muy
fuerte para los miles de pequeños y medianos productores,
quienes son la principal fuente de producción lechera en el
país.

No olvidemos que México llega a producir más de 11 mil
millones de litros de leche anuales, lo que le otorga estabi-

lidad a miles de establos en todo el territorio nacional y
permite la distribución del líquido para millones de fami-
lias mexicanas, así como su exportación a diversos países.

La leche no sólo es una fuente de vitaminas para quien la
consume, sino que también es una germen de ingresos muy
importante para quien la produce, de tal suerte que es ur-
gente establecer mesas de trabajo que configuren un plan
de acción preciso que contribuyan a la solución de la pro-
blemática que actualmente viven miles de ganaderos le-
cheros y millones de personas en todo el país.

Por lo expuesto someto a consideración de esta soberanía
con carácter de urgente resolución el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta de manera respetuosa a las Secretarías de Econo-
mía; de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y
Alimentación; y de Desarrollo Social a instalar una mesa
de trabajo urgente que dé seguimiento a la problemática
por la que atraviesan los productores de leche en el país.

Notas:

1 https://coin.fao.org/cms/world/mexico/InformaccionSobreElPais/
agricultura_y_des_rural.html, 10 de marzo de 2015, 17:12 horas.

2 http://www.siap.gob.mx/ganaderia-produccion-mensual-2/, 10 de
marzo de 2015, 17:25 horas.

3 http://www.siap.gob.mx/ganaderia-produccion-mensual-2/, 10 de
marzo de 2015, 17:40 horas.

4 http://www.eluniversal.com.mx/nacion-mexico/2015/reportan-quie-
bra-12-mil-productores-leche-1072702.html, 10 de marzo de 2015,
17:10 horas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputado
Salvador Barajas del Toro (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Ganadería, para dictamen.
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ADIESTRAMIENTO Y HABILIDADES DE LOS OPE-
RADORES DE LOS VEHICULOS DEL METROBUS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al GDF y la CNDH sobre el adiestramiento y las habilida-
des de los operadores de los vehículos del Metrobús, a car-
go de la diputada Yesenia Nolasco Ramírez, del Grupo Par-
lamentario del PRD

La suscrita, Yesenia Nolasco Ramírez, integrante del Gru-
po Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, y
79, numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración el presente punto de
acuerdo, conforme al tenor de las siguientes

Consideraciones

Que el Metrobús es un sistema de transporte, basado en au-
tobuses de capacidad y tecnología de punta, que brinda
movilidad urbana de manera rápida y segura por medio de
la integración de una infraestructura preferente, operacio-
nes rápidas y frecuentes, sistema de pago automatizado y
excelencia en calidad en el servicio. 1

Que a nivel mundial Este nuevo sistema de transporte pú-
blico fue implementado exitosamente en más de 150 ciu-
dades alrededor del mundo.

Que en 1974 se construyó el primer Metrobús en Curitiba.
Desde entonces hasta 1998 el crecimiento fue lento (menos
de 500 kilómetros en 27 años).

Entre 1999 y 2010 el crecimiento fue exponencial. En los
últimos 10 años se construyeron 1600 kilómetros, alcan-
zando en 2012 aproximadamente, 2.200 kilómetros.

Actualmente hay 100 kilómetros en construcción y la ex-
pectativa de expansión hacia 2023 marca una tendencia
creciente muy relevante (de 2.200 kilómetros a 3.400 kiló-
metros, 45% aumento).

En este sentido la inversión pública destinada a la confor-
mación de una red de Metrobús, representa una alternativa
de alta eficiencia social, dado su bajo costo relativo y su
elevado impacto en la comunidad, de allí el éxito de este ti-
po de soluciones en las más diversas latitudes.

La extensión de la red de Metrobús en el mundo se triplicó
en la última década siendo la expectativa de crecimiento
para 2025 de 1.200 kilómetros más.2

Que dentro de su infraestructura el Metrobús, su pone un
carril confinado con la finalidad de permitir el libre tránsi-
to a los autobuses articulados y biarticulados, realizando un
traslado rápido y más seguro. 

Que en la ciudad de México, la implementación del Siste-
ma Metrobús materializa la modernización del transporte
público, mejorando la calidad de vida tanto de los usuarios
como de la población en general, estos beneficios los en-
contramos en temas como:

Ordenamiento vial, mejoramiento de la imagen urbana y
recuperación de espacios públicos, modernización de se-
máforos y cruces peatonales, mayor cobertura, seguridad y
rapidez en el traslado, reducción en tiempos de recorrido,
accesibilidad garantizada.3

Que gracias a la cultura sustentable, para 2013 la ciudad de
México fue reconocida con el premio al Transporte Sus-
tentable, este galardón es otorgado desde 2005, con el ob-
jetivo de reconocer a las ciudades que practican estrategias
de movilidad y transporte sustentable, la consumación de
la línea 4 del Metrobús, el sistema de parquímetros, la lí-
nea 12 del metro y la expansión del programa ecobici, fue-
ron los proyectos mejor evaluados en la ciudad.4

Que el Instituto Nacional de Ecología (INE), a través de su
presidente Adrián Fernández, reconoció que el desarrollo
de sistemas de transporte público masivos, como el Metro-
bús en la Ciudad de México, ha traído beneficios ambien-
tales para la población de la capital.5

Que el mismo informe demostró que debido a que las perso-
nas que ocupan actualmente este transporte redujeron en un
50 por ciento su exposición a contaminantes, tales como par-
tículas suspendidas, monóxido de carbono y residuos de hi-
drocarburos, en comparación a cuando viajaban en otros me-
dios.

Que sin embargo a este gran número de ventajas económi-
cas, ambientales y sociales, en 10 años de operación en la
Ciudad de México el Metrobús ha participado en gran nú-
mero de accidentes de tránsito.

Que para 2013 las cifras de accidentes de los últimos ocho
años daba cuenta que cada uno de los 1000 vehículos, con
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los que se contaba a esa fecha, la participación en acciden-
tes era del promedio de tres por unidad en lo que iba de su
vida útil.6

Que derivado de los accidentes de los últimos momentos
surgidos de manera reiterada y, considerando que anterior-
mente la Secretaria de Salud Federal, a través del Centro
Nacional para la Prevención de Accidentes, de la Subse-
cretaria de Prevención y Promoción de la Salud, realizó el
estudio denominado Auditoría de Seguridad Vial Línea 2
del Metrobús Ciudad de México, en el cual emitió reco-
mendaciones.

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración del pleno de esta honorable asamblea los si-
guientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta respetuosamente al Gobierno del Dis-
trito Federal, para que a través de la Secretaría de Protec-
ción Civil del DF, implemente un proceso adecuado de
adiestramiento, adquisición o fortalecimiento de habilida-
des y destrezas de los operadores del transporte Metrobús
que maniobra en el Distrito Federal.

Segundo. Se exhorta respetuosamente a la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos (CNDH), en medida de sus
atribuciones, a evaluar a los operadores del transporte Me-
trobús, en cuanto a su adiestramiento y habilidades en el
trato hacia los usuarios de este transporte público. 

Notas

1 http://www.metrobus.df.gob.mx/ 

2 http://movilidad.buenosaires.gob.ar/ 

3 http://www.metrobus.df.gob.mx/ 

4 http://www.parametria.com.mx/ 

5 http://www.eluniversaldf.mx/ 

6 http://www.maspormas.com/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 18 días del mes de marzo de
2015.— Diputada Yesenia Nolasco Ramírez (rúbrica).»

Se remite a la Comisión del Distrito Federal, para dic-
tamen.

INVESTIGAR EL CASO DE MAESTRAS Y MAES-
TROS DESALOJADOS EL 24 DE FEBRERO DE 2015
POR LA POLICIA FEDERAL Y LA GENDARMERIA
NACIONAL, EN ACAPULCO, GUERRERO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la PGR, la CNDH y la Comisión Nacional de Seguridad a
investigar el caso de profesores desalojados el 24 de febre-
ro de 2015 por la Policía Federal y la Gendarmería Nacio-
nal en Acapulco, Guerrero, a cargo del diputado Roberto
Cabrera Solís, del Grupo Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, Roberto Cabrera Solís, José Higuera
Fuentes, Víctor Nájera Medina y Roxana Luna Porquillo,
diputados por el Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática, integrantes de esta LXII Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral
3; 79, numerales 1, fracción II, y 2; 100; 113 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someten a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con puntos
de acuerdo, de urgente u obvia resolución, con base en las
siguientes

Consideraciones

El martes 24 de febrero del año en curso, maestros, maes-
tras y personas simpatizantes que se manifestaban en Aca-
pulco, Guerrero, fueron reprimidas con violencia por la Po-
licía Federal. El resultado de esta acción del Estado dejó un
maestro muerto, 11 desaparecidos, varios heridos y la de-
nuncia de tres maestras sobre violación sexual por parte de
elementos de la policía federal, así como la denuncia de
otra maestra herida gravemente con signos de posible agre-
sión sexual. 

El profesorado que se manifestaba por la falta de pago de
pensiones y la suspensión de los servicios de salud para mi-
les de jubilados, por el aumento de sueldos y plazas para
personal docente agrupado en la Coordinadora Estatal de
Trabajadores de la Educación de Guerrero (CETEG), así
como en contra de la falta del pago de pensión de 750
maestros estatales en Guerrero, fue brutalmente desalojado
por la Policía Federal. 

Claudio Castillo Peña, un profesor jubilado de 65 años, al
que la poliomielitis le dejaba caminar sólo si se apoyaba en
un bastón, fue sacado con violencia de la camioneta en la
que se encontraba con un altavoz para después ser golpea-
do sin miramientos por policías. El maestro perdió la vida
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a causa de esos golpes, según lo declaró el secretario de go-
bierno de Guerrero, David Cienfuegos Salgado.

Aunado a esta tragedia, días después de la represión, maes-
tras de la CETEG declararon que 200 mujeres que confor-
maron la valla frontal de la marcha que la mañana de ese
mismo 24 de febrero salió de Puerto Márquez con direc-
ción al Aeropuerto Internacional de Acapulco, fueron in-
terceptadas 300 metros antes de llegar a su destino,  por in-
tegrantes de la Policía Federal y la Gendarmería Nacional
vestidos de antimotines.

Las maestras declararon que fueron subidas a camionetas
para después ser violadas. 

La brutalidad de los ataques narrados, así como la omisión
e indiferencia que parece prevalecer en los aparatos de im-
partición de justicia del Estado mexicano, son alarmantes. 

Por lo narrado anteriormente, sometemos a consideración
de esta soberanía, con carácter de urgente u obvia resolu-
ción, la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

La Cámara de Diputados:

Primero. Exhorta a la titular de la Procuraduría General de
la República para que en el ámbito de sus atribuciones, y
en cumplimiento de las normas materia de derechos huma-
nos de la Constitución Política y los tratados internaciona-
les de los México es parte, atraer el caso de la represión
ejercida contra los maestros y las maestras de la CETEG y
trabajadores del Estado organizados en el  SUSPEG, agre-
didos el 24 de febrero de 2015 en Acapulco, Guerrero; y
deslindar las responsabilidades penales correspondientes

Segundo. Exhorta respetuosamente al titular de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos a que conforme a sus
atribuciones, investigue las presuntas violaciones a dere-
chos humanos cometidas contra maestras y maestros de la
CETEG y el SUSPEG el 24 de febrero de 2015 en Acapul-
co, Guerrero.

Tercero. Exhorta respetuosamente al titular de la Comisión
Nacional de Seguridad a hacer del conocimiento público el
protocolo de actuación de la Policía Federal y la Gendar-
mería Nacional sobre el desalojo de la manifestación de
maestros y maestras el 24 de febrero de 2015 en Acapulco,
Guerrero, toda vez que existe fuerte presunción que se hi-

zo un excesivo y desproporcionado de la fuerza pública fe-
deral. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 18 de
marzo de 2015.— Diputados: Roberto Cabrera Solís (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos Humanos, para
dictamen.

VIGILAR Y PROTEGER A LOS ANIMALES PROPIE-
DAD DE LOS CIRCOS QUE SE ENCUENTREN EN
CONDICIONES VULNERABLES Y EN PELIGRO

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Profepa y la Semarnat a vigilar y proteger a los animales
circenses en condiciones vulnerables y en peligro, a cargo
de la diputada Roxana Luna Porquillo, del Grupo Parla-
mentario del PRD

La que suscribe, Roxana Luna Porquillo, diputada federal
por el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, integrante de esta LXII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 6, numeral 1, fracción I; 62 numeral 3; 79, nume-
rales 1, fracción II, y 2; 100; 113 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente proposición con punto de acuerdo, de
urgente u obvia resolución, con base en las siguientes

Consideraciones

La incongruencia política y la hipocresía electoral que ca-
racterizaron el proceso para la aprobación de la llamada
Ley de circos sin animales, impulsada por el Partido Verde
Ecologista de México, se ve ahora reflejada en las terribles
condiciones de vida y en la incertidumbre sobre el destino
de más de cuatro mil animales en el país.

Desde la entrada en vigor de la ley y hasta la fecha, no han
sido creados santuarios u otros espacios adecuados para la
protección de estos animales. En los zoológicos tampoco
hay lugares ni recursos para alimentarlos. Esto ha puesto
en una situación de vulnerabilidad a los animales y ha fa-
vorecido la compra por particulares que buscan a los em-
presarios, quienes, ante la precarización del trabajo, prefie-
ren vender a los animales a cualquier precio. 
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En este sentido, como fue señalado en la editorial del pe-
riódico La Jornada, “es deplorable el aprovechamiento po-
lítico electoral de una moda animalista que apela la sensi-
blería y la corrección política y se disfraza de humanista
para impulsar activismos en defensa de algunas especies en
un país asolado por diversas clases de violencia: la genera-
da por la criminalidad, en primer lugar, pero también la mi-
seria, la corrupción, el desempleo, la impunidad, la simula-
ción, el racismo, la misoginia y la homofobia.” 1

Hasta ahora han muerto cerca de 40 animales ya que los
empresarios no tienen dinero para mantenerlos. Los ani-
males propiedad de los circos se encuentran en predios de
Tepojaco, en el municipio hidalguense de Tizayuca; Agua
Azul, Guanajuato, así como en Guadalajara, Jalisco; León,
Guanajuato; Morelia, Michoacán, y el estado de México.

El pago de estas medidas asciende a 50 mil pesos por se-
mana, en alimentos y cuidadores, lo que aunado a la crisis
de la industria circense se vuelve prácticamente insosteni-
ble.

Aunado a todo esto, Armando Cedeño, presidente de la
Unión Nacional de Empresarios y Artistas de Circo, ha de-
clarado que tras el cierre de 70 circos se han perdido alre-
dedor de 2 mil empleos directos. 

De esta manera, en vez de impulsarse una cultura de res-
peto y protección a los animales se ha desencadenado una
política de incertidumbre para la vida y destino de los ani-
males, y de desempleo. ¿Por qué la discusión sólo se cen-
tró en los circos? ¿Qué hay de las corridas de toros, los
acuarios, los zoológicos? ¿Por qué el actuar de esos gre-
mios no se pone también bajo el escrutinio y el marco le-
gal sancionador? 

Los pendientes de esta legislación aprobada por la ambi-
ción electoral deben ser atendidos a la brevedad.  

Por lo anteriormente expuesto, someto con carácter de ur-
gente u obvia resolución la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

La Cámara de Diputados:

Primero. Exhorta al titular de la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente a que en la medida de sus atribu-
ciones, investigue las denuncias hechas por la de la Unión
Nacional de Empresarios y Artistas de Circo sobre las con-

diciones de vulnerabilidad en la que se encuentran alrede-
dor de cuatro mil animales.  

Segundo. Exhorta al titular de la Secretaría de Medio Am-
biente y Recursos Naturales a diseñar y operar la adopción
de instrumentos económicos para la protección de los ani-
males propiedad de los circos que se encuentren en condi-
ciones vulnerables y en peligro. 

Nota:

1 “Circos sin animales: demagogia e hipocresía.” Consultado en línea
el 08 de marzo de 2015: 

http://www.jornada.unam.mx/2014/06/11/edito

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputada
Roxana Luna Porquillo (rúbrica).»

Se remite a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

INVESTIGUEN LAS PRESUNTAS VIOLACIONES DE
LOS DERECHOS HUMANOS DE LA CIUDADANA
CARMEN ARISTEGUI Y SU EQUIPO DE INVESTIGA-
CION

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al IFT, la STPS y la CNDH a investigar las presuntas vio-
laciones de los derechos humanos de la ciudadana Carmen
Aristegui y su equipo de investigación, suscrita por los di-
putados Roxana Luna Porquillo, Margarita Elena Tapia
Fonllem y Víctor Reymundo Nájera Medina, del Grupo
Parlamentario del PRD

Quienes suscriben, diputadas y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, de esta LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral
1, fracción I; 62 numeral 3; 79, numerales 1, fracción II y
2; 100; 113 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meten a consideración de esta soberanía la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo de urgente u obvia resolu-
ción, con base en las siguientes

Consideraciones

El portal Méxicoleaks, el pasado martes 10 de marzo de
2015, inició formalmente operaciones con un anuncio pú-
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blico en donde se describían como “una plataforma inde-
pendiente de denuncia ciudadana y transparencia, al servi-
cio de la sociedad mexicana para revelar información de
interés público.” 1

En su portal web, Méxicoleaks se ha definido como “una
herramienta que permite enviar información de interés pú-
blico a medios de comunicación y organizaciones civiles a
través de tecnologías seguras que garantizan el anonimato
de la fuente” 2, de esta forma será un sitio para filtrar in-
formación que ayude a revelar actos de corrupción, delitos
y violaciones a derechos humanos.

Han sido varios los medios de comunicación que de mane-
ra independiente aceptaron formar alianza con el proyecto
de Méxicoleaks; entre ellos han destacado Animal Político,
Proceso, y la Unidad MVS/Aristegui, siendo éste último el
que ha causado gran polémica a nivel nacional e interna-
cional.

Después del anuncio del 10 de marzo, la cadena MVS, pre-
sidida por Joaquín Vargas, decidió deslindarse de la plata-
forma independiente de Méxicoleaks a través de un comu-
nicado que señalaba que la decisión de unirse a dicha
iniciativa había sido tomada sin conocimiento de la empre-
sa MVS y que quienes usaron la marca lo hicieron “sin au-
torización expresa” lo que “constituye un agravio y una
ofensa, un engaño a la sociedad, y un muy lamentable abu-
so de confianza”, señalando claramente a la periodista Car-
men Aristegui Flores y su equipo de trabajo.

De esta manera la empresa dejó clara su postura oficial de
no aceptar bajo ninguna condición ligar el nombre y la
marca MVS con la plataforma Mexicoleaks. No obstante,
Carmen Aristegui y su equipo, particularmente la Unidad
Especial de Investigaciones, encabezada por Irving Huerta
y Daniel Lizárraga, señalaban que la plataforma es un ca-
nal importante de participación ciudadana y periodística
que necesita atención y apoyo.

Sin embargo, luego de un largo periodo de incertidumbre
ocasionado por los comunicados de la empresa y las decla-
raciones del equipo de Aristegui, el 12 de marzo MVS
anunció el despido de Irving Huerta y Daniel Lizárraga por
pérdida de confianza. Aquí cabe mencionar que ambos pe-
riodistas destacaron recientemente por la exposición del
escándalo de la llamada “Casa Blanca” de Enrique Peña
Nieto, y la red de trata de mujeres y prostitución asociada
con el expresidente del Partido Revolucionario Institucio-

nal (PRI) en el Distrito Federal, Cuauhtémoc Gutiérrez de
la Torre.

Frente a las decisiones tomadas, Carmen Aristegui decidió
continuar con su programa en MVS pero se negó a aceptar
la determinación de la empresa y condicionó su permanen-
cia en el noticiero a la recontratación de Huerta y Lizárraga.

De esta manera, el domingo 15 de marzo, MVS Radio dio
por terminada su relación de trabajo con Carmen Aristegui
e informó que la empresa rechazaba el “ultimato” de la pe-
riodista sobre la reinstalación de Irving Huerta y Daniel Li-
zárraga.

MVS subrayó que el equipo periodístico fue separado de
sus cargos por haber comprometido el nombre de la em-
presa, sin contar con facultades para ello y sin haberlo con-
sultado previamente con la administración. De igual forma,
agregó que lamenta la posición de la conductora, pero que
no pueden aceptar condicionamientos ya que el “diálogo
no se atiende imponiendo condiciones, sino escuchando a
las partes y tratando de alcanzar acuerdos”, puntualizó la
empresa.

Después de ser publicado y difundido el comunicado de
MVS en su portal web, Gabriel Sosa Plata, el ombudsman
de la audiencia de noticias de esa radiodifusora, envió por
la red social twitter cuatro mensajes que a la letra dicen lo
siguiente:

“Como ombudsman MVS veo con preocupación y mo-
lestia que las miles de peticiones de los radioescuchas
no fueron escuchadas ni atendidas”.

“Es una noche triste para el periodismo y la libertad de
expresión. Por más que convocamos al diálogo, imperó
la cerrazón”.

“Las condiciones impuestas a la periodista eran simple-
mente inaceptables por dignidad profesional y por cam-
bio unilateral a su contrato”. 

“La audiencia de @NoticiasMVS tienen razón de estar
molesta porque en este diferendo fue ignorada total-
mente”.

El ombudsman, anteriormente, había informado sobre los
cambios en los lineamientos que MVS Radio aplicaría des-
de el lunes 16 de marzo y que modificarían unilateralmen-
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te las condiciones del contrato firmado el 1 de enero de
1999 con Carmen Aristegui.

Gabriel Sosa había advertido la decisión de la “empresa de
llevar directamente, a través del director de Noticias MVS,
la agenda informativa de los noticiarios, coordinar la uni-
dad de investigaciones especiales (que estaba bajo la direc-
ción de la periodista Carmen Aristegui) y nombrar (en con-
junto con los conductores) a sus colaboradores.”3

Puntualizó que la defensoría no fue consultada para emitir
opinión previa sobre estos nuevos lineamientos.

De igual manera, señaló, que esto implicaría “modificar
segmentos, mesas de debate, participación de comentaris-
tas o secciones con base en los estudios de empresas espe-
cializadas, insertar libremente contenidos en las emisiones
(sin acuerdo con los conductores), prescindir de los corres-
ponsales extranjeros ‘para optimizar recursos financieros’
(lo que tendrá implicaciones en la calidad de la informa-
ción internacional que se ofrece a la audiencia) y ordenar
la transmisión de los noticiarios desde cualquier localidad
que se indique”.4

Este conflicto nos remonta a febrero de 2011, cuando MVS
dejó dos semanas fuera del aire a Carmen Aristegui, des-
pués de que la periodista hiciera comentarios sobre el pre-
sunto alcoholismo del entonces presidente Felipe Calde-
rón. Un año después del problema, se conocieron detalles
de las conversaciones de Joaquín Vargas con funcionarios
de la Presidencia de México que exigieron una disculpa
pública por los comentarios de Aristegui.

Ahora las molestias parecieran originarse después de la re-
velación por la Casa Blanca y la publicación de que el se-
cretario de Hacienda, Luis Videgaray, también había com-
prado una casa al mismo contratista propietario de la
mansión presidencial.

En este mismo tenor, pareciera que el despido de la perio-
dista Carmen Aristegui y su equipo de trabajo obedeciera a
un conflicto de intereses enmarcado en el periodo electoral.

La importancia de este caso se ve reflejada no sólo en la
indignación nacional, sino también en la internacional,
muestra de ello ha sido la permanencia del tema en las re-
des sociales, así como la manifestación realizada el lunes
16 de marzo, a menos de un día de que la periodista Car-
men Aristegui y su equipo fueron despedidos.

Durante esta manifestación frente a la empresa MVS, se hi-
zo entrega al ombudsman Gabriel Sosa, de más de 170 mil
firmas de apoyo a Carmen Aristegui.

Ante estas circunstancias no podemos olvidar mencionar al
artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos de la Organización de los Estados Americanos
(OEA) que señala que no se puede restringir el derecho de
expresión por vías o medios indirectos, tales como el abu-
so de controles oficiales o particulares de papel para perió-
dicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y apara-
tos usados en la difusión de la información o por cualquier
otro medio encaminado a impedir la comunicación y la cir-
culación de ideas y opiniones.

En este mismo sentido, la Declaración de Principios sobre
la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de
Derechos Humanos (CIDH) señala que la consolidación de
la democracia depende de la existencia de la libertad de ex-
presión la cual es esencial para el desarrollo y el conoci-
miento. De igual forma, apunta que no se debe inhibir ni
restringir la investigación y difusión de información de in-
terés público.

La embestida a la libertad de expresión que toda la ciuda-
danía mexicana acaba de recibir con el despido de Carmen
Aristegui y su equipo de trabajo, es un foco rojo en mate-
ria de derechos humanos que debe ser atendido a cabalidad
e inmediatamente.

En México las personas que ejercen el periodismo son
amenazadas, hostigadas, desaparecidas y asesinadas por un
estado indolente, omiso y corrupto. La democracia no exis-
te sin la libertad de expresión, sin la pluralidad de opinio-
nes.

Por todo lo anteriormente expuesto sometemos a conside-
ración de esta soberanía, con carácter de urgente u obvia
resolución, los siguientes

Puntos de Acuerdo

La Honorable Cámara de Diputados:

Primero. Exhorta al titular de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos a que conforme a sus atribuciones, in-
vestigue las presuntas violaciones por parte de la empresa
concesionaria MVS Radio a los derechos humanos de la
periodista Carmen Aristegui Flores y su equipo periodísti-
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co, quienes se han conducido con veracidad, oportunidad,
imparcialidad e independencia, garantizando sus derechos
de libre expresión, laborales y los que correspondan, así
como el derecho de la audiencia a recibir información.

Segundo. Exhorta al Instituto Federal de Telecomunicacio-
nes a investigar y, en su caso, sancionar, en el ámbito de sus
atribuciones, las presuntas violaciones a los derechos de las
audiencias establecidos en la Ley Federal de Telecomuni-
caciones y Radiodifusión, por parte de la empresa conce-
sionaria MVS Radio al modificar unilateralmente sus line-
amientos y despedir a varias personas periodistas, incluida
la conductora Carmen Aristegui Flores.

Tercero. Exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social a investigar, en el ámbito de sus atribuciones lega-
les, las presuntas violaciones a los derechos laborales de
Carmen Aristegui Flores y su equipo periodístico por parte
de la empresa concesionaria MVS Radio, y a promover an-
te las instancias correspondientes una conciliación entre la
empresa y los periodistas actualmente en conflicto.

Notas:

1. Méxicoleaxs, Nosotros. Consultado el 16 de marzo de 2015 en
https://mexicoleaks.mx/#nosotros

2. Ibíd.

3. La Jornada, Cesa MVS relación laboral con la periodista Carmen
Aristegui. Consultado el 16 de marzo de 2015 enhttp://www.jorna-
da.unam.mx/2015/03/16/politica/009n1pol

4. Ibíd.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de marzo de 2015.— Diputa-
dos: Roxana Luna Porquillo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen.

DEFENSA DE LAS LIBERTADES DE EXPRESION, DE
INFORMACION Y DE LAS AUDIENCIAS A RECIBIR
INFORMACION DE INTERES PUBLICO QUE FUERON
VIOLENTADOS EN EL CASO DE LA PERIODISTA
CARMEN ARISTEGUI Y SU EQUIPO

«Proposición con punto de acuerdo por el que esta Sobera-
nía se manifiesta en defensa de las libertades de expresión,
de información y de las audiencias a recibir información de
interés público, que fueron violentados en el caso de la pe-
riodista Carmen Aristegui y su equipo, a cargo de la dipu-
tada Aleida Alavez Ruiz, del Grupo Parlamentario del PRD 

Las y los que suscriben, diputadas y diputados de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatu-
ra con fundamento en el artículo 79, numeral 1 fracción II
y numeral 2, fracción III, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presentan ante esta Honorable Asamblea la si-
guiente Proposición con Punto de Acuerdo de urgente y ob-
via resolución, con base en las siguientes

Consideraciones

El derecho a la información establece dos aspectos lógicos:
el derecho a informar y el derecho a ser informado verídi-
ca, imparcial y objetivamente. A ser un país donde este de-
recho se cumpla y no un pueblo que sólo tenga acceso a la
información que el Estado permita difundir.

Ante el atentado a la libertad de expresión y el derecho a la
información de las audiencias, asestado desde Los Pinos al
noticiero de la periodista Carmen Aristegui, hacemos un
llamado para que la Cámara de Diputados se pronuncie
contra cualquier ataque al libre ejercicio periodístico y con-
tra el asedio de los concesionarios para que cierren espa-
cios críticos.

En este contexto México es considerado a nivel internacio-
nal el sexto país con más periodistas asesinados por el ejer-
cicio de su profesión. En los últimos 15 años 103 han sido
asesinados y 25 están desaparecidos, según cifras del in-
forme estadístico de la Fiscalía Especial para la Atención
de Delitos Cometidos contra la Libertad de Expresión de la
Procuraduría General de la República (PGR).

Ante este desolador panorama, para nadie es difícil rela-
cionar que el golpe contra el equipo de periodistas encabe-
zado por Carmen Aristegui es resultado de la denuncia por
el conflicto de intereses en el caso de la Casa Blanca y
otras dos. Es un ajuste de cuentas desde las esferas más al-
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tas del poder. Sólo era cuestión de tiempo, y como la mis-
ma periodista lo ha revelado, hace meses se preparaba este
golpe contra la libertad de expresión.

El aparente uso ilegal de una marca concesionaria para par-
ticipar en MexicoLeaks, plataforma informativa donde la
población en general podrá presentar todo tipo de denun-
cias que serán investigadas y corroboradas con rigor perio-
dístico, fue el pretexto para separar de su cargo a dos re-
porteros que develaron casos de corrupción o de “conflicto
de intereses” de Enrique Peña Nieto, su esposa y de Luis
Videgaray Caso. Esto originó que la periodista solicitara la
reinstalación de sus colaboradores y llamara una y otra vez
a preservar el espacio noticioso que encabezaba.

Estamos ante un caso de censura donde se ignora el dere-
cho y exigencia de las audiencias sobre lo que de desean
ver y escuchar en los medios de comunicación y que en es-
te caso se han manifestado en las redes sociales y las calles.

El Poder Legislativo no puede permanecer indiferente ante
este atentado que afecta la vida democrática del país, por-
que la censura ataca la pluralidad. Ya lo escribió un perio-
dista: mientas en otros países se otorgan premios a quienes
denuncian actos de corrupción; en México los despiden y
cierran los espacios noticiosos que los dan a conocer.

Los representantes populares tenemos la obligación de
combatir cualquier intento de intimidación contra la liber-
tad de expresión y del libre ejercicio del periodismo por
parte del Ejecutivo Federal, tanto para periodistas como
para concesionarios y propietarios de medios de comunica-
ción incómodos que ejercen su trabajo con libertad.

Por lo anteriormente expuesto se somete a la consideración
del pleno la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta, respetuosamente, a la Cámara de Dipu-
tados a manifestarse en defensa de las libertades de expre-
sión, de información y de las audiencias a recibir informa-
ción de interés público, que fueron violentados en el caso
de la periodista Carmen Aristegui y su equipo.

Palacio Legislativo a 18 días de marzo de 2015.— Diputada Aleida
Alavez Ruiz.»

Se remite a la Comisión de Radio y Televisión, para dic-
tamen.
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